
 

 

1. DATOS GENERALES DE LA CONTRATACIÓN 

Certificado Plan Anual de adquisiciones No 002- 2026  

Tipo de Presupuesto Asignado Inversión recursos de AESGPRI. 

 

Nombre de Proyecto o de la necesidad que se incluyó en el Anual de 
Adquisiciones 

CONSTRUCCIÓN DE CASAS DE CABILDO PARA LOS CENTROS 
DE GOBIERNO EN LAS COMUNIDADES DE LOS TERRITORIOS 
DE CHIMA, TUCHÍN Y PURÍSIMA DEL RESGUARDO INDÍGENA 
ZENÚ SAN ANDRÉS DE SOTAVENTO CÓRDOBA - SUCRE.  

Código BPIN No. 202600000019987 

1.1 DATOS DEL PLAN DE DESARROLLO 

Sector 
 Plan Nacional de Desarrollo: 

"Colombia, Potencia Mundial de la 
Vida" 2022-2026. 

 

 4501 - Fortalecimiento de la convivencia y 
la seguridad ciudadana. 

 

 PLAN DE VIDA DEL RESGUARDO 
COLONIAL INDÍGENA ZENÚ SAN 
ANDRÉS DE SOTAVENTO CÓRDOBA-
SUCRE, "Trenzando el futuro desde la 
voz de nuestro Pueblo". 

 

Programa 
Principio 5: La unión y el trabajo colectivo constituyen la 
base de nuestra autonomía”. 1.5.5 El fomento de espacios y 
mecanismos de participación. 

Producto Construcción de infraestructura física nueva para el 
funcionamiento de los centros de gobierno de cabildo. 

Indicador producto Fortalecimiento de la convivencia y la seguridad ciudadana. 

1.1.1 POBLACIÓN OBJETIVO 

Tipo Población X % Inversión Tipo Población X % 
I
n
v
e
r
s
i
ó
n 

Primera Infancia 0 – 5   Mujer   

Infancia 5 – 12   Victimas   

Adolescencia 13 – 17   Condición Discapacidad   

Juventud 18 – 26   LGTBI   

Adultos 27 – 59   Pueblos Indígenas X 1

0

0

% 

Adultos Mayores 60   Comunidades Negras   

Pueblo Rom   Pobreza Extrema   

Toda Población   Otra Población   

1.2 DATOS DEL REQUERIMIENTO DE LA CONTRATACIÓN 



 

 

Fecha de Elaboración del Estudio Previo: 3  de Septiembre de 2026 

Nombre del funcionario y/o contratista que elabora el estudio previo: Nelcy  Yepez Nisperuza con apoyo de abogada 
especializada  

Dependencia Solicitante: COORDINADORA AREA DE PLANEACION 

Tipo de Contrato: Licitación Pública: X Otro: 
 

2. MODALIDAD DE SELECCIÓN 

 
Estatuto General de Contratación Ley 80 de 1993, 
Ley 1150 de 2007, Decreto 1082 de 2015 

Licitación Publica X Concurso de Méritos  

Selección Abreviada  Abierto  

Menor Cuantía  Precalificado  

Tienda Virtual  Contratación Directa  

Subasta Inversa electrónica  Mínima Cuantía  

 

 
Régimen Especial 

Convenio de Asociación entre 

Entidades Públicas (Ley 489 de 1998) 

 Convenio de Asociación con 

Particulares (Ley 489 de 1998) 

 

Decreto 1953 de 2014 X Pone en funcionamiento de manera 
temporal los territorios indígenas. y 
autorizo administrar los recursos  del SGP 
y los considera Entidades Estatales  de 
acuerdo  con lo indicado  en el artículo  2 
de la Ley 80 de 1993 

 

Decreto 252 de 2020  Las organizaciones indígenas  podrán 
celebrar  contratos  o convenios  de 
manera directa  con las Entidades 
Estatales, siempre  que estén 
conformadas exclusivamente por 
Cabildos indígenas, resguardos 
indígenas, asociaciones  de cabildos, 
asociaciones de autoridades  y otras  
formas de autoridad indígena propia. En 
tales convenios podrá tenerse como 
aporte el conocimiento ancestral. 

 

Ley 2160 de 2021  Modificó la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 
de 2007 en tanto a que confiere 
capacidad para contratar a formas de 
organización del Pueblo Indígena y 
comunidades Negras, 
Afrodescendientes, Raizales y 
Palenqueras. Igualmente, incluye nuevas 
causales de contratación directa  con 
Pueblos Indígenas y de las comunidades 
Negras, Afrodescendientes, Raizales y 
Palenqueras Afrodescendientes, 
Raizales y Palenqueras. 

 

Ley 2294 de 2023 y el Decreto 874 de 2024  Modifica la causal de contratación directa 
dispuesta en el literal o) al artículo 2  
numeral  4 de la Ley 1150 de 2007 
(Art.353). Objeto: i) Infraestructura social, 
vivienda rural, vías terciarias y caminos 
vecinales ii) Cultura. iii)Infraestructura 
productiva  local, iv Proyectos de   
eficiencia  energética; v) Producción de 
alimentos; Vi) Gestión Comunitaria del 
agua; vii Saneamiento básico; viii 
Economía del cuidado. Ix) 
Fortalecimiento ambiental y comunitario y 

 



 

 

x) Adquisición de productos  de origen  o 
destinación  agropecuarios.   Así mismo, 
modifica  el artículo 7  de la Ley 80 de 
1993 en cuanto a las entidades a 
contratar  ( Art.354); Crea los Contratos  
de Asociaciones Público- Populares 
(Art.100); Consagra  las Asociaciones  de 
iniciativa  Publico-Popular (Art.101); y 
ordena el diseño y organización  de los 
sistemas dinámicos  de adquisición 
.(Art.102) 

Convenios especiales de Cooperación Ley 
1289 de 2009 y Decreto 393 de 
1991 

 Convenio de Asociación Para 
Adelantar actividades científicas y 
tecnológicas Decreto 393 de 1991 

 

 
 

3. ELEMENTOS DEL ESTUDIO (Artículo 2.2.1.1.2.1.1 Decreto 1082 De 2015) 

 
3.1. Descripción de la necesidad que se pretende satisfacer con el proceso de contratación 
 

El Resguardo Indígena Zenú San Andrés de Sotavento (Córdoba – Sucre) se encuentra certificado para administrar directamente 
los recursos correspondientes a la Asignación Especial del Sistema General de Participaciones para Resguardos Indígenas 
(AESGPRI), en el marco de lo establecido en el Decreto 1953 de 2014 y la Resolución No. 1386 de 2015 expedida por el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP), mediante la cual se aprobó la solicitud de este Resguardo para asumir, administrar y 
ejecutar de manera directa dichos recursos. 
 
 El Decreto 1953 de 2014 creó un régimen especial transitorio que busca poner en funcionamiento los Territorios Indígenas en 
relación con la administración de los sistemas propios de los pueblos indígenas, conforme a los artículos 246, 286, 329 y 330 de la 
Constitución Política, en tanto se expide la ley orgánica correspondiente. Dicho decreto incorpora mecanismos orientados a 
fortalecer la autonomía, la libre determinación, el gobierno propio y la ejecución de recursos para garantizar derechos fundamentales 
como educación propia, salud propia, agua potable y saneamiento básico, entre otros. 
 
Conforme a la Ley de Gobierno Propio del Pueblo Zenú, en particular lo dispuesto en su artículo 2, el Resguardo se reconoce como 
una entidad autónoma, pública de carácter especial, con autoridad política, administrativa y organizativa, con capacidad de 
representación legal del Pueblo Zenú, fundamentada en la Ley de Origen, el Derecho Propio, la Jurisdicción Especial Indígena, la 
Constitución Política, el Convenio 169 de la OIT y demás instrumentos internacionales. En tal sentido, los fines de la contratación 
del Resguardo se orientan a celebrar y ejecutar contratos que correspondan al cumplimiento de los fines organizativos, sociales, 
culturales y administrativos, garantizando la efectividad de los derechos e intereses colectivos del Pueblo Zenú y de las personas o 
entidades que colaboren en la consecución de dichos fines.. 
 
El Resguardo Indígena Zenú San Andrés de Sotavento Córdoba – Sucre, en ejercicio de su autonomía administrativa y de gobierno 
propio, administra y ejecuta recursos públicos provenientes de la Asignación Especial del Sistema General de Participaciones para 
Resguardos Indígenas – AESGPRI, los cuales deben ser programados y ejecutados, conforme el Decreto 1953 del 2024, así como 
a las disposiciones normativas vigentes aplicables  y a la Ley de Gobierno Propio del Pueblo Zenú, en tanto se trata de recursos 
públicos destinados a garantizar derechos colectivos, mejorar las condiciones de vida de las comunidades y asegurar su relación el 
plan de vida de la comunidad, satisfacer las necesidades de las comunidades y la ejecución de programas, planes  y proyectos 
asociados con los siguientes asuntos:  
1. Fortalecimiento Institucional del gobierno propio. 
2. Identidad cultural. 
3. Servicios públicos. 
4. Satisfacción de sus necesidades en general. 
5. Garantías de sus derechos. 
6. Ejercicio de su autonomía y demás.   
 
Proyectos con enfoque diferencial, que reconoce que hay poblaciones con características particulares en razón de su edad, genero, 
religión, identidad cultural de género, orientación sexual raza, etnia, situación de discapacidad, y cualquier otra.   
 
Mediante la Ley Estatutaria número 1622 de 2013, se estableció el “Enfoque Diferencial” como un principio de actuación y 
mecanismo de respeto y ejercicio de los derechos desde la diferencia étnica, de géneros, de procedencia territorial, de contexto 



 

 

social, de edad, orientación e identidad sexual o por condición de discapacidad. 
 
Colombia  se caracteriza por ser una Nación pluriétnica y multicultural, lo cual se constituye en una riqueza nacional y regional, y en 
un reto para la formulación de políticas públicas que promuevan  la igualdad de oportunidades de acceso a los beneficios del 
desarrollo para los grupos étnicos y la pervivencia de sus culturas, bajo los principios del respeto y reconocimiento del derecho a la 
diferencia. Los grupos étnicos poseen gran variedades de manifestaciones culturales relacionadas con la cosmovisión, lingüística, 
organización social y política, relaciones económicas, manejo adecuado del ambiente, relacionamiento con el territorio, talentos, etc. 
 
El principio de protección de la diversidad étnica y cultural es una manifestación directa del pluralismo, que a su vez se inspira en la 
tolerancia y el respeto activo, y que abre un espacio de inclusión y participación a grupos tradicionalmente discriminados, como lo 
son las minorías culturales, raciales, ideológicas, sexuales, religiosas y de cualquier otra índole. En desarrollo de estos principios, 
la Corte Constitucional ha dicho lo siguiente: “La diversidad cultural hace relación a formas de vida y concepciones del mundo no 
totalmente coincidentes con las costumbres de la mayoría de la población en aspectos de raza, religión, lengua, economía y 
organización política. Los grupos humanos que por sus características culturales no encuadran dentro del orden económico, político 
y social establecido para la mayoría tienen derecho al reconocimiento de sus diferencias con fundamento en los principios de 
dignidad humana, pluralismo y protección de las minorías” (Sentencia T-605/92). 
 
Los proyectos con enfoque diferencial pretenden solucionar  las necesidades de los pueblos y las comunidades étnicas  y la 
ejecución de programas, planes  y proyectos relacionados con los siguientes asuntos:  
1. Fortalecimiento Institucional del gobierno propio. 
2. Identidad cultural. 
3. Servicios públicos. 
4. Satisfacción de sus necesidades en general. 
5. Garantías de sus derechos. 
6. Ejercicio de su autonomía y demás.   
 
De acuerdo a lo anterior, según la Defensoría del Pueblo tomando información del DANE 2019 los Indígenas presentan los siguientes 
indicadores de necesidades y coberturas:   
 
ACCESO A SERVICIOS PUEBLOS INDIGENAS: 
 
ENERGIA ELECTRICA: 66% 
PROMEDIO HOGARES DEL PAIS: 96.3%. 
 
COBERTURA ACUEDUCTOS 41.4% 
NIVEL NACIONAL 86.4% 
 
ANALFABETISMO: 82.8% 
PROMEDIO PAIS 93.9% 
 
POBREZA: 60% DE LOS PUEBLOS INDIGENAS VIVEN EN POBREZA 
 
Cerca de 2.5 millones de personas  se autoreconocen como indígenas. Representan el 3,8 % de la población nacional. 
 
Existen 115 pueblos indígenas protegiendo sus territorios, 959 Resguardos Formalizados, 13868 comunidades, más de 2.5 millones 
de indígenas. Más de 35, 6 millones de hectáreas tituladas. 
 
Los Departamentos con mayor número de resguardos: Choco, Tolima, Cauca, Putumayo y Nariño. En los Departamentos de 
Córdoba y Sucre existe El Resguardo Indígena Zenu y los Emberakatios, los cuales tiene unos retos actuales de mejorar la calidad 
de vida, la consecución de recursos suficientes para la satisfacción de sus necesidades en los diferentes sectores y acabar con las 
barreras en accesos a derechos. 
 
A partir de los procesos históricos se consolidó una estructura político-administrativa conformada por el Resguardo Regional, las 
autoridades tradicionales y los cabildos menores. Esta organización permite ejercer funciones propias de representación, orientación 
comunitaria, justicia indígena, planeación territorial, educación, salud, cultura, ambiente y relacionamiento institucional. Los cabildos 
menores constituyen la expresión más cercana del gobierno propio en las comunidades, debido a que mantienen contacto 
permanente con los comuneros y atienden directamente los asuntos sociales, organizativos y territoriales. 
 
La autoridad del cabildo no se limita a una función administrativa. Su ejercicio se encuentra estrechamente relacionado con la 



 

 

conservación de la identidad cultural, la aplicación de las normas propias, la resolución comunitaria de conflictos, la transmisión de 
conocimientos entre generaciones y la protección del territorio. Las decisiones adoptadas por las autoridades tradicionales y las 
asambleas comunitarias fortalecen la cohesión social y mantienen vigentes los principios de solidaridad, reciprocidad, respeto y 
responsabilidad colectiva característicos del Pueblo Zenú. 
 
En este marco, las casas de cabildo han adquirido un significado histórico, político y cultural que supera su función material. 
Tradicionalmente, constituyen lugares de encuentro entre autoridades, líderes, mayores, jóvenes y demás integrantes de las 
comunidades. En estos espacios se desarrollan asambleas, se escuchan las necesidades de los miembros del cabildo, se conservan 
documentos, se resuelven asuntos internos y se transmiten orientaciones relacionadas con la convivencia, la cultura y el territorio. 
Por esta razón, la casa de cabildo representa la presencia permanente de la autoridad indígena y constituye un referente de identidad 
y pertenencia comunitaria. 
 
Las autoridades tradicionales y los habitantes de las comunidades de Sabana Costa, Campo Bello, Sitio Viejo y Santo Domingo, 
pertenecientes al territorio de Chimá, y de la comunidad de Comején, perteneciente al territorio de Purísima, Flecha,  San José de 

la Julia y San José del Tamarindo en Tuchin,  no cuentan con edificaciones propias y adecuadas para el funcionamiento permanente 
de sus centros de gobierno de cabildo, por lo que muchas de sus actividades administrativas, comunitarias y organizativas deben 
desarrollarse en espacios abiertos, viviendas prestadas o lugares que no ofrecen condiciones suficientes de seguridad, funcionalidad 
y dignidad. 
 
La problemática afecta a una población de 6.546 personas indígenas, pertenecientes a las seis comunidades priorizadas. La 
ausencia de infraestructura comunitaria propia limita la realización de asambleas, reuniones de autoridades, jornadas de atención a 
los miembros de la comunidad, procesos de concertación, actividades de formación, resolución de conflictos, gestión documental, 
planeación territorial, fortalecimiento cultural y articulación con las entidades públicas y privadas. 
 
Para atender esta necesidad, se contempla la construcción de ocho casas de cabildo; cuatro localizadas en el territorio de Chimá, 
tres en Tuchín y una en el territorio de Purísima. Cada edificación será concebida como un espacio colectivo destinado al ejercicio 
del gobierno propio y contará con áreas para reuniones comunitarias, atención administrativa, servicios sanitarios y demás espacios 
requeridos para el cumplimiento de las funciones de las autoridades tradicionales y el desarrollo de las actividades propias de cada 
comunidad. 
 
Las casas de cabildo serán construidas de acuerdo con los diseños, cantidades de obra, especificaciones técnicas y procedimientos 
constructivos definidos para el proyecto, buscando garantizar condiciones de estabilidad, seguridad, salubridad, accesibilidad, 
ventilación, protección frente a las condiciones climáticas y adecuado manejo de los servicios hidrosanitarios y eléctricos. Su 
ejecución deberá conservar la relación entre la solución arquitectónica, las prácticas comunitarias y las características sociales y 
culturales del Pueblo Zenú. 
 
El proyecto representa una acción orientada al fortalecimiento de la autonomía, la participación comunitaria y la institucionalidad 
propia del Pueblo Zenú. Las casas de cabildo constituirán puntos de encuentro, deliberación, orientación y atención comunitaria, 
desde los cuales las autoridades podrán ejercer sus funciones y las comunidades podrán continuar transmitiendo sus saberes, 
organizando su territorio y tomando decisiones colectivas para su bienestar y pervivencia. 
 
La intervención resulta necesaria porque el ejercicio efectivo del gobierno propio requiere condiciones materiales que permitan a las 
autoridades tradicionales cumplir sus responsabilidades de manera continua, organizada y accesible. Aunque la autoridad indígena 
se fundamenta en la legitimidad comunitaria, la Ley de Origen y las normas propias, su capacidad operativa se ve condicionada 
cuando no dispone de espacios permanentes para desarrollar sus funciones y atender los asuntos colectivos. 
 
La construcción de infraestructura destinada a los centros de gobierno constituye una respuesta adecuada frente a esta limitación, 
debido a que reemplaza el uso recurrente de soluciones temporales por una alternativa estable y de largo plazo. Continuar 
dependiendo de espacios prestados, abiertos o acondicionados ocasionalmente mantendría las restricciones existentes y no 
permitiría consolidar condiciones permanentes para la atención, la organización interna y la conservación de la documentación 
comunitaria. 
 
La alternativa propuesta permitirá mejorar la capacidad institucional de los cabildos menores. Contar con sedes propias facilitará la 
programación regular de actividades, la distribución de responsabilidades, la organización de los archivos y la atención ordenada de 
las solicitudes de los comuneros. Asimismo, favorecerá la coordinación entre las autoridades locales, las instancias regionales del 
Resguardo y las entidades públicas o privadas que desarrollen actuaciones en el territorio. 
 
La inversión también se justifica por su carácter colectivo. Las edificaciones no estarán destinadas al uso particular de una persona 
o autoridad, sino que constituirán bienes comunitarios para el desarrollo de actividades de interés común. Sus beneficios se 



 

 

extenderán a las diferentes generaciones y sectores de la población, al mejorar las condiciones para la participación, el diálogo, la 
orientación comunitaria y la adopción de decisiones relacionadas con el territorio. 
 
Desde el punto de vista organizativo, disponer de espacios permanentes contribuirá a fortalecer la continuidad de los procesos 
comunitarios. La realización de reuniones y asambleas en lugares reconocidos y disponibles facilitará la convocatoria de los 
comuneros, la construcción de acuerdos y el seguimiento a las decisiones adoptadas. También permitirá resguardar de manera más 
adecuada las actas, censos, registros y demás documentos que conforman la memoria administrativa y organizativa de cada cabildo. 
 
La intervención posee igualmente un valor cultural, dado que el ejercicio del gobierno indígena se encuentra relacionado con la 
transmisión de normas propias, conocimientos, prácticas comunitarias y formas tradicionales de resolución de asuntos colectivos. 
La infraestructura no sustituye estas expresiones ni constituye por sí sola su salvaguardia; sin embargo, proporciona condiciones 
físicas para que puedan desarrollarse, mantenerse y transmitirse de manera organizada entre las generaciones. 
La solución contempla condiciones básicas de estabilidad, funcionalidad, ventilación, protección climática, instalaciones eléctricas, 
abastecimiento de agua y saneamiento. Estos componentes son especialmente relevantes en el contexto rural, donde la 
disponibilidad de redes convencionales puede ser limitada. Su incorporación permitirá que las edificaciones entren en 
funcionamiento con los servicios necesarios, siempre que se ejecuten conforme a los diseños y se garantice su adecuada operación 
y mantenimiento. 
 
La inversión generará activos comunitarios con una vida útil superior a la de las alternativas provisionales. Por ello, los recursos 
destinados a la construcción tendrán efectos que trascienden el periodo de ejecución y podrán beneficiar a las comunidades durante 
varios años. Esta permanencia fortalece la relación entre el costo de la intervención y los resultados esperados, siempre que se 
adopten medidas de conservación preventiva. 
 
La sostenibilidad dependerá de la apropiación comunitaria de las obras y de la definición de responsabilidades para su 
administración. Cada cabildo deberá establecer reglas de uso, responsables de la custodia, rutinas de limpieza, acciones de 
mantenimiento y mecanismos para atender los gastos básicos de funcionamiento. Estas medidas permitirán prevenir el deterioro 
temprano y mantener la prestación de los servicios comunitarios durante la vida útil de las edificaciones. 
 
En consecuencia, el proyecto se justifica porque ofrece una solución permanente, colectiva y funcional a una limitación que afecta 
la capacidad operativa de los centros de gobierno. La inversión fortalecerá las condiciones para la atención comunitaria, la gestión 
institucional, la participación y la continuidad de las formas propias de organización, mediante infraestructura destinada 
exclusivamente al servicio de las comunidades y sus autoridades. 
 
Los predios fueron referenciados mediante coordenadas en el sistema MAGNA-SIRGAS, EPSG: 3116, lo 
que proporciona una base espacial para la localización de las obras y para el posterior desarrollo de las 
actividades de replanteo. En conjunto, los ocho lotes comprenden un área aproximada de 3.417,09 m², 
aunque presentan diferencias importantes en su tamaño, configuración geométrica y disponibilidad de 
espacios exteriores. 
 
La siguiente tabla resume las principales condiciones de los predios: 
 

Comunidad Municipio Área Configuración Condición de emplazamiento 
Sabana Costa Chimá 417,90 m² Polígono regular en forma de rombo Viabilidad alta 
Campo Bello Chimá 308,10 m² Polígono rectangular Viabilidad alta 

Sitio Viejo Chimá 148,50 m² Polígono irregular de ocho lados Viabilidad critica, pero posible 
Santo Domingo Chimá 490,58 m² Polígono irregular de cuatro lados Viabilidad excelente 

Flecha Tuchín 228,63 m² Polígono irregular de cinco lados Viabilidad moderada-alta 
San José de la Julia Tuchín 408,64 m² Polígono irregular de cuatro lados Viabilidad alta 

San José del Tamarindo Tuchín 382,88 m² Polígono irregular de seis lados Viabilidad alta 
Comején Purísima 1.031,86 m² Polígono regular de cuatro lados Viabilidad óptima 

Total  3.417,09 m²   
 
La población afectada está constituida por la totalidad de los habitantes de las ocho comunidades 
priorizadas, debido a que las limitaciones materiales para el funcionamiento de los centros de gobierno 
inciden sobre procesos y servicios de carácter colectivo. La participación comunitaria, la atención de los 
miembros de la comunidad, la adopción de decisiones, la conservación de la documentación y la realización 
de actividades organizativas no se restringen a las autoridades tradicionales, sino que involucran al conjunto 
de la comunidad. 
 



 

 

De acuerdo con la base poblacional de 2025, la población afectada asciende a 6.546 personas indígenas. 

De este total, 3.408 personas, equivalentes al 52,06 %, residen en las cuatro comunidades ubicadas en 
Chimá; 1.775 personas, correspondientes al 27,12 %, pertenecen a las tres comunidades de Tuchín; y 1.363 
personas, equivalentes al 20,82 %, pertenecen a la comunidad de Comején, en Purísima. 
 
La distribución por comunidad es la siguiente: 
 

Municipio Comunidad Población afectada Participación 
Chimá Sabana Costa 682 10,42 % 
Chimá Campo Bello 931 14,22 % 
Chimá Sitio Viejo 1.326 20,26 % 
Chimá Santo Domingo 469 7,16 % 
Tuchín Flecha 730 11,15 % 
Tuchín San José de la Julia 638 9,75 % 
Tuchín San José del Tamarindo 407 6,22 % 

Purísima Comején 1.363 20,82 % 
Total  6.546 100 % 

 
ALCANCE DEL PROYECTO 

 
El proyecto "Construcción de Casas de Cabildo" busca edificar ocho centros de gobierno para comunidades indígenas 
Zenú en Chimá, Tuchín y Purísima. Los documentos incluyen estudios geotécnicos, diseños estructurales, 
presupuestos, planes de manejo ambiental y seguridad (SST), así como certificaciones de propiedad comunitaria, 
asegurando la viabilidad, sostenibilidad y cumplimiento normativo (NSR-10, RETIE) de esta infraestructura para el 
gobierno propio. 
 
El proyecto de construcción de las Casas de Cabildo genera un profundo impacto social y cultural en el Pueblo Zenú, 
estructurado bajo los siguientes ejes fundamentales: 
 

Fortalecimiento de la Autonomía y el Gobierno Propio 

 Dignificación institucional: Proveer sedes permanentes y adecuadas reemplaza el uso de espacios 

provisionales (viviendas prestadas o espacios abiertos), lo que formaliza y dignifica el ejercicio de la autoridad 
tradicional ante los comuneros y las entidades estatales. 

 Justicia y cohesión política: El salón de reunión de cada sede actuará como el núcleo donde las autoridades 

resolverán los asuntos internos de la comunidad, fortaleciendo la aplicación de su jurisdicción especial indígena 
y la cohesión organizativa. 

Salvaguarda de la Identidad y Memoria Cultural 

 Gestión y custodia documental: Las oficinas administrativas cerradas permitirán almacenar de forma segura 

los libros censales, planes de vida, actas y sellos del cabildo. Esto mitiga el riesgo de pérdida de la memoria 
institucional y administrativa durante los cambios de autoridades tradicionales. 

 Transmisión intergeneracional: Las Casas de Cabildo operan como referentes de identidad y pertenencia, 

proporcionando el espacio físico idóneo para el diálogo, la transferencia de saberes, la enseñanza de usos y 
costumbres, y la deliberación colectiva entre mayores, líderes y jóvenes. 

Cohesión Social y Trabajo Colectivo 

 Apropiación comunitaria: La sostenibilidad post-inversión del proyecto se apoya en los valores ancestrales 
del Pueblo Zenú, activando las "Fajinas de Trabajo Colectivo" (mingas) y la creación de Comités de 
Mantenimiento Étnico encargados del cuidado de la infraestructura. 

 Participación inclusiva: Al ser una infraestructura de carácter estrictamente descentralizado y colectivo, 

optimiza los mecanismos de asamblea y consulta, facilitando que los comuneros accedan a las decisiones de 
su territorio sin tener que realizar desplazamientos prolongados. 

Punto de Refugio Seguro 

 Capacidad de respuesta ante emergencias: En concordancia con los principios de participación y diversidad 

cultural, el diseño arquitectónico de estas sedes se ha concebido para que funcionen automáticamente como 



 

 

albergues temporales o "Puntos de Refugio Seguro" en caso de desastres naturales severos, sirviendo de 
apoyo a la gestión comunitaria de la Guardia Indígena. 

 

ESTUDIO DE TITULOS 

 Los documentos contienen certificaciones de posesión y propiedad de diversos cabildos menores indígenas 

pertenecientes al Resguardo Zenú de San Andrés de Sotavento, Córdoba y Sucre. Incluyen actas, resoluciones, 

acuerdos de compraventa de predios y trámites legales gestionados ante entidades como el antiguo INCORA, 

orientados a formalizar la tenencia de tierras para beneficio colectivo de las comunidades, fechados 

principalmente en Oct 2025. 

La propiedad comunitaria en el Resguardo Indígena Zenú de San Andrés de Sotavento (Córdoba - Sucre) se valida a 
través de diversas certificaciones de "sana posesión" y escrituras de compraventa emitidas por los Cabildos Menores 
y entidades agrarias. A continuación se detallan los documentos correspondientes a cada comunidad: 

Certificaciones de Posesión de Cabildos Menores 

 San José y La Julia (Tuchín, Córdoba): Certificación del 20 de Oct de 2025, emitida por el Capitán Menor 

Wilfrido Conde Talaigua, que valida la propiedad interna y posesión pacífica de un lote de 20X20 metros por 
más de 10 años. 

 Campo Bello (Chimá, Córdoba): Constancia del 6 de Oct de 2025, firmada por el Capitán Menor Luis Rafael 

Pérez Cerpa y la secretaria Yendy Luz Argel Tarra, sobre la posesión real y material desde hace más de 20 
años de un terreno de 647 metros cuadrados destinado al beneficio colectivo. 

 Santo Domingo (Chimá, Córdoba): Constancia del 28 de Oct de 2025, otorgada por la Capitana Menor 

Patricia del Carmen Naranjo Polo, sobre el lote "Los Ranchos" de 480.57 metros cuadrados, usufructuado por 
más de 15 años para explotación agropecuaria. 

 Sitio Viejo (Chimá, Córdoba): Certificación del 28 de Oct de 2025, expedida por el Capitán Menor Filiberto 

Miguel Mercado Díaz, referente a un lote de 149 metros cuadrados donado por el municipio para beneficio de 
la comunidad. 

 Flecha (Tuchín, Córdoba): Certificación del 10 de Oct de 2025, firmada por el Capitán Menor Roiman Antonio 

Gonzalez Beltran, que valida un predio destinado a la construcción de la casa del cabildo. 

 Sabanacosta (Chimá, Córdoba): Certificación del 28 de Oct de 2025, emitida por el Capitán Menor Edwin 

Antonio Ibañez Hernandez, que constata la posesión pacífica de un lote de 300 metros cuadrados por más de 
10 años. 

Títulos y Adquisiciones Territoriales 

 San José El Tamarindo (Tuchín, Córdoba): Documento de promesa de venta del 23 de Oct de 2025, donde 

José Antonio Polo Bravo transfiere un lote de 15X12 metros al Cabildo Menor (representado por su junta de 10 
miembros) por un valor de $6.000.000, estipulando que el terreno pasa a ser propiedad comunitaria. 

 Predio Mina de Oro (Purísima, Córdoba): Escritura Pública No. 644 del 12 de Ago de 1989 (Notaría Única 

de Lorica), mediante la cual el INCORA adquirió 42 hectáreas segregadas de la finca "Mina de Oro" a los 
propietarios de la familia Saleme, con el fin de ampliar el resguardo de la comunidad indígena de San Andrés 
de Sotavento (acta de entrega del 15 de Sep de 1989). 

 

3.2. ESPECIFICACIONES TECNICAS 
 
 
Ver pdf Anexo 
 
ESPECIFICACIONES TÉCNICAS DE CONSTRUCCIÓN 
 
PROYECTO: CONSTRUCCIÓN DE  CASAS DE CABILDO PARA LOS CENTROS DE GOBIERNO EN LAS COMUNIDADES DE LOS TERRITORIOS DE 
CHIMA, TUCHÍN Y PURÍSIMA DEL RESGUARDO INDÍGENA ZENÚ SAN ANDRÉS DE SOTAVENTO CÓRDOBA – SUCRE 
 
 



 

 

3.2.1. REGISTRO FOTOGRAFICO ESTADO ACTUAL  
 
 
El lote destinado a la comunidad de Sabana Costa se encuentra en el municipio de Chimá y cuenta con un área de 417,90 m². 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

  
 
 
El predio de Campo Bello se encuentra en el municipio de Chimá y posee un área de 308,10 m². 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



 

 

 
El lote de Sitio Viejo constituye el caso de mayor restricción espacial dentro del conjunto de predios 

analizados. Cuenta con un área de 148,50 m² 
 

 
 
 
El predio de Santo Domingo, ubicado en el municipio de Chimá, cuenta con un área de 490,58 m². 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

El lote de Comején se encuentra en el municipio de Purísima y tiene un área de 1.031,86 m². 

 
 

 
 
 
 
El lote de Flecha se encuentra en el municipio de Tuchín y cuenta con un área de 228,63 m². 
 

 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

El lote de San José de la Julia se localiza en el municipio de Tuchín y cuenta con un área de 408,64 m².  
 
 

 
 

 
 

El lote de San José del Tamarindo se encuentra en el municipio de Tuchín y posee un área de 382,88 m². 
 
 

 
 
  



 

 

 
 
 
Especificación Técnica de las casas a construir   
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 

3.2.4. POBLACION AFECTADA Y BENEFICIADA  

 

La población afectada está constituida por la totalidad de los habitantes de las ocho comunidades 
priorizadas, debido a que las limitaciones materiales para el funcionamiento de los centros de gobierno 
inciden sobre procesos y servicios de carácter colectivo. La participación comunitaria, la atención de los 
miembros de la comunidad, la adopción de decisiones, la conservación de la documentación y la realización 
de actividades organizativas no se restringen a las autoridades tradicionales, sino que involucran al conjunto 
de la comunidad. 
 
De acuerdo con la base poblacional de 2025, la población afectada asciende a 6.546 personas indígenas. 
De este total, 3.408 personas, equivalentes al 52,06 %, residen en las cuatro comunidades ubicadas en 
Chimá; 1.775 personas, correspondientes al 27,12 %, pertenecen a las tres comunidades de Tuchín; y 1.363 
personas, equivalentes al 20,82 %, pertenecen a la comunidad de Comején, en Purísima. 
 
La distribución por comunidad es la siguiente: 
 

Municipio Comunidad Población afectada Participación 
Chimá Sabana Costa 682 10,42 % 
Chimá Campo Bello 931 14,22 % 
Chimá Sitio Viejo 1.326 20,26 % 
Chimá Santo Domingo 469 7,16 % 
Tuchín Flecha 730 11,15 % 
Tuchín San José de la Julia 638 9,75 % 
Tuchín San José del Tamarindo 407 6,22 % 

Purísima Comején 1.363 20,82 % 
Total  6.546 100 % 

 
Tabla 3. Población Beneficiada. Fuente de información: Auto censo 2025 Resguardo indígena San Andrés de 
Sotavento Córdoba, Sucre. 

 
La población objetivo corresponde a las personas que serán atendidas directamente mediante la 
construcción y puesta en funcionamiento de las ocho casas de cabildo. Debido al carácter colectivo de las 
edificaciones y a que se construirá una sede en cada comunidad priorizada, no se requiere aplicar una 
focalización adicional dentro de la población afectada. 
 
En consecuencia, la población objetivo coincide con la población afectada y está conformada por 6.546 
personas indígenas. 
 
Las autoridades tradicionales constituyen los principales responsables de la administración y operación de 
las sedes, pero no conforman por sí solas la población objetivo. Las casas de cabildo serán bienes de uso 
comunitario y sus beneficios se extenderán a todos los habitantes de las comunidades, independientemente 
de su edad, sexo, posición organizativa o condición familiar. 
 
Caracterización demográfica de la población objetivo 
 

Grupo de edad Personas Participación sobre el total 
0 a 12 años 1.350 20,62 % 

13 a 17 años 644 9,84 % 
18 a 26 años 1.209 18,47 % 
27 a 59 años 2.602 39,75 % 

60 años o más 697 10,65 % 
Sin información válida de edad 44 0,67 % 

Total 6.546 100 % 

 
 
3.2.5. IDENTIFICACIÓN DEL CONTRATO QUE SE PRETENDE CELEBRAR 
 
El contrato que se derive del presente proceso de selección será de obra de acuerdo con las definiciones establecidas en la Ley 80 



 

 

de 1993 en el Capítulo III, Artículo 32 Numeral 1.Son contratos de obra los que celebren las entidades estatales  para la 
construcción, mantenimiento, instalación, y en general  para la realización de cualquier otro trabajo  material sobre  bienes inmuebles, 
cualquiera que sea la modalidad de la ejecución y pago. 
 
3.2.6. OBJETO: CONSTRUCCIÓN DE  CASAS DE CABILDO PARA LOS CENTROS DE GOBIERNO EN LAS COMUNIDADES DE LOS TERRITORIOS 
DE CHIMA, TUCHÍN Y PURÍSIMA DEL RESGUARDO INDÍGENA ZENÚ SAN ANDRÉS DE SOTAVENTO CÓRDOBA – SUCRE. 
 
3.2.7 Lugar De Ejecución: Tendrá como lugar de ejecución el Resguardo Indígena Zenú San Andrés de Sotavento Córdoba - 
Sucre, lo que implica que deberá desplazarse a las distintas comunidades que van ser intervenidas o beneficiadas. 
 
3.2.8. Plazo: El plazo de ejecución será cinco (05) meses o hasta el 31 de diciembre de 2026, contado a partir de la fecha de 
suscripción del acta de inicio.  
 
 
3.3 OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA Y DEL RESGUARDO 
3.3.1 Obligaciones del Contratista: 
 
3.3.1.1 OBLIGACIONES GENERALES 
 
1. El CONTRATISTA deberá disponer del equipo necesario para iniciar los trabajos y del personal contratado para las labores, el 

cual deberá cumplir con los requisitos exigidos por la Entidad Contratante. 
2. El CONTRATISTA deberá cumplir con los aportes a los Sistemas Generales de Seguridad Social y aportes Parafiscales, en 

los términos de la Ley 789 de 2002, el Decreto 1703 de 2002 y demás normas concordantes, requisito que deberá tener en 
cuenta durante la ejecuci6n y liquidación del contrato. 

3. El CONTRATISTA recibirá por parte de la Entidad Contratante y con participación de la INTERVENTORÍA Y SUPERVISIÓN, 
los sitios de trabajo a intervenir, los cuales no podrán ser modificados sin la previa autorización del RESGUARDO con el Lleno 
de los requisitos establecidos al respecto. Antes de iniciar los trabajos, se elaborará conjuntamente entre la INTERVENTORÍA, 
SUPERVISION y el CONTRATISTA, un registro fotográfico de donde se adelantarán las obras, así como en su ejecución. 

4. El CONTRATISTA deberá presentar para aprobación de la Entidad Contratante, la metodología a seguir en la ejecución de las 
actividades propias del proyecto, en donde se definan los recursos humanos, físicos, tecnológicos y financieros a ser utilizados 
en el desarrollo del proyecto. 

5. Cumplir con el objeto del contrato, conforme a los documentos del proyecto, el proceso de selección, la propuesta y el contrato 
que se suscriba. 

6. Presentar en el plazo establecido en el Pliego de Condiciones de la Licitación, los documentos y cumplir con los requisitos de 
orden técnico, exigidos como condición previa e indispensable para suscribir el Acta de Iniciación del Contrato. 

7. Programar las actividades que deba desarrollar para el cumplimiento del objeto del contrato. 
8. Rendir y elaborar los informes, conceptos, estudios y demás trabajos que se le soliciten en desarrollo del contrato. 
9. Acatar las instrucciones que durante el desarrollo del contrato se le impartan por parte de la Entidad Contratante. 
10. Obrar con lealtad y buena fe con las distintas etapas contractuales, evitando dilaciones y en trabamientos. 
11. No acceder a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera de la ley con el fin de hacer u omitir algún hecho. 
12. Mantener la reserva profesional sobre la información quo le sea suministrada para el desarrollo del objeto del contrato. 
13. Tramitar las licencias y permisos necesarios para la ejecución de las obras ante las entidades competentes, así como los paz 

y salvos requeridos para la liquidación del contrato. 
14. Radicar las facturas de cobro por trabajos ejecutados y ajustes dentro de los plazos convenidos. 
15. Mantener vigentes todas las garantías que amparan el contrato en los términos de este. 
16. Cumplir con las obligaciones laborales del personal contratado en la ejecución del contrato. 
17. Cumplir con las disposiciones legales y reglamentarias referentes al medio ambiente, urbanismo, seguridad industrial e higiene. 
18. Cumplir la ley 99 de 1993 y decreto 2820 del 5 de agosto 2010 y las normas quo lo adicionen y complementen lo relacionado 

con el manejo ambiental. Presentando el plan de manejo ambiental para que sea aprobado por Ia interventoría 
19. Efectuar el control de calidad de obra por su cuenta. 
20. Avisar con Ia debida anticipación la solicitud de prórroga del contrato si es del caso y de conformidad con la Ley. 
21. indemnizar y/o asumir todo daño que se cause a terceros, a bienes propios o de terceros, o al personal contratado para la eje 

cución del contrato, por causa o con ocasión del desarrollo de este. 
22. Las demás que par ley a contrato le correspondan. 
 
3.3.1.2 OBLIGACIONES ADMINISTRATIVAS 
 

i. SOPORTE COMPUTACIONAL 
El CONTRATISTA deberá contar con las herramientas computacionales y programas (software) compatibles con los de La Entidad 



 

 

Contratante, que deben incluir como mínimo lo siguiente: 
El CONTRATISTA tendrá la obligación de apoyar con el suministro oportuno de información, en los formatos adecuados, en medio 
magnético e impreso, de toda la información relacionada con el avance físico de las obras, planos de avance de obra construida, el 
avance financiero, elaboración y presentación oportuna de las actas de obra, cuentas de cobro, de ajuste y demás que se requieran 
y en general de todo lo requerido para que la Entidad Contratante disponga de información completa y actualizada sobre las obras 
del contrato. 

 
ii. BITACORA. 

Se contará con una bitácora, en donde el CONTRATISTA y la INTERVENTORÍA, deberán dejar anotado todo lo que sucede en la 
misma cada día (resumen de obra con observaciones). En esta bitácora se dejarán consignados todas las órdenes, instrucciones y 
acuerdos entre el CONTRATISTA y la INTERVENTORÍA. 
La Bitácora es el conducto formal y regular para registrar las observaciones y recomendaciones impartidas. Su uso es obligatorio y 
solo tendrán derecho a usarla el representante del CONTRATISTA, LA INTERVENTORÍA y La Entidad Contratante. Una vez 
terminada la obra, esta bitácora deberá ser entregada a La Entidad Contratante para su custodia al suscribirse el Acta de Recibo 
Final de Obra. 
 

iii. PRESENCIA EN OBRA. 
El CONTRATISTA deberá controlar la permanencia en los frentes de obra, del director de obra, los ingenieros residentes y de todo 
el personal requerido. La presencia del maestro general no reemplaza a ninguno de los anteriores, si por algún motivo se programan 
trabajos en horas nocturnas, feriados, domingos o en horas no laborables, deberá contarse con la presencia del o los ingenieros 
residentes y auxiliares de ingeniería. 
 

iv. REUNIONES Y ACTAS DE OBRA. 
Con la periodicidad, en el sitio y hora previamente establecidos, y dados a conocer a la Entidad Contratante, se harán reuniones 
donde se acordarán y detallarán los trabajos correspondientes. A estas reuniones deberán asistir representantes del CONTRATISTA 
y la INTERVENTORÍA De cada reunión, se levantará un acta y será firmara por los que intervinieron en ella. 
Se verificará estrictamente que las obras a facturarse cumplan con lo establecido en los términos del contrato. El CONTRATISTA 
deberá cumplir con estos requisitos, y en cualquier momento deberá poder demostrar el cumplimiento de estos. 
No se cancelará obra ejecutada por el CONTRATISTA que se haya iniciado y ejecutado sin la autorización expresa por parte de la 
INTERVENTORÍA Esta autorización deberá estar consignada en la bitácora correspondiente. 
 

v. OBRAS ADICIONALES. 
Cuando por algún motivo se vaya a ejecutar una actividad no prevista en el contrato, previamente y de común acuerdo entre la 
Entidad Contratante, la INTERVENTORÍA y el CONTRATISTA, se convendrán los precios, la forma de pago y las especificaciones 
correspondientes a través de una modificación del contrato. Por ningún motivo se ejecutarán los trabajos sin haber sido previamente 
aprobados entre las partes. En todo caso, si el CONTRATISTA ejecuta trabajos sin antes acordar el precio respectivo, serán a riesgo 
propio y por esta razón no podrá hacer alguna reclamación posterior. Antes de ello debe hacer uso del COSTO INDIRECTO de 
imprevistos. 

 
vi. SEGURIDAD INDUSTRIAL. 

El CONTRATISTA deberá cumplir con todas las disposiciones que sobre seguridad social haya emitido el Ministerio de la Protección 
Social, así como las normas vigentes de la Entidad Contratante correspondientes. Deberá tener especial cuidado para salvaguardar 
la integridad física de los trabajadores y de la comunidad directa e indirectamente afectada y deberá adjuntar a cada acta de obra 
un informe al respecto. Cuando la INTERVENTORÍA establezca que existe incumplimiento en este aspecto par parte del 
CONTRATISTA informara, en primera instancia a La Entidad Contratante, para efecto de las sanciones previstas por incumplimiento. 
El CONTRATISTA debe cumplir con todas las disposiciones vigentes sobre seguridad industrial y salud ocupacional vigentes en el 
país e igualmente con las normas vigentes de la Entidad Contratante correspondientes. 
 
Adicionalmente el CONTRATISTA debe presentar los documentos que se señalan a continuación: 
a. Acreditar el Reglamento de Higiene y Seguridad Industrial, debidamente aprobado por el Ministerio de la Protección Social de 

Colombia. 
b. Presentar el panorama de riesgos para cada uno de los proyectos, conforme con las normas. Requisitos mínimos para su 

elaboración. 
c. Presentar el plan de inducción a desarrollar durante el proyecto el cual debe incluir charlas diarias de cinco minutos que incluyan 

temas relacionados con la seguridad industrial. 
d. El CONTRATISTA es el responsable de la seguridad de la obra, por lo que deberá contratar la vigilancia de esta. 
 

vii.  ENFOQUE DIFERENCIAL 
 



 

 

La contratación será de acuerdo con los requerimientos propios del Resguardo  Indígena Zenú, es decir, con enfoque diferencial 
indígena e intercultural entendido como una acción afirmativa que reconoce y valida la formación propia, el sistema de conocimientos 
ancestrales y la experiencia en los procesos culturales y de Gobierno propio de los Pueblos indígenas. Sumado a ello la importancia 
de que el personal cuente con la formación y experiencia que aseguren la ejecución idónea de las especificaciones técnicas  y el 
cumplimiento efectivo del  objeto contractual. 
 
Articulación con autoridades indígenas, respetando los procesos de concertación, validación comunitaria y gobierno propio. El 
proyecto presenta particularidades de orden social que deben ser tenidas en cuenta por el futuro contratista; en el entendido que se 
desarrolla el proyecto en un territorio Indígena, regido por un gobierno propio, unas autoridades indígenas y unas estructuras 
organizativas que gozan de Derechos fundamentales como la autonomía, la consulta previa libre e informada, el territorio, etc. en 
este sentido todas las actividades objetos del proyecto deben ser socializadas y concertadas con la comunidad. El futuro contratista 
debe estar presto al relacionamiento con las autoridades indígenas y el respeto por sus derechos fundamentales, por tanto, se 
requiere experiencia específica en trabajos con pueblos o comunidades indígenas. 
 
ACEPTACION DE FORMAS DE TRABAJO ORGANIZATIVO Y CALENDARIO CULTURAL DEL PUEBLO ZENU. El  Proponente 
deberá comprometerse a aceptar mediante documento el respeto por las formas de trabajo organizativo de los pueblos indígenas y 
calendario cultural de los Pueblos, estos son trabajo los fines de semana y de acuerdo a la agenda organizativa del movimiento. 
 
En atención a la Jurisdicción Especial que ejercen las autoridades indígenas (artículo 246 Constitución Política), el contrato 
contendrá una CLAUSULA COMPROMISORIA, que establecerá lo siguiente: Por ejecutarse la labor de la CONTRATISTA en un 
Territorio Indígena, por ser el RESGUARDO una Autoridad Indígena y por estar dirigido el objeto del contrato a atender pueblos 
indígenas en desarrollo del Plan de vida o etnodesarrollo , las partes acuerdan que cualquier diferencia, discrepancia, conflicto, 
duda, que se suscite en cuanto a la  celebración, interpretación, desarrollo, ejecución, terminación  o liquidación del presente 
contrato; como de sus efectos posteriores será resuelto por la asamblea de autoridades indígenas del Pueblo dentro del territorio,  
por lo tanto desde ahora y de mutuo acuerdo las partes delegan a la Autoridad Tradicional mencionada para que resuelva el asunto 
en aplicación del Derecho Propio de la comunidad indígena. Sin embargo, en caso de no llegar a un acuerdo,  por ser un contrato 
de obra  sometido al estatuto de contratación se acudirá a la jurisdicción contenciosa administrativa. 

 
viii. ASPECTOS PRESUPUESTALES Y FINANCIEROS. 

 
El CONTRATISTA deberá presentar a la INTERVENTORÍA, actas mensuales de recibo de obra ejecutada para su aprobación y 
tramite de pago en   el plazo de los cinco días hábiles del mes siguiente y la supervisión aprobara en los 5 cinco días hábiles 
siguientes a la entrega del contratista para que se formalice la cuenta, cuando no se genere pago se pasara como avance. 
El CONTRATISTA deberá radicar las facturas de cobro por trabajos ejecutados y efectuar los ajustes requeridos por la 
INTERVENTORÍA dentro de los plazos oportunos para su adecuado tramite. 
El CONTRATISTA deberá presentar a la INTERVENTORÍA los soportes de las facturas para su aprobación. 
El CONTRATISTA deberá pagar los impuestos a que haya lugar. 
El CONTRATISTA deberá cumplir con las obligaciones laborales del personal contratado en la ejecución del contrato. 
 

 
viv. ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LA LIQUIDACION DEL CONTRATO. 

 
El CONTRATISTA elaborara en conjunto con la INTERVENTORÍA el acta de liquidación final del contrato, en los términos que indica 
la ley y de acuerdo con las disposiciones de la Entidad Contratante. 
Para la liquidación del contrato, el CONTRATISTA participara en la determinación de las cantidades finales de obra ejecutada, en 
la corrección de defectos y en la adecuación final de las zonas de las obras. 

 
3.3.1.3. OBLIGACIONES TÉCNICAS 
 
a. SERVICIOS PRELIMINARES Y COMPLEMENTARIOS 
Las labores de replanteo de la obra, investigación de interferencias, exploraciones de campo y ensayos de laboratorio de suelos y 
elaboración de planos de obra construida, se regirán por la especificación correspondiente de la Entidad Contratante, estarán a 
cargo del CONTRATISTA, no tendrán ítem de pago por separado y sus costos deberán estar incluidos en los precios unitarios de 
los ítems correspondientes o en los gastos administrativos del contrato. 
 
b. CERTIFICACIÓN DE MATERIALES Y SUMINISTROS 
Los suministros, que realice el CONTRATISTA serán permanentemente controlados por la Interventoría. El contratista deberá velar 
por su calidad, oportuna disposición en la obra y por el cumplimiento de las normas y especificaciones técnicas correspondientes. 
 



 

 

Todos y cada uno de los suministros utilizados por el CONTRATISTA en la obra deberán cumplir con las indicaciones consignadas 
en las normas técnicas de la Entidad Contratante u otras normas nacionales o internacionales aprobadas por este. El CONTRATISTA 
deberá demostrar su procedencia mediante la presentación de facturas que demuestren su compra, si así lo exige la 
INTERVENTORÍA. De lo contrario pueden ser rechazados cuando no cumplan con los requisitos de calidad aprobados por la Entidad 
Contratante. La aprobación de los materiales no exonera de responsabilidad al CONTRATISTA por la calidad de la obra. El 
certificado de conformidad no tendrá ítem de pago por separado. 
Si por alguna causa los materiales no cumplen con los requisitos de calidad exigidos, la INTERVENTORÍA exigirá el retiro y/o 
demolición de la parte de la obra que se haya trabajado con este tipo de materiales y suspenderá la obra hasta que el CONTRATISTA 
reemplace los materiales por otros que cumplan con los requisitos exigidos por la Entidad Contratante y entregue el certificado de 
conformidad. 
 
c. CONTROL DE CALIDAD DE CONCRETOS Y MATERIALES PÉTREOS 
 
El CONTRATISTA será responsable por el control de calidad de los concretos y materiales pétreos que requiera la obra y por los 
procesos constructivos utilizados de acuerdo con las Normas y Especificaciones Técnicas adjuntas. También será responsable por 
los ensayos requeridos para verificar la calidad de estos materiales. Dichas pruebas se realizarán en los laboratorios que la Entidad 
Contratante defina. Los costos en que incurra el CONTRATISTA por este concepto deberán estar incluidos dentro de los gastos 
administrativos del contrato y no tendrá ítem separados de pago. 
La INTERVENTORÍA verificara que el CONTRATISTA cumpla con lo anterior y certificará que los materiales utilizados correspondan 
con los verificados y/o inspeccionados, y deberá dejar constancia escrita del sitio de instalación. 
 
d. COMPROMISOS AMBIENTALES 
 
Es responsabilidad del Contratista conocer las políticas y normas del Ministerio del Medio Ambiente (Ley 99 de 1993 y decretos 
reglamentarios), así como la Constitución Política de Colombia de 1991, el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y 
de Protección del Medio Ambiente (Ley 23 de 1973, Decreto 2811 de 1974 y sus decretos reglamentarios), el Código Sanitario (Ley 
9 de 1979, decretos reglamentarios), el Código Minero Ley 685 de 2002, Ley 1382 de 2010 y sus decretos reglamentarios, y demás 
disposiciones ambientales gubernamentales vigentes al momento de la ejecución de las obras. 
El Contratista se responsabilizará ante el Resguardo por el pago de sanciones decretadas por entidades gubernamentales por 
violación de las leyes y disposiciones ambientales y mineras durante el periodo de construcción de las obras. 
Los daños a terceros causados por incumplimiento de estas normas son responsabilidad del Contratista, quien deberá remediarlos 
a su costa. 
Se prohíbe estrictamente el porte y uso de armas de fuego en el área de trabajo, excepto por el personal de vigilancia expresamente 
autorizado para ello. 
El equipo móvil, incluyendo maquinaria pesada, deberá operarse de tal manera que cause el mínimo deterioro a los suelos, 
vegetación, cursos de agua y paisaje. Este control se hará de acuerdo con las recomendaciones del Supervisor 
El Contratista debe mantener en buen estado de funcionamiento toda su maquinaria a fin de evitar escapes de lubricantes o 
combustibles que puedan afectar los suelos, cursos de agua, aire y organismos. 
El Contratista debe establecer controles que permitan la verificación del buen estado de funcionamiento de su maquinaria y equipos 
por parte de la supervisión. 
Es responsabilidad del CONTRATISTA cumplir obligatoriamente y a cabalidad las normas establecidas por la Corporación Autónoma 
Regional - CVS, la cual tiene prioridad y reemplaza las indicaciones que le sean contrarias. La INTERVENTORÍA vigilará y velará 
por el cumplimiento de esta por parte del CONTRATISTA. 
Retiro de sobrantes y disposición de materiales. 
No se deben quemar basuras, desechos, recipientes ni contenedores de material artificial o sintético (caucho, plásticos, poliuretano, 
cartón, etc.). 
Los molinos, zarandas y mezcladoras de materiales de construcción deberán estar provistas de filtros de polvo o algún sistema que 
permita evitar su formación. 
Para el almacenamiento de materiales finos deben construirse cubiertas superiores y laterales para evitar que el viento disperse el 
polvo hacia los terrenos vecinos. 
No se permite el uso, transito o estacionamiento de equipo móvil en los lechos de quebradas ni en sitios distintos del frente de obra, 
a menos que sea estrictamente necesario y con autorización de la entidad encargada de la supervisión ambiental. 
El aprovisionamiento de combustibles y lubricantes y el mantenimiento, incluyendo el lavado y purga de maquinaria, deberá 
realizarse en tal forma que los desechos de estas actividades no contaminen los suelos o las aguas. En caso de ser necesario, 
puede utilizarse una trampa de grasas pare tal fin. 
La ubicación de los patios para aprovisionamiento de combustible y mantenimiento, incluyendo el lavado y purga de maquinaria 
deberá ser aislada de cursos de agua. Deberán alejarse por lo menos 30 metros de la corriente de agua y 100 metros de cualquier 
nacimiento. 
En los frentes de trabajo del Contratista deberá proveer de baños portátiles de acuerdo a la normatividad aplicable, para evitar que 



 

 

los desechos lleguen directamente a los cursos de agua. 
El Contratista debe instruir a todo su personal sobre el uso adecuado de las letrinas o baños portátiles. Estos no deben utilizarse 
para disposición de basuras, desinfectantes, líquidos ni objetos extraños. Los papeles higiénicos deben arrojarse dentro de las 
letrinas o baño portátil y su tapa debe permanecer cerrada. 
Las basuras y los residuos de tala y rocería no deben llegar directamente a los cursos de agua, estos deben acarrearse y disponerse 
adecuadamente en un sitio seleccionado para tal fin. 
Los accesos provisionales de construcción deben disponer de cunetas. 
Las cunetas que confluyan a un curso de agua, deberán estar provistos de obras que permitan la decantación de sedimentos y si 
es del caso, se debe efectuar un tratamiento previa antes de conducirlos al curso de agua. 
Los drenajes deben conducirse adecuadamente siguiendo curvas de nivel hacia canales naturales. En caso de no ser posible, se 
deben construir obras de protección para el vertimiento de las aguas. 
Los vehículos de transporte de concreto, emulsiones y aceites en caso de que se requieran, deben estar en buen estado para evitar 
derrames en lugares entre la planta y la obra. 
Los patios de almacenamiento de materiales clasificados para construcción deben tener una base de concreto y buena 
compactación. 
Los campamentos y frentes de obra deberán estar provistos de recipientes apropiados para la disposición de basuras (canecas 
plásticas con tapa. Estas deben ser vaciadas diariamente en cajas estacionarias con tapas herméticas y llevadas al relleno sanitario 
con periodicidad. 
El Contratista, al finalizar la obra, deberá desmantelar los campamentos, patios de almacenamiento, talleres y demás construcciones 
temporales, disponer los escombros y los materiales de desecho y restaurar el paisaje de acuerdo con estas normas. 
El Contratista, según lo especifique la interventoría y/o supervisión, deberá llevar a cabo la demarcación y aislamiento del área de 
trabajo, y colocara señales para evitar que personal ajeno a las obras entre en las zonas de trabajo. 
El Contratista debe verificar periódicamente el estado de salud de los obreros y empleados. 
 
3.3.1.4 OBLIGACIONES RELACIONADAS CON EL PERSONAL REQUERIDO PARA LA EJECUCIÓN DEL OBJETO 
CONTRACTUAL 
 
1. Suministrar y mantener, en las etapas que resulten pertinentes durante la ejecución de la etapa de obra y hasta la entrega de 

esta, el personal relacionado y requerido para la ejecución del objeto contractual, el cual deberá cumplir con las calidades 
técnicas a profesionales y de experiencia exigidas en el pliego de condiciones. Si el contratista requiere cambiar el profesional 
o personales propuestos, deberá hacer lo con otro de un perfil igual o superior al que se retiró. La aceptación del nuevo 
profesional estará sujeta a la aprobación del Resguardo, previo visto bueno del supervisor. En todo caso, el contratista deberá 
contar con los profesionales o técnicos requeridos para cumplir con el objeto contractual y con una oficina central que, entre 
otros aspectos, le preste soporte en asuntos de orden técnico, legal, administrativo, financiero y contable, vincular a la ejecución 
de la obra personal no calificado, en lo posible a personas de la región de influencia de esta. 

2. EL contratista deberá contratar a su cargo y a su costa bajo su absoluta responsabilidad el personal suficiente e idóneo 
necesario para la cabal ejecución de la obra contratada dentro del plazo pactado, pero la entidad se reserva el derecho de 
exigir el cambio del personal. 

3. Presentar para la suscripción del acta de iniciación al supervisor y al Resguardo, los soportes que permitan acreditar que el 
personal utilizado en la ejecución del objeto contractual cumple con las calidades técnicas o profesionales y de la experiencia 
exigida en el pliego de condiciones, siempre y cuando esta información no hubiera sido ya evaluada por el Resguardo durante 
el proceso de selección. 

4. Para los profesionales del equipo de trabajo, se deberá presentar la respectiva matricula o tarjeta profesional vigente a partir 
de cuya fecha de expedición se iniciará el cómputo de la experiencia general del respectivo profesional. Los posgrados se 
acreditarán mediante la copia de los diplomas respectivos o de las actas de grado, igualmente, podrán ser acreditados mediante 
certificados en los que conste la obtención del título. 

5. Responder por cualquier tipo de reclamación, judicial o extrajudicial, que instaure, impulse o en la que coadyuve el personal o 
los subcontratistas contra el Resguardo, por causa o con ocasión del contrato. 

 
3.3.1.5. OBLIGACIONES RELACIONADAS CON LA ADECUACIÓN DEL LUGAR DE LA OBRA 
 
1. Obtener, por su cuenta y riesgo, el suministro de los servicios públicos provisionales para la ejecución de la obra y mantener 

su provisión durante el tiempo necesario, cuando se requiera. 
 

2. Responder por el pago de los servicios públicos producto del consumo necesario para la ejecución del objeto del contrato, así 
como por las adecuaciones de las redes requeridas para la obtención del servicio. 

 
3. Realizar, por su cuenta y riesgo, la construcción del campamento de obra o alquilarlo, cuya ubicación deberá contar con la 

aprobación de la supervisión. 



 

 

 
4. El campamento se ubicará en sitios de fácil drenaje, donde no ofrezcan peligros de contaminación con aguas residuales, 

letrinas y demás desechos y contaran con todos los servicios higiénicos debidamente conectados a los colectores de aguas 
residuales existentes en cercanías del campamento. El contratista será responsable ante las autoridades competentes en el 
sitio de las obras del cumplimiento de las normas vigentes y de las sanciones a que se haga acreedor debido a su 
incumplimiento u omisión. 

 
5. Una vez terminada la obra, el campamento se retirará o demolerá y se restituirán las condiciones que existían inmediatamente 

antes de iniciar las construcciones, si a ello hay lugar. 
 

6. El contratista será responsable ante las autoridades de los actos u omisiones en el ejercicio de las actividades que desarrolle 
en virtud del contrato, cuando con ellos cause perjuicio a la Administración o a terceros. 

 
7. Realizar, por su cuenta y riesgo, la construcción del campamento de obra o alquilarlo, cuya ubicación deberá contar con la 

aprobación de la supervisión. 
 

8. El campamento se ubicará en sitios de fácil drenaje, donde no ofrezcan peligros de contaminación con aguas residuales, 
letrinas y demás desechos y contaran con todos los servicios higiénicos debidamente conectados a los colectores de aguas 
residuales existentes en cercanías del campamento. El contratista será responsable ante las autoridades competentes en el 
sitio de las obras del cumplimiento de las normas vigentes y de las sanciones a que se haga acreedor debido a su 
incumplimiento u omisión. 

 
9. Una vez terminada la obra, el campamento se retirará o demolerá y se restituirán las condiciones que existían inmediatamente 

antes de iniciar las construcciones, si a ello hay lugar. 
 

10. El contratista será responsable ante las autoridades de los actos u omisiones en el ejercicio de las actividades que desarrolle 
en virtud del contrato, cuando con ellos cause perjuicio a la Administración o a terceros. 

 
 
3.3.2. OBLIGACIONES DEL RESGUARDO  
 
1. Exigir al CONTRATISTA la ejecución idónea y oportuna del objeto del contrato; 
2. Pagar el valor del contrato en la forma pactada;  
3. Vigilar la debida y oportuna ejecución del contrato y el cumplimiento de todas las obligaciones contractuales; 
4. Suministrar en forma oportuna la información solicitada por el contratista de conformidad con los Pliegos de Condiciones de 

este proceso de contratación. 
5. Entregar en calidad de préstamo al Contratista y por intermedio del interventor y/o Supervisor, los diseños, detalles 

constructivos especificaciones técnicas, previamente aprobadas  
6. Resolver las peticiones presentadas por el contratista. 
7. Cumplir y hacer cumplir las condiciones pactadas en el contrato y en los documentos que de él forman parte. 
8. Apoyar en forma permanente al contratista, en los aspectos que sean de competencia del Resguardo Indígena. 

 
 

4. VALOR Y DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL.  La contratación, cuenta con el Certificado de Disponibilidad Presupuestal: 

 

 

Número Certificado Disponibilidad 
Presupuestal 

Fecha Certificado Disponibilidad 
Presupuestal 

Valor Certificado Disponibilidad Presupuestal 

052 Junio 09 de 2026 MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y DOS MILLONES  
OCHOCIENTOS TREINTA Y CINCO  MIL QUINIENTOS  OCHENTA Y 
DOS PESOS CON NOVENTA Y TRES CENTAVOS 
($1.452.835.582.93) M/CTE SECTOR R.10 DESARROLLO 
INSTITUCIONAL. PROGRAMA  R.10.1.2. COSNTRUCCION DE 
ESPACIOS COMUNITARIOS DEL RESGUARDO. SUBPROGRAMA 
R.10.1.2.1. FORTALECIMIENTO GENERAL DEL RESGUARDO. 
FUENTE DE FINANCIACION S.G.P.I  VIGENCIA ANTERIOR, 

DISCRIMINADO DE LA SIGUIENTE MANERA; 



 

 

PURISIMA; CIENTO OCHENTA  Y UN MILLONES  SEISCIENTOS 
DOS  MIL  SETECIENTOS TRES PESOS   CON NOVENTA  Y UN  
CENTAVOS MCTE ($181.602.703.91)   

CHIMA; SETECIENTOS VEINTISEIS MILLONES CUATROCIENTOS 
DIECISIETE MIL SETECIENTOS NOVENTA Y UN  PESOS CON 
CUARENTA Y CUATRO CENTAVOS MCTE ($726-417.791.44) 

TUCHIN ; QUINIENTOS CUARENTA Y CUATRO MILLONES 
OCHOCIENTOS TRECE MIL  TRESCIENTOS CUARENTA Y TRES 
PESOS CON SESENTA Y UN CENTAVOS MCTE ($544.813.343.61)  

 

 

 

4.1 Variables consideradas para calcular el presupuesto oficial 

 

Los proponentes serán responsables de informarse e incluir en su propuesta toda tasa, retribución, impuesto o gravamen que corresponda y/o del 
cual sea responsable, y el Resguardo no aceptará reclamación alguna por estos conceptos. 

 

4.2. Forma de Pago del Contrato: 

 

Los pagos se efectuarán con base en el avance de obra, cuyo valor se determinará como el resultado de multiplicar las cantidades 
efectivamente ejecutadas por los precios unitarios establecidos para cada uno de los ítems contractuales. 

 

 

1. UN primer avance, equivalente al 30% del valor del contrato, previa legalización del contrato, la suscripción del 
acta de inicio y ejecución de mínimo un 30% del objeto del contrato.  

2. Un segundo pago del 40% con el avance de obra del 70% de ejecución del objeto contractual.  

3. PAGO FINAL, por valor del 30%, el cual será pagado dentro de los sesenta (60) días siguientes a la liquidación de 
la obra y recibo a satisfacción, para lo cual deberá entregarse informe final del interventor y/o supervisor del 
contrato acompañado del certificado de cumplido a satisfacción, liquidación del contrato, la acreditación del pago 
de los aportes parafiscales y su afiliación obligatoria y pago actualizado al sistema de seguridad social, salud, 
pensiones y riesgos profesionales del personal que emplee en la ejecución de la obra conforme al artículo 182 de 
la Ley 100 de 1993, a la Ley 789 de 2002, el Decreto 510 de 2003 y demás a que haya lugar y, liquidación del 
contrato . 

Las variables que se consideraron para calcular el presupuesto oficial de esta contratación son las siguientes: 

 
En documento anexo se presenta: 

 Presupuesto detallado por Ítems 

 Análisis de precios unitarios 

 Calculo AIU 

Por ser el proyecto  a ejecutar  en territorio del Resguardo Indígena Zenu, con recursos de Asignación Especial del Sistema 

General de Participaciones  para los Resguardos Indígenas AESGPRI, que son transferidos de conformidad con  lo dispuesto 

en el artículo 356 de la Constitución Política,  la Ley 715 de 2001, articulo 83 para la financiación únicamente de proyectos de 

inversión  debidamente formulados  e incluidos  en los planes de vida o de etnodesarrollo acuerdo a los usos y costumbres 

de los pueblos indígenas, se entiende  que esos recursos son públicos, deben ser destinados  únicamente  para financiar 

proyectos de inversión y que tienen como propósito beneficiar a la población indígena que habita en los Resguardos, por tal 

motivo están exentos o exonerados de impuestos . 

 

Para efectos de Retención en la Fuente por Renta, el Resguardo  procederá de conformidad con la normatividad tributaria vigente, y en caso de 
que no haya lugar a ello, el proponente deberá indicarse la norma que lo excluya o le otorgue la exención. 

 

 Los pagos se efectuarán con base en el avance de obra, cuyo valor se determinará como el resultado de multiplicar las cantidades 
efectivamente ejecutadas por los precios unitarios establecidos para cada uno de los ítems contractuales. 
 

 

 



 

 

 
PARÁGRAFO PRIMERO. - El Contratista deberá presentar para el trámite de sus cuentas además de los documentos relacionados la 
factura de venta, en original y copia, la cual debe cumplir, como mínimo, los requisitos de las normas fiscales establecidas en el Artículo 617 
del Estatuto Tributario. La fecha de la factura debe corresponder al mes de su elaboración, y en ella constará el número del contrato, el concepto 
del bien o servicio que se está cobrando. El RESGUARDO, pagará al contratista, dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de 
presentación de la factura, en las condiciones pactadas en el respectivo contrato. Adicionalmente, el contratista, deberá acreditar cada vez que 
solicite el pago, que se encuentra al día con los pagos al Sistema Integral de Seguridad Social y aportes parafiscales. 

 

Los pagos se realizarán conforme a la disponibilidad y programación del Plan Anual de Caja (PAC). 

 

 
3.4 Modalidad de selección, justificación y fundamentos jurídicos 

 
El Resguardo adelantará el proceso de selección bajo la modalidad de LICITACIÓN PUBLICA, de a acuerdo al régimen jurídico 
determinado en las Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007, 1474 de 2011, y lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, Libro 2, Parte 2, 
Titulo 1, Capitulo 2, Subsección 1, Articulo 
2.2.1.2.1.1.1. 
 

De acuerdo con la descripción del objeto a contratar –obra pública-, y atendiendo a su cuantía, la cual asciende a la suma de MIL 
CUATROCIENTOS CINCUENTA Y DOS MILLONES  OCHOCIENTOS TREINTA Y CINCO  MIL QUINIENTOS  OCHENTA Y DOS PESOS CON NOVENTA Y TRES 
CENTAVOS ($1.452.835.582.93) M/CTE . 
 
De conformidad con lo anterior es jurídicamente viable establecer la escogencia del contratista a través de LICITACION PUBLICA, 
según al régimen jurídico determinado en las Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007, 1474 de 2011, y lo establecido en el Decreto 1082 
de 2015, Libro 2, Parte 2, Titulo 1, Capitulo 2, Subsección 1, Articulo 2.2.1.2.1.1.1, considerando que la Licitación Pública 
actualmente aplicable al Resguardo equivale a un valor superior a $ 280.000.000 (280 SMMLV). 
 
3.5 Valor Estimado del Contrato y Justificación del Mismo 

Asciende a la suma de MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y DOS MILLONES  OCHOCIENTOS TREINTA Y CINCO  MIL QUINIENTOS  OCHENTA Y DOS 
PESOS CON NOVENTA Y TRES CENTAVOS ($1.452.835.582.93) M/CTE SECTOR R.10 DESARROLLO INSTITUCIONAL. PROGRAMA  R.10.1.2. COSNTRUCCION 
DE ESPACIOS COMUNITARIOS DEL RESGUARDO. SUBPROGRAMA R.10.1.2.1. FORTALECIMIENTO GENERAL DEL RESGUARDO. FUENTE DE 
FINANCIACION S.G.P.I  VIGENCIA ANTERIOR, 
 

DISCRIMINADO DE LA SIGUIENTE MANERA; 

PURISIMA; CIENTO OCHENTA  Y UN MILLONES  SEISCIENTOS DOS  MIL  SETECIENTOS TRES PESOS   CON NOVENTA  Y UN  CENTAVOS MCTE 
($181.602.703.91)   

CHIMA; SETECIENTOS VEINTISEIS MILLONES CUATROCIENTOS DIECISIETE MIL SETECIENTOS NOVENTA Y UN  PESOS CON CUARENTA Y CUATRO 
CENTAVOS MCTE ($726-417.791.44) 

TUCHIN; QUINIENTOS CUARENTA Y CUATRO MILLONES OCHOCIENTOS TRECE MIL  TRESCIENTOS CUARENTA Y TRES PESOS CON SESENTA Y UN 
CENTAVOS MCTE ($544.813.343.61)  
 
Para efectos de determinar el valor del contrato, El Resguardo, tomo como referencia los  precios del mercado de la región del área 
de influencia del Resguardo y de Colombia Compra Eficiente. Ver estudio de mercado y  presupuesto. 
 
3.6. CRITERIOS PARA SELECCIONAR EL CONTRATISTA 
 
3.6.1 REQUISITOS HABILITANTES, que se exigirán serán los siguientes: 
 
De conformidad con los requisitos habilitantes definidos en Pliegos Tipo por la Agencia Nacional de Contratación Colombia Compra 
Eficiente (CCE), capitulo 111, adoptados mediante Decreto nacional 342 de 2019 con el cual se adicionó la Sección 6 de la 
Subsección 1 del Capítulo 2 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, en cumplimiento de lo ordenado en la 
Ley 1882 de 2018 artículo 4 con el cual adicionó un parágrafo al artículo 2 de la Ley 1150 de 2007. 
 
3.6.1.1 Capacidad Jurídica 
Los interesados podrán participar como Proponentes bajo alguna de las siguientes modalidades siempre y cuando cumplan los 
requisitos exigidos en el estudio previo y pliego de condiciones definitivo: 
a. Individualmente como: a) persona natural nacional o extranjera, b) persona jurídica nacional o extranjera. 
b. Conjuntamente, como Proponentes Plurales en cualquiera de las formas de asociación previstas en el artículo 7 de la Ley 80 



 

 

de 1993.  
 
Los Proponentes deben: 
a. Tener capacidad jurídica para la presentación de la oferta. 
b. Tener capacidad jurídica para la celebración y ejecución del Contrato. 
c. No estar incursos en ninguna de las circunstancias de inhabilidad, incompatibilidad, conflicto de interés o prohibición para 

contratar previstas en la Constitución y en la ley. 
d. No estar reportados en el último boletín de responsables fiscales vigentes publicado por la Contraloría General de la República. 

Esta disposición aplica para el Proponente e integrantes de un Proponente Plural con domicilio en Colombia. Tratándose de 
Proponentes Extranjeros sin domicilio o sin sucursal en Colombia, deben declarar que no son responsables fiscales por 
actividades ejercidas en Colombia en el pasado y que no tienen sanciones vigentes en Colombia que impliquen inhabilidad 
para contratar con el Estado. 

 
La Entidad debe consultar los antecedentes judiciales en línea en los registros de las bases de datos, al igual que los antecedentes 
fiscales acorde con el artículo 60 de la Ley 610 de 2000, los antecedentes disciplinarios conforme con el artículo 1 de la Ley 1238 
de 2008 y el Registro Nacional de Medidas Correctivas del Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 184 de la Ley 1801 de 2016 – Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana. 
Lo proponentes personas naturales y/o los representantes legales de las personas jurídicas, consorcios o uniones temporales, en 
cumplimiento del numeral 1 del artículo 6 de la Ley 2097 de 2021 y el Decreto Único Reglamentario 1310 de 2022, deberán allegar 
certificado de Deudores Alimentarios Morosos – REDAM. 
Dicho certificado deberá ser acreditado por el oferente en su propuesta, y será verificado por el Comité Asesor y Evaluador del 
presente proceso de selección. 
 
EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL 
La existencia y representación legal de los Proponentes individuales o integrantes de los Proponentes Plurales se acreditará de 
acuerdo con las siguientes reglas: 
 
PERSONAS NATURALES 
Deben presentar los siguientes documentos en copia simple: 
a. Persona natural de nacionalidad colombiana: cédula de ciudadanía. 
b. Persona natural extranjera con residencia en Colombia: cédula de extranjería vigente. 
c. Persona natural extranjera sin domicilio en Colombia: pasaporte. 

 
PERSONAS JURÍDICAS 
Deben presentar los siguientes documentos: 
 
 A. Persona jurídica nacional o extranjera con sucursal en Colombia: 
 
I. Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio o autoridad competente, en el que se 

verificará: 
 

a. Fecha de expedición del certificado no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la fecha de cierre del Proceso de 
Contratación. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de 
vigencia del certificado de existencia y representación legal la originalmente. 

b. Que el objeto de la sociedad permita ejecutar las actividades descritas en el objeto del Proceso de Contratación. 
c. Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será inferior a la del plazo del contrato 

y un año más. 
d. Si el representante legal de la sociedad tiene restricciones para contraer obligaciones en nombre de la misma, deberá 

acreditar su capacidad a través de una autorización suficiente otorgada por el órgano social competente respectivo para 
cada caso. 

e. El nombramiento del revisor fiscal en caso de que deba contar con uno. 
f. Que las personas jurídicas extranjeras con actividades permanentes en Colombia (contratos de obra o servicios) deberán 

estar legalmente establecidas en el territorio nacional de acuerdo con los artículos 471 y 474 del Código de Comercio. 
 
II. Certificación del revisor fiscal en caso de ser sociedad anónima colombiana, en la que conste si es abierta o cerrada. 
 
III. Fotocopia del documento de identificación del representante legal. 
 

En el caso de las sucursales de las personas jurídicas extranjeras y como quiera que la sucursal en Colombia no es una 



 

 

persona jurídica diferente a la matriz, se tendrá en cuenta la fecha de constitución de esta última. 
Si la oferta es suscrita por una persona jurídica extranjera a través de la Sucursal debidamente constituida en Colombia, 
deberá acreditar la existencia de la Sucursal y la capacidad jurídica de su representante o apoderado, mediante la 
presentación del certificado del Registro Único de Proponentes (RUP) y el certificado de existencia y representación legal 
con fecha de expedición máximo de 30 días calendario antes de la fecha de cierre de este procedimiento de selección por 
la Cámara de Comercio. Cuando el representante legal de la Sucursal tenga restricciones para contraer obligaciones, 
deberá acreditar autorización suficiente del órgano social respectivo para contraer obligaciones en nombre de la sociedad. 
La ausencia definitiva de autorización suficiente o el no aporte de dicho documento una vez solicitado por la Entidad, 
determinará la falta de capacidad jurídica para presentar la oferta 
 

B. Persona jurídica extranjera sin Sucursal o domicilio en Colombia: Documentos que acredite la existencia y 
representación legal de la sociedad extranjera, presentados de conformidad con lo establecido en el estudio previo, en el 
que debe constar, como mínimo, los siguientes aspectos: 
 
I. Nombre o razón social completa. 
II. Nombre del representante legal o de la persona facultada para comprometer a la persona jurídica. 
III. Que el objeto de la sociedad permita ejecutar las actividades descritas en el objeto del Proceso de Contratación. 
IV. Facultades del representante legal o de la persona designada para comprometer a la persona jurídica, en la que se señale 
expresamente que el representante no tiene limitaciones para contraer obligaciones en nombre de la misma o aportando la 
autorización o documento correspondiente del órgano social competente para cada caso. 
V. Tipo, número y fecha del documento de constitución o creación. 
VI. Fecha y clase de documento por el cual se reconoce la personería jurídica. 
VII. Acreditar que su duración no será inferior a la del plazo del contrato y un año más. 
VIII. Fotocopia del documento de identificación del representante legal. 
 
Si no existiera ninguna autoridad o entidad que certifique la totalidad de la información de existencia y representación lega l, el 
Proponente o integrante extranjero del Proponente Plural deberá presentar una declaración juramentada de una persona con 
capacidad jurídica para vincular y representar a la sociedad en la que conste que: i) no existe autoridad u organismo que certifique 
lo solicitado en este numeral; ii) la información requerida en el presente literal, y iii) la capacidad jurídica para vincular y representar 
a la sociedad de la persona que efectúa la declaración, así como de las demás personas que puedan representar y vincular a la 
sociedad, si las hay. 
 
C. Entidades Estatales: Deben presentar los siguientes documentos para acreditar su existencia: 
 
Acto de creación de la Entidad Estatal. Este puede ser ley, decreto, ordenanza, acuerdo o certificado de existencia y representación 
legal (este último no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la fecha de cierre del proceso de selección) o documento 
equivalente que permita conocer la naturaleza jurídica, funciones, órganos de dirección o régimen jurídico de contratación de la 
Entidad Estatal. 
 
NOTA: En el último evento indicado en el párrafo anterior, relacionado con las personas jurídicas no obligadas a aportar el certificado 
de existencia y representación legal, deberán aportar un documento equivalente que acredite su existencia, junto con los documentos 
que demuestren la capacidad del representante legal de la Entidad o sociedad a contratar, en el cual se verificará: 
 Fecha de expedición del documento equivalente que acredite su existencia que no sea mayor a treinta (30) días calendarios 

anteriores a la fecha de cierre del Proceso de Contratación. 
 Que el objeto incluya las actividades principales objeto del proceso. 
 La duración deberá ser por lo menos igual al plazo estimado del contrato y un (1) año más. 
 Si el representante legal tiene restricciones para contraer obligaciones en nombre de la misma, deberá acreditar autorización 

suficiente del órgano competente para contraer obligaciones en nombre de la sociedad o de la Entidad. 
 La ausencia definitiva de autorización suficiente o el no aporte de dicho documento una vez solicitado por la Entidad, 

determinará la falta de capacidad jurídica para presentar la oferta, y por tanto su rechazo. 
 El nombramiento del revisor fiscal en caso de que esté obligado a tenerlo. 

 
PROPONENTES PLURALES 
El documento de conformación de proponentes plurales debe: 
a. Acreditar la existencia del Proponente Plural y clasificarlo en Unión Temporal o en Consorcio. En este documento los integrantes 

deben expresar su intención de conformar el Proponente Plural. En caso de que no exista precisión sobre el tipo de asociación 
se solicitará aclaración. Los Proponentes deben incluir como mínimo la información requerida en el Formato 2 – Conformación 
de Proponente Plural (Formato 2A – Consorcios) (Formato 2B – Uniones Temporales). Los Proponentes podrán incorporar 
información adicional que no contradiga lo dispuesto en los Documentos del Proceso de Contratación. 



 

 

b. Acreditar el nombramiento de un representante y un suplente, este último en caso de considerarlo conveniente, cuya 
designación deberá quedar definida en el Formato 2 – Conformación de Proponente Plural (Formato 2A – Consorcios) (Formato 
2B – Uniones Temporales), de las personas naturales y/o jurídicas asociadas. Estos tendrán facultades suficientes para la 
representación sin limitaciones de los integrantes, en todos los aspectos que se requieran para presentar la oferta, suscribir y 
ejecutar el contrato, así como la facultad para firmar el acta de terminación y liquidación. 

c. Aportar copia del documento de identificación del representante principal y suplente del Proponente Plural, en caso de que se 
haya nombrado este último. 

d. Acreditar que la vigencia del Proponente Plural no sea inferior a la del plazo del Contrato y un año adicional. Para efectos de la 
evaluación, este plazo será contado a partir de la fecha del cierre del Proceso de Contratación. 

e. El Proponente Plural debe señalar expresamente cuál es el porcentaje de participación de cada uno de sus integrantes. La 
sumatoria de este porcentaje no podrá ser diferente al 100 %. 

f. En la etapa contractual no podrán modificarse los porcentajes de participación sin el consentimiento previo de la Entidad. En 
todo caso, en la etapa precontractual no será posible modificar los porcentajes de los integrantes del Proponente Plural después 
de la fecha del cierre del Proceso de Contratación. Cualquier modificación en los porcentajes de los integrantes será ineficaz y, 
por tanto, carecerá de efecto. 
 

Dicho documento debe estar firmado por todos los integrantes del Proponente Plural y en el caso del integrante persona jurídica, 
por el representante legal de dicha persona, o por el apoderado de cualquiera de los anteriores. 
 
CERTIFICACIÓN DE PAGOS DE SEGURIDAD SOCIAL Y APORTES LEGALES PERSONAS JURÍDICAS 
El Proponente persona jurídica debe presentar el Formato 6 – Pagos de seguridad social y aportes legales suscrito por el revisor 
fiscal, de acuerdo con los requerimientos de ley o por el representante legal, bajo la gravedad del juramento, cuando no se requiera 
revisor fiscal, en el que conste el pago de los aportes de sus empleados a los sistemas de salud, riesgos laborales, pensiones y 
aportes a las cajas de compensación familiar, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al Servicio Nacional de Aprendizaje y 
al Fondo Nacional de Formación Profesional para la Industria de Construcción, cuando a ello haya lugar. 
La Entidad no exigirá las planillas de pago. Bastará el certificado suscrito por el revisor fiscal, en los casos requeridos por la ley, o 
por el representante legal que así lo acredite. 
 
Cuando la persona jurídica está exonerada en los términos previstos en el artículo 65 de la Ley 1819 de 2016 debe indicarlo en el 
Formato 6 – Pagos de seguridad social y aportes legales. 
 
Esta misma previsión aplica para las personas jurídicas extranjeras con domicilio o Sucursal en Colombia, las cuales deben acreditar 
este requisito respecto del personal vinculado en Colombia. 
 
PERSONAS NATURALES 
El Proponente persona natural debe acreditar la afiliación a los sistemas de seguridad social en salud y pensiones, aportando los 
certificados de afiliación respectivos o con el certificado de pago de la correspondiente planilla, pero no será obligatoria la 
presentación de este último. 
Los certificados de afiliación deben presentarse con fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendarios anteriores a l cierre 
del Proceso de Contratación. En caso de modificarse la fecha de cierre del Proceso de Contratación, se tendrá como referencia para 
establecer el plazo de vigencia de los certificados de afiliación la originalmente contemplada. 
La persona natural que reúna los requisitos para acceder a la pensión de vejez o se pensione por invalidez o anticipadamente, 
presentará el certificado que lo acredite y, además, la afiliación al sistema de salud. 
Esta misma previsión aplica para las personas naturales extranjeras con domicilio en Colombia las cuales deberán acreditar este 
requisito respecto del personal vinculado en Colombia. 
 
PROPONENTES PLURALES 
Cada uno de los integrantes del Proponente Plural debe acreditar por separado los requisitos de que tratan los numerales anteriores. 
SEGURIDAD SOCIAL PARA LA SUSCRIPCIÓN DEL CONTRATO 
El adjudicatario debe presentar, para la suscripción del respectivo Contrato, ante la dependencia respectiva, la declaración donde 
acredite el pago correspondiente a seguridad social integral y aportes legales cuando a ello haya lugar. 
  
En caso de que el adjudicatario, persona natural o jurídica, no tenga o haya tenido dentro de los seis (6) meses anteriores a la fecha 
de firma del Contrato personal a cargo y por ende no esté obligado a efectuar el pago de aportes legales y seguridad social integral, 
debe indicar esta circunstancia en la mencionada certificación, bajo la gravedad de juramento. 
 

ACREDITACIÓN DEL PAGO AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL DURANTE LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO 
El Contratista debe acreditar, para que se le realice cada pago del Contrato, que se encuentra al día en los aportes parafiscales 
relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y cajas de compensación familiar, cuando 



 

 

corresponda. 
 
3.6.1.2 EXPERIENCIA 
Los Proponentes deben acreditar su experiencia a través de: (i) la información consignada en el RUP para aquellos que estén 
obligados a tenerlo, (ii) la presentación el Formato 3 – Experiencia para todos los Proponentes y (iii) alguno de los documentos 
válidos para la acreditación de la experiencia cuando se requiera la verificación de información del Proponente adicional a la 
contenida en el RUP. 
La evaluación de los Proponentes se efectuará de acuerdo con la experiencia contenida en el Registro Único de Proponentes (RUP) 
vigente y en firme antes del cierre del proceso. 
Los Proponentes podrán acreditar experiencia proveniente de Contratos celebrados con particulares o con Entidades Estatales. El 
área estimada de intervención del presente Proceso de Contratación corresponde a: 
• Área para /intervenir: 600 m2. 
Adicionalmente en el Anexo 1 – Anexo Técnico se detallan las condiciones particulares asociadas con las obras a realizar y los 
aspectos técnicos particulares. 
 

CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS PRESENTADOS PARA ACREDITAR LA EXPERIENCIA EXIGIDA 
Los contratos para acreditar la experiencia exigida deberán cumplir las siguientes características: 
 
A.  Que hayan contenido la ejecución de: 
 
 

 
 
 
 
1. OBRAS EN INFRAESTRUCTURA  

Cuantías del procedimiento de contratación:   

Acreditación de 
la 
EXPERIENCI
A: 

ACTIVIDAD A CONTRATAR: 
TIPO DE EXPERIENCIA: Entre 830 SMMLV y 1660 SMMLV 

   

GENERAL 
PROYECTOS QUE CORRESPONDAN Y/O CONTEMPLEN 
SERVICIOS DE CONSTRUCCION DE EDIFICACIONES EJECUTADAS EN 
PUEBLOS O COMUNIDADES INDIGENAS 
CLASIFIC

ACIÓN 
UNSPSC 

DESCRIPCIÓN  

72121400 SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIOS PÚBLICOS ESPECIALIZADOS 

72153600 SERVICIOS DE TERMINADO INTERIOR, DOTACION Y REMODELACION 

72121100 SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIOS COMERCIALES Y DE OFICINA 

72120000 SERVICIOS DE CONSTRUCCION DE EDIFICACIONES NO RESIDENCIALES 
 

   Nota general para experiencia específica: En el caso en el 
cual, debido a la magnitud física que sea empleada como variable 
para establecimiento del (F%) de dimensionamiento como experiencia 
específica, la Entidad podrá aceptar que el mismo sea acreditado con 
un contrato o con la sumatoria de máximo CINCO (5) de los contratos 
válidos aportados como experiencia,  garantizando  condiciones  
pluralistas  y 
participativas, siendo requisitos adecuados y proporcionales. 

 

 

 

Que hayan 
contenido la 
ejecución de: 

 

CONSTRUCCION DE CASAS DE 
CABILDO PARA LOS CENTROS DE 
GOBIERNOS EN LAS COMUNIDADES 
DE LOS TERRITORIOS DE CHIMA, 
TUCHIN Y PURISIMA DEL 
RESGUARDO INDIGENA SAN ANDRES 
DE SOTAVENTO CORDOBA SUCRE 

 

 

 

 

ESPECIFICA 

Por lo menos uno (1) de los contratos válidos aportados como experiencia 
general debe contemplar un área construida igual y/o superior al (50%) del 

total de metros cuadrados del proceso de selección, el cual corresponde 
a 1.708.54M2 

Nota: En caso de que la construcción y/o ampliación y/o 
reconstrucción corresponda a un proyecto en materiales como madera, 
guadua y/o bahareque y/o adobe y/o tapia pisada, adicionalmente, 
deberá exigirse el siguiente requisito de experiencia específica, al 
cual NO le es aplicable el "% DE DIMENSIONAMIENTO". 



 

 

   
Por lo menos uno (1) de los contratos válidos aportados como experiencia 
general deben contemplar la construcción y/o ampliación y/o 
reconstrucción de edificaciones en alguno o algunos de los siguientes 
materiales como predominante: CEMENTO, CONCRETO Y ACERO  

  %
 
DE 

DIMENSIONAMIENTO 
(Según la magnitud requerida 
en el proceso
 de 
contratación) 

 

 

50% 

 
 
B. Estar relacionados en el Formato 3 – Experiencia con el número consecutivo del contrato en el RUP. Los Proponentes Plurales 

deben indicar qué integrante aporta cada uno de los contratos señalados en el Formato 3 – Experiencia. Este documento debe 
presentarlo el Proponente Plural y no sus integrantes. 
Si el Proponente no diligencia el Formato 3 – Experiencia, la Entidad pedirá su subsanación en los términos indicados en el 
presente estudio previo. En caso de que el oferente no subsane se tendrán en cuenta para la evaluación los DOS (2) contratos 
de mayor valor aportados. Con estos la Entidad verificará la acreditación de los requisitos de experiencia general y específica 
solicitados para la actividad principal, al igual que los requeridos para la actividad secundaria en atención a las combinaciones 
de experiencia aplicables y la experiencia exigida respecto de los bienes y servicios adicionales a la obra pública de 
infraestructura de social, en caso de que aplique. 
Tratándose de Proponentes que acrediten la calidad de Mipyme o emprendimientos y empresas de mujeres con domicilio en 
el territorio nacional, se tendrán en cuenta como máximo los CINCO (5) contratos aportados de mayor valor. En caso de que 
el Proponente pruebe la calidad de Mipyme y de emprendimiento y empresa de mujer con domicilio en el territorio nacional de 
manera conjunta, se valdrán como máximo los CINCO ( 5 ) contratos allegados de mayor valor. 
El Formato 3 – Experiencia deberá aportarse diligenciado en formato Excel. 

 
C. El Proponente podrá acreditar la experiencia solicitada con mínimo uno (1) y máximo CINCO (5) contratos, los cuales serán 

evaluados, así como el contenido establecido en la matriz de experiencia aplicable al proyecto de infraestructura social. 
El Proponente persona natural o jurídica que pruebe la calidad de Mipyme o de emprendimiento y empresa de mujer con 
domicilio en el territorio nacional de conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.13.2.2 del Decreto 1074 de 2015 y los 
artículos 2.2.1.2.4.2.4. y 2.2.1.2.4.2.14 del Decreto 1082 de 2015 o las normas que los modifiquen, sustituyan o complementen, 
podrá probar la experiencia solicitada con un (1) contrato adicional a los DOS (2) inicialmente previstos, para un máximo de 
CINCO (5) contratos. 
En caso de que el Proponente persona natural o jurídica pruebe la calidad de Mipyme y de emprendimiento y empresa de 
mujer con domicilio en el territorio nacional de manera conjunta, podrá demostrar la experiencia solicitada con UN (1) contratos 
adicional es a los DOS (2) inicialmente previstos, para un máximo de CINCO(5). 

 
Para el caso de Proponentes Plurales bastará con que uno de sus integrantes tenga una participación igual o superior al diez 
por ciento (10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal y pruebe la calidad de Mipyme o emprendimiento y empresa de 
mujer de conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.13.2.2 del Decreto 1074 de 2015 y los artículos 2.2.1.2.4.2.4. y 
2.2.1.2.4.2.14 del Decreto 1082 de 2015 o las normas que los modifiquen, sustituyan o complementen, para probar la 
experiencia solicitada con un (1) contrato adicional a los DOS (2) inicialmente previstos, para un máximo de CINCO (5) 
contratos. 
En caso de que el mismo integrante u otro que haga parte del Proponente Plural tenga una participación igual o superior al 
diez por ciento (10%) en el consorcio o en la unión temporal y pruebe la calidad de Mipyme y de emprendimiento y empresa 
de mujer con domicilio en el territorio nacional de manera conjunta o separada, podrá demostrar la experiencia solicitada con 
UNO (1) contratos adicionales a los DOS (2) inicialmente previstos, para un máximo de TRES (3) contratos. En todo caso no 
será posible aportar más de UN (1) contrato adicional aun cuando otros integrantes del Proponente Plural también cumplan las 
condiciones previamente definidas. 
Para acreditar la condición de Mipyme, el Proponente entregará copia del certificado del Registro Único de Proponentes, el 
cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. Por su parte, la condición de emprendimientos y/o 
empresas de mujeres, se realizará mediante el diligenciamiento del Formato 13 – Acreditación de emprendimientos y empresas 
de mujeres, el cual deberá aportarse con la documentación requerida en el artículo 2.2.1.2.4.2.14 del Decreto 1082 de 2015, 
o la norma que lo modifique, complemente o sustituya. 
Para los efectos de este literal entiéndase por experiencia solicitada la general y la específica requerida en la actividad principal, 
al igual que la exigida para la actividad secundaria en atención a las combinaciones de experiencia aplicables y la experiencia 



 

 

adicional respecto de los bienes y servicios ajenos a la obra pública de infraestructura social. 
 
D. Deben haber terminado antes de la fecha de cierre del presente procedimiento de selección. Esta fecha corresponde al 

momento de terminación de la ejecución del Contrato, por lo que no necesariamente coincide con la fecha de entrega y/o recibo 
final, liquidación o acta final, salvo que de los documentos del numeral 3.5.5 se derive tal información. 

 
E. Los contratos aportados como experiencia válida y que correspondan a edificaciones debieron iniciar su ejecución luego de la 

expedición del Reglamento Colombiano de Construcción Sismo Resistente (NSR-98), esto es, después del 9 de enero de 1998. 
 
F. Únicamente uno (1) de los contratos relacionados como experiencia en edificaciones podrá haber iniciado ejecución antes del 

9 de enero de 1998, fecha en la cual se expidió la NSR-98. 
 
G. Si el Proponente relaciona un (1) único contrato para acreditar la experiencia solicitada, este deberá haber iniciado ejecuci ón 

luego del 15 de julio de 2010, fecha en la cual entró en vigencia la NSR-10, y haya terminado su ejecución antes de la fecha 
de cierre del presente procedimiento de selección. 

 
H. Por lo menos uno (1) de los contratos válidos aportados como experiencia debe haber iniciado ejecución con posterioridad a 

la expedición de la NSR-10, el cual debió haberse ejecutado y terminado antes de la fecha de cierre del presente Proceso de 
Contratación. 

  
I. Las reglas de los literales E, F, G y H también aplicarán para los contratos ejecutados fuera del territorio colombiano, teniendo 

como referente las fechas establecidas en dichos literales. En todo caso, el proyecto de infraestructura social que se pretende 
ejecutar deberá cumplir con los estándares y normativa establecida para Colombia. 

 
J. Para los contratos que sean aportados por personas jurídicas que no cuentan con más de tres (3) años de constituidas, que 

pretendan acreditar la experiencia de sus socios, accionistas o constituyentes, de conformidad con la posibilidad establecida 
en el numeral 2.5 del artículo 2.2.1.1.1.5.2. del Decreto 1082 de 2015, además del RUP deben adjuntar un documento suscrito 
por el representante legal y el revisor fiscal o contador público (según corresponda) donde se indique la conformación de la 
persona jurídica. La Entidad tendrá en cuenta la experiencia de los accionistas, socios o constituyentes de las sociedades con 
menos de tres (3) años de constituidas. Pasado este tiempo, la sociedad conservará esta experiencia, tal y como haya quedado 
registrada en el RUP. 
De acuerdo con el inciso anterior, en los casos en que se presente un Proponente Plural conformado por una persona jurídica, 
en conjunto con sus socios, accionistas o constituyentes, y se acrediten contratos en los que estos le hayan transferido 
experiencia a aquellas, los mismos solo podrán ser acreditados como experiencia en el Proceso de Contratación por uno de 
esos integrantes, de manera que el Proponente Plural solo podrá acreditar una misma experiencia una sola vez. 

 
K. La experiencia a la que se refiere este numeral podrá ser validada mediante alguno, o algunos, de los documentos establecidos 

en el presente estudio previo y/p pliego de condiciones. 
 
L. No será válida la experiencia acreditada para edificaciones que se encuentre relacionada con la ejecución de obras cuyo objeto 

o alcance sea alguna de las siguientes: 
- Parqueaderos de un (1) piso (como uso exclusivo). 
- Infraestructura de transporte. 
- Obras hidráulicas (represas, alcantarillados, acueductos, diques, canales, plantas de tratamiento). 
- Obras de urbanismo y paisajismo, salvo que el proceso de selección implique el mantenimiento de zonas verdes y/o 

paisajismo al interior de un predio cuya destinación es en una edificación de infraestructura social (tales como instituciones 
educativas, hospitales, planetarios, auditorios, entre otros). 

 
Nota: Las consideraciones previamente relacionadas aplican para las actividades a contratar que correspondan a la 
intervención de edificaciones verticales únicamente. 

 
Respecto de la experiencia requerida para los bienes y/o servicios adicionales a la obra pública de infraestructura social, no se 
podrán acreditar actividades exclusivamente asociadas al cumplimiento de Planes de Manejo Ambiental, Planes de Manejo de 
Tránsito o el Plan de Adaptación de la Guía Ambiental, puesto que estas actividades no son ajenas a la obra pública de 
infraestructura social. 

 
CONSIDERACIONES PARA LA VALIDEZ DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA 

La Entidad tendrá en cuenta los siguientes aspectos para analizar la experiencia acreditada y que la misma sea válida como 
experiencia requerida: 



 

 

A. En el Clasificador de Bienes y Servicios, el segmento correspondiente para la clasificación de la experiencia es el 72. 
 
 

CLASIFICACIÓN UNSPSC DESCRIPCIÓN 

72121400 SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN DE 
EDIFICIOS PÚBLICOS ESPECIALIZADOS 

72153600 SERVICIOS DE TERMINADO INTERIOR, 
DOTACION Y REMODELACION 

72121100 SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN DE 
EDIFICIOS COMERCIALES Y DE OFICINA 

72120000 SERVICIOS DE CONSTRUCCION DE 
EDIFICACIONES NO RESIDENCIALES  

 
   
B. La Entidad únicamente podrá exigir para la verificación de la experiencia los contratos celebrados por el interesado, 

identificados con el Clasificador de Bienes y Servicios hasta el tercer nivel. 
 
C. Si el Proponente relaciona o anexa más de CINCO (5) contratos en el Formato 3 - Experiencia, para efectos de evaluar la 

experiencia se tendrán en cuenta cómo máximo los CINCO (5) contratos aportados de mayor valor. 
Tratándose de Proponentes que acrediten la calidad de Mipyme o emprendimiento y empresa de mujer con domicilio en el 
territorio nacional, se tendrá en cuenta como máximo los CINCO (5) contratos aportados de mayor valor. En caso de que el 
Proponente pruebe la calidad de Mipyme y de emprendimiento y empresa de mujer con domicilio en el territorio nacional de 
manera conjunta, se valdrán máximo los CINCO (5) contratos allegados de mayor valor. 
 

D. Tratándose de Proponentes Plurales se tendrá en cuenta lo siguiente: i) uno de los integrantes debe aportar como mínimo el 
cincuenta por ciento (50 %) de la experiencia solicitada; ii) los demás integrantes deben acreditar al menos el veinticinco por 
ciento (25 %) de la experiencia solicitada; y iii) sin perjuicio de lo anterior, solo uno (1) de los integrantes, si así lo considera 
pertinente, podrá no acreditar experiencia. En este último caso, el porcentaje de participación del integrante que no aporta 
experiencia en la estructura plural no podrá superar el veinte por ciento (20 %). 
 
Estos porcentajes que acreditarán los integrantes del Proponente Plural se podrán cumplir con contratos válidos que acrediten 
el requisito de experiencia solicitada en el pliego de condiciones y se calcularán sobre el “valor mínimo a certificar (como % del 
Presupuesto Oficial de obra expresado en SMMLV)” de conformidad con el numeral 3.5.7. Independientemente de el o los 
integrantes del Proponente Plural que aporten contratos para acreditar la experiencia, estos se tendrán en cuenta para calcular 
el “número de contratos con los cuales el Proponente cumple la experiencia acreditada" de que trata el numeral citado. 
 
En armonía con lo anterior, para cumplir el requisito previsto en este literal no se solicitará la acreditación de longitudes, 
magnitudes, volúmenes o porcentajes requeridos en la experiencia específica, sino que bastará con acreditar los SMMLV. 
 

E. Cuando el contrato que se pretende acreditar como experiencia haya sido ejecutado en Consorcio o en Unión Temporal, el porcentaje de participación 

del integrante será el registrado en el RUP de este o en alguno de los documentos válidos para la acreditación de experiencia en caso de que el 

integrante no esté obligado a tener RUP. 

F. Cuando el contrato que se pretende adjuntar como experiencia haya sido ejecutado en Consorcio o en Unión Temporal, el valor a considerar será el 

registrado en el RUP, o documento válido en caso de que el integrante no esté obligado a tener RUP. En estos casos, la experiencia efectivamente acreditada 

para el procedimiento de selección será la presentada multiplicada por el porcentaje de participación que tuvo el integrante o los integrantes que 

presentan la oferta. 

G. Cuando el contrato que se pretende acreditar como experiencia haya sido ejecutado en Consorcio, el “% de dimensionamiento (según la magnitud física 

requerida en el Proceso de Contratación)” exigido en la matriz de experiencia aplicable en el proyecto de infraestructura social se afectará por el porcentaje 

de participación que tuvo el integrante o los integrantes. 

Por su parte, si el Contrato fue ejecutado como Unión Temporal, la acreditación del “% de dimensionamiento” se afectará de acuerdo con la distribución 
de actividades y lo materialmente ejecutado, para lo cual se deberá allegar el documento de conformación de Proponente Plural que discrimine las 
actividades a cargo de cada uno de los integrantes o que de los documentos aportados para acreditar la experiencia se pueda determinar qué 
actividades ejecutó cada uno de los integrantes. En caso de que lo anterior no se logre determinar, la evaluación se realizará de conformidad con lo 
señalado en el párrafo precedente, respecto a los Consorcios. 
 



 

 

Nota: El “dimensionamiento” de este literal aplica a cualquier dimensión o magnitud requerida en el Proceso de Contratación para acreditar la 
experiencia según detalle la respectiva matriz de experiencia aplicable en el proyecto de infraestructura social. 

H. Cuando el contrato que se aporte para la experiencia haya sido ejecutado por un Consorcio o una Unión Temporal, y dos (2) o más de sus integrantes 

conformen un Proponente Plural para participar en el presente proceso, dicho Contrato se entenderá aportado como un (1) solo Contrato y se tendrá en cuenta 

para el aporte de la experiencia la sumatoria de los porcentajes de los integrantes del Consorcio o de la Unión Temporal que ejecutaron el Contrato y que 

están participando en el presente Proceso de Contratación. 

 
I. El cumplimiento de los requisitos de experiencia que impliquen la acreditación de valores y magnitudes intervenidas deberá evaluarse de acuerdo con lo 

señalado en la matriz de experiencia aplicable en atención al proyecto de infraestructura social a contratarse. En los contratos aportados como 

experiencia que contengan actividades ejecutadas ajenas a la obra de infraestructura social requerida, la Entidad Estatal solo tendrá en cuenta los valores y 

magnitudes ejecutadas relacionadas con este tipo de infraestructura. 

Para estos efectos, el oferente deberá acreditar los valores y magnitudes intervenidas dentro del respectivo contrato, empleando alguno de los 
documentos válidos establecidos en el numeral 3.5.5 del Pliego de Condiciones. En todo caso, la Entidad Estatal permitirá la subsanación, en los términos del 
numeral 1.6 del Pliego de Condiciones, requiriendo al Proponente para que acredite los valores ejecutados y magnitudes intervenidas. De no lograrse la 
discriminación de los valores y magnitudes ejecutadas en el marco del respectivo contrato, la Entidad Estatal no lo tendrá en cuenta para la 
evaluación. 

J. Las auto certificaciones no servirán para acreditar la experiencia requerida, ya que con estas no puede constatarse la ejecución de contratos que deben 

certificar los terceros que recibieron la obra, bien o servicio. Para la aplicación de esta regla, se entiende por auto certificaciones aquellas expedidas por el 

mismo Proponente, sus representantes, los integrantes del Proponente Plural o del mismo grupo empresarial para demostrar su propia experiencia. 

K. Las certificaciones de experiencia expedidas por el interventor de obra no servirán para probar la experiencia requerida. 
 

 
CLASIFICACIÓN DE LA EXPERIENCIA EN EL “CLASIFICADOR DE BIENES, OBRAS Y SERVICIOS DE LAS NACIONES UNIDAS” 

Los Contratos aportados para efectos de acreditación de la experiencia requerida deben estar clasificados en alguno de los siguientes códigos: 

 

 

CLASIFICACIÓN UNSPSC DESCRIPCIÓN 

72121400 SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN DE 
EDIFICIOS PÚBLICOS ESPECIALIZADOS 

72153600 SERVICIOS DE TERMINADO INTERIOR, 
DOTACION Y REMODELACION 

72121100 SERVICIOS DE CONSTRUCCIÓN DE 
EDIFICIOS COMERCIALES Y DE OFICINA 

72120000 SERVICIOS DE CONSTRUCCION DE 
EDIFICACIONES NO RESIDENCIALES  

 
 

Las personas naturales o jurídicas extranjeras sin domicilio o Sucursal en Colombia deberán indicar los códigos de clasificación relacionados con los 

bienes, obras o servicios ejecutados con alguno de los documentos válidos establecidos en el Pliego de Condiciones para cada uno de los Contratos 

aportados para la acreditación de la experiencia requerida. En el evento en el que dichos documentos no incluyan los códigos de clasificación, 

el representante legal del Proponente deberá incorporarlos en el Formato 3 – Experiencia. 

 

ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA 

Los Proponentes acreditarán para cada uno de los Contratos aportados la siguiente información mediante alguno, o algunos, de los documentos 

señalados en la sección 3.5.5 del Pliego de Condiciones: 

 
A. Contratante  
B. Objeto del Contrato. 
C. Principales actividades ejecutadas. 
D. La magnitud, área intervenida o construida y demás condiciones de experiencia contenida en la matriz de experiencia 

aplicable en el proyecto de infraestructura social que permita establecer su alcance, en los casos que aplique. 
E. La fecha de iniciación de la ejecución del Contrato: Esta fecha es diferente a la de suscripción del Contrato, a menos que 



 

 

de los documentos del numeral 3.5.5 de forma expresa así se determine. 
F. Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha (mes, año) de 

suscripción y/o inicio del contrato: se tendrá en cuenta el último día del mes que se encuentre señalado en la certificación. 
G. La fecha de terminación de la ejecución del Contrato: Esta fecha corresponde al momento de terminación de la ejecución 

del Contrato, por lo que no necesariamente coincide con la fecha de entrega y/o recibo final, liquidación, o acta final, salvo 
que de los documentos del numeral 3.5.5 de forma expresa así se determine. 

H. Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha (mes, año) de 
terminación del Contrato: se tendrá en cuenta el primer día del mes que se encuentre señalado en la certificación. 

I. Nombre y cargo de la persona que expide la certificación. 
J. El porcentaje de participación del integrante del Contratista plural. 

 
 
 

DOCUMENTOS VÁLIDOS PARA LA ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA 
 

En aquellos casos en que por las características del objeto a contratar se requiera verificar información adicional a la contenida en 
el RUP, el Proponente podrá aportar uno o algunos de los documentos que se establecen a continuación, para que la Entidad realice 
la verificación en forma directa. Los mismos deberán estar diligenciados y suscritos por el contratante, el Contratista o el interventor, 
según corresponda. En caso de existir discrepancias entre dos (2) o más documentos aportados por el Proponente para la 
acreditación de la experiencia, se tendrá en cuenta el orden de prevalencia indicado a continuación: 

a. Acta de liquidación. 
b. Acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo. 
c. Certificación de experiencia. Expedida con posterioridad a la fecha de terminación del Contrato en la que conste el recibo a 

satisfacción de la obra contratada debidamente suscrita por quien esté en capacidad u obligación de hacerlo. 
d. Acta de inicio o la orden de inicio. La misma solo será válida para efectos de acreditar la fecha de inicio. 
e. Copia de la licencia de construcción y/o licencia de urbanismo. 
f. Planos récord finales de obra. 
g. Para los contratos que hayan sido objeto de cesión, el Contrato deberá encontrarse inscrito y clasificado en el RUP o en uno 

o alguno de los documentos considerados como válidos para la acreditación de experiencia de la persona jurídica o natural 
cesionaria, según aplique. La experiencia se admitirá para el cesionario y no se reconocerá experiencia alguna al cedente. 

h. Cualquier otro documento idóneo que acredite la experiencia exigida, tales como: el Contrato y/o los Documentos del Proceso 
Contractual, los cuales deben estar suscritos por las personas que intervinieron en su formación o estar publicados en el 
SECOP. 
 

Para efectos de acreditación de experiencia entre particulares, el Proponente deberá aportar, además, la certificación de facturación 
expedida con posterioridad a la fecha de terminación del Contrato emitida por el revisor fiscal o contador público del Proponente que 
acredita la experiencia, según corresponda, con la copia de la tarjeta profesional y certificado de antecedente disciplinarios vigente, 
de la Junta Central de Contadores, o los documentos equivalentes que hagan sus veces en el país donde se expide el documento 
del profesional. 
 
PARA SUBCONTRATOS 
Para acreditar la experiencia de subcontratos, cuyo contrato principal fue suscrito con particulares, se aplicarán las disposiciones 
establecidas en el numeral anterior. 
Para acreditar la experiencia de los contratos derivados de contratos suscritos con Entidades Estatales el Proponente deberá aportar 
los documentos que se enlistan a continuación: 
 

a. Certificación del subcontrato. Certificación expedida con posterioridad a la fecha de terminación del subcontrato, la cual deberá 
estar suscrita por el representante legal del contratista del contrato principal, del Concesionario, o del EPC o Consorcio. Así 
mismo, debe contener la información requerida en el Pliego de Condiciones para efectos de la acreditación de la experiencia. 

 
b. Certificación expedida por la Entidad Estatal del contrato principal del cual se derivó el subcontrato. Esta certificación debe 

contener la información básica del contrato principal y la siguiente: 
 
I. Alcance de las obras ejecutadas en el contrato principal. 
 
II. Información en la cual se evidencie que la figura de la subcontratación es permitida en el marco del contrato principal. En 
caso de que no requiera autorización para subcontratar, el Proponente podrá aportar con su propuesta alguno de los siguientes 
documentos que den cuenta de esa circunstancia: i) copia del contrato o ii) certificación emitida por la Entidad Estatal, donde acredite 
que para subcontratar no se requería autorización. 



 

 

 
La información solicitada en el literal B únicamente se exige en relación con el contrato principal suscrito con la Entidad Estatal. 
 
En caso de que se presenten varios niveles de subcontratación, las reglas de los literales A y B aplicarán hasta el primer nivel de 
subcontratación. Para los siguientes niveles de subcontratación, la acreditación de la experiencia se realizará con las disposiciones 
establecidas en el numeral anterior. Para estos efectos, entiéndase el primer nivel de subcontratación como aquel contrato suscrito 
entre particulares, cuyo contrato principal del cual se deriva directamente, es el contrato estatal firmado entre una Entidad Estatal y 
un particular. 
 
Cuando el contratista directo y el subcontratista presenten ofertas en un mismo Proceso de Contratación, la experiencia derivada 
de las actividades subcontratadas solo pertenecerá al subcontratista. En este contexto, el contratista directo no podrá acreditar 
dichas actividades, por lo que no serán tenidas en cuenta para la verificación de la experiencia. 
 
Los Proponentes deberán advertir a la Entidad cuando en otros procesos, el contratista directo hubiera certificado que, dentro de su 
contrato, se llevó a cabo la subcontratación, por cuanto tales actividades no serán tenidas en cuenta para efectos de acreditación 
de experiencia del contratista directo. Para tal fin, deberán informar a la Entidad, mediante comunicación escrita, indicando el proceso 
en el cual el contratista certificó la respectiva subcontratación. 
 
La obligación de informar las situaciones de subcontratación estará en cabeza de los Proponentes y de ninguna manera dicha carga 
será de la Entidad. En aquellos casos en los que el Proponente no advierta tal situación, la Entidad no tendrá responsabilidad alguna 
por cuanto no fue avisada. En ese caso, el contrato se contabilizará como un todo y no se tendrá en cuenta lo relacionado con la 
subcontratación. 
 
Cuando la Entidad haya sido advertida por alguno los Proponentes sobre situaciones de subcontratación, aplicará el numeral 1.11 
del Pliego de Condiciones. 
 
RELACIÓN DE LOS CONTRATOS FRENTE AL PRESUPUESTO OFICIAL 
La verificación del número de contratos para acreditar la experiencia se realiza de la siguiente manera: 
 
 

Número de contratos con los cuales 

el Proponente cumple la experiencia acreditada 

Valor mínimo a certificar 

(como % del Presupuesto Oficial de obra expresado 

en SMMLV) 

De 1 hasta 2 75 % 

De 3 hasta 4 120 % 

Hasta 5 150 % 

 
 
Si el número de contratos aportados supera los Dos (2) inicialmente previstos en este numeral, debido a la posibilidad de allegar 
contratos adicionales por tratarse de una Mipyme y/o emprendimiento y empresa de mujer, estos contratos adicionales, ya sean tres 
(3 -dependiendo si acredita una o ambas condiciones-, se tendrán en cuenta para demostrar el valor del ciento cincuenta por ciento 
(120 %) del valor del Presupuesto Oficial. 
 
La verificación se hará con base en la sumatoria de los valores totales ejecutados (incluido IVA) en SMMLV de los contratos que 
cumplan con los requisitos establecidos en este Pliego de Condiciones. 
 
El Proponente cumple el requisito de experiencia si la sumatoria de los valores totales ejecutados (incluido IVA) de los contratos 
expresados en SMMLV es mayor o igual al valor mínimo a certificar establecido en la tabla anterior. 
 
En caso de que el número de contratos con los cuales el Proponente acredita la experiencia no satisface el porcentaje mínimo a 
certificar establecido en la tabla anterior, se calificará la propuesta como no hábil y el Proponente podrá subsanarla en los términos 
contemplados en la sección 1.6. del pliego de condiciones. 
 
3.6.1.3 Talento humano requerido 
Para efectos del análisis de la información del personal, se tendrán en cuenta las siguientes consideraciones: 

a. Las hojas de vida y soportes del personal vinculado al proyecto serán verificadas una vez se adjudique el Contrato y no 
podrán ser pedidas durante la selección del Contratista para efectos de otorgar puntaje o como criterio habilitante. 

b. Si el Contratista ofrece dos (2) o más profesionales para realizar actividades de un mismo cargo, cada uno de ellos deberá 



 

 

cumplir los requisitos exigidos en los Pliegos de Condiciones para el respectivo cargo. Un mismo profesional no puede ser 
ofrecido para dos o más cargos diferentes en los cuales supere el 100 % de la dedicación requerida para este Proceso de 
Contratación. 

c. El Contratista deberá informar la fecha a partir de la cual los profesionales ofrecidos ejercen legalmente la profesión de 
conformidad con lo señalado en el Pliego de Condiciones. El requisito de la tarjeta o matrícula profesional se puede suplir 
con lo regulado en el artículo 18 del Decreto -Ley 2106 de 2019. 

d. Las certificaciones de experiencia de los profesionales deben ser expedidas por la persona natural o jurídica con quien se 
haya establecido la relación laboral o de prestación de servicios. 

e. La Entidad podrá solicitar en cualquier momento al Contratista los documentos que permitan acreditar el valor y el pago 
correspondiente de cada uno de los profesionales empleados en la ejecución del contrato y que estén acorde con el valor 
de los honorarios definidos a la fecha de ejecución del Contrato, en el caso en que sea establecido un valor de honorarios 
de referencia. 

f. El Contratista es responsable de verificar que los profesionales propuestos tengan la disponibilidad real para la cual se 
vinculan al proyecto. 

g. El Contratista garantizará que los profesionales estén disponibles (físicamente o a través de medios digitales) cada vez que 
la Entidad los requiera para dar cumplimiento al objeto del Contrato de acuerdo con el tiempo de dedicación exigido para 
cada personal. 

h. La Entidad se reserva el derecho de exigir el reemplazo o retiro de cualquier Subcontratista o trabajador vinculado al 
contrato, sin que ello conlleve mayores costos para la Entidad, detallando las razones debidamente justificadas por la cual 
solicita dicho cambio. 

i. En la determinación de la experiencia de los profesionales se aplicará la equivalencia, así: 
 
 

Posgrado con título Requisitos de Experiencia General Requisitos de Experiencia 
Específica 

Especialización Veinticuatro (24) meses Doce (12) meses 

Maestría Treinta y seis (36) meses Dieciocho (18) meses 

Doctorado Cuarenta y ocho (48) meses Veinticuatro (24) meses 

 
 

Las equivalencias se pueden aplicar en los siguientes eventos: 

 Título de posgrado en las diferentes modalidades por experiencia general y viceversa. 
 Título de posgrado en las diferentes modalidades por experiencia específica y viceversa. 
 No se puede aplicar equivalencia de experiencia general por experiencia específica o viceversa. 
 No se puede aplicar equivalencia de experiencia general o específica por título de posgrado 

 

El personal relacionado será contratado por el Contratista y su costo debe incluirse dentro de los gastos administrativos generales del Contrato. 

Se aclara que los perfiles que hacen parte del personal clave deben cubrir todo el plazo de ejecución del proyecto indistintamente de su porcentaje 

de dedicación. Para los demás perfiles profesionales, en caso de que la Entidad los requiera deberán estar disponibles, según su porcentaje de 

dedicación, con el fin de lograr el cumplimiento del objeto contractual y las obligaciones derivadas del Contratista, para lo cual se podrá hacer uso 

de medios virtuales. 

El Proponente con la presentación de su propuesta manifiesta que conoce y cuenta con los requisitos mínimos que deben cumplir se para el 

personal clave para cada cargo, los cuales se destallan en esta sección. 

El personal relacionado corresponde al siguiente: 

• Un (1) Director de obra 
• Un (1) Residente de obra 
• Un (1) Profesional SST 
• Un (1) Especialista en estructuras 
• Un (1) Topógrafo 

 

Requisitos del personal del Contratista 
 



 

 

El personal clave debe cumplir y acreditar, como mínimo, los siguientes requisitos de formación y experiencia: 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Perfil 
No. 

Cargo 
Título 

profesional 
Título de posgrado 

Experiencia general 
(años mínimos) 

Experiencia específica 
(años mínimos) 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
1 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Director de 
obra 
(Dedicación del 
50%) 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
Título profesional 
entre alguna de 
las siguientes 
alternativas: 
 
 
Ingeniero civil 
Arquitecto 

Posgrado Gerencia de proyectos y/o 
afines. 
 
Nota 1: En caso de no requerir título de 
posgrado indicar "N.A." 
Nota 2: La Entidad deberá establecer 
perfiles profesionales, en cuanto a su 
formación académica, adecuados y 
proporcionales con el objeto 
contractual. Asimismo, no podrá bajo 
ningún supuesto pedir títulos de 
posgrado particulares 
(especializaciones, maestrías, 
doctorados o posdoctorados), ya que la 
formación académica obedece a un 
título de posgrado independiente de su 
nivel académico, en un área de 
conocimiento acorde al cargo a 
desempeñar 
 
Nota 3: No se aceptarán estudios de 
tipo diplomado, curso, seminario como un 
estudio de posgrado. 

Experiencia general 
de 100 MESES, 
contados a partir de la 
expedición de la 
tarjeta profesional. 

Experiencia especifica de 
6 0  MESES como 
director de obra en 
 la 
construcción y/o mejoramiento 
y/o mantenimiento y/o 
rehabilitación de edificaciones 
institucionales. 

 
 
 
 
 
2 

 
 
 
 
Residente de 
obras civiles 
(Dedicación del 
100%) 

 
Título profesional 
entre alguna de 
las siguientes 
alternativas: 
 
 
Ingeniero civil 

 
 
 
 
 
No aplica 

Experiencia general 
de 50 MESES, 
contados a partir de la 
expedición de la 
tarjeta profesional. 

Experiencia especifica de 25 
MESES como residente de 
obra en la construcción y/o 
mejoramiento y/o 
mantenimiento y/o 
rehabilitación de edificaciones 
institucionales. 
 

 
 
 
3 

 
 
 
Profesional 
SST 
(Dedicación del 
100%) 

Título profesional 
entre alguna de 
las siguientes 
alternativas: 
Ingeniería civil 
Ingeniería 
ambiental 
Ingeniería 
industrial 
Profesional
 en 
sistema de 
seguridad y 
salud en el 

Si es profesional en alguna de las 
ingenierías, deberá contar con 
especialización en Sistemas de 
Seguridad y Salud en el Trabajo y/o 
áreas afines, así como con licencia 
vigente. 

Experiencia general 
de 60 MESES, 
contados a partir de la 
expedición de la tarjeta 
profesional y/o diploma 
de grado. 

Experiencia especifica de 25 
MESES como Profesional en 
sistema de seguridad y salud 
en el trabajo en proyectos de 
obra. 



 

 

trabajo. 
Profesional en 
salud ocupacional 
y/o afines 
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Especialista en 
estructuras 
(Dedicación del 
50%) 

Título profesional 
entre alguna de 
las siguientes 
alternativas: 
Ingeniero civil 
 
 
 

 
Posgrado en estructuras 
Nota 1: En caso de no requerir título de 
posgrado indicar "N.A." 
Nota 2: La Entidad deberá establecer 
perfiles profesionales, en cuanto a su 
formación académica, adecuados y 
proporcionales con el objeto 
contractual. Asimismo, no podrá bajo 
ningún supuesto pedir títulos de 
posgrado particulares 
(especializaciones, maestrías, 
doctorados o posdoctorados), ya que la 
formación académica obedece a un 
título de posgrado independiente de su 
nivel académico, en un área de 
conocimiento acorde al cargo a 
desempeñar 
 
Nota 3: No se aceptarán estudios de 
tipo diplomado, curso, seminario como un 
estudio de posgrado. 

Experiencia general de 
100 MESES, contados 
a partir de la expedición 

Experiencia especifica de 60 
MESES como estructuras en 
proyectos de obra.  
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Topógrafo 
(Dedicación del 
50%) 

Tecnólogo
 y/o 
profesional
 en 
topografía 

 
No Aplica 

Experiencia general 
de 100 MESES, 
contados a partir de la 
expedición de la 
tarjeta profesional. 

Experiencia especifica de 36 
MESES como Topógrafo
 en 
proyectos de obra. 

 
 
El personal relacionado anteriormente es el personal operacional y profesional mínimo necesario para la ejecución del proyecto. Si el Contratista contrata persona 
adicional, este correrá por su cuenta, por lo que no habrá lugar a pago alguno por parte de la Entidad frente al personal extra que el Contratista utilice en la ejecución 
del Contrato, ya que la Entidad en la etapa de planeación estableció el personal profesional y operacional mínimo requerido para el cumplimiento del 
Contrato. 
Para cada uno de los profesionales mencionados se deberá anexar fotocopia de la tarjeta profesional y certificado de vigencia y antecedentes expedido por el 
consejo profesional competente. El requisito de la tarjeta profesional se puede suplir con el requisito de que trata el artículo 18 del Decreto – Ley 2106 de 2019. Los 
estudios de posgrado que se exijan como requisito mínimo se acreditarán mediante copia de los diplomas respectivos o certificado de obtención del título 
correspondiente. Además, la Entidad podrá solicitar las certificaciones laborales que permitan verificar la información relacionada en los Anexos. Para cada uno 
de los profesionales se debe aportar la información solicitada. 
 
3.6.1.4 CAPACIDAD FINANCIERA 

 
Los Proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados en la Matriz 2 – Indicadores financieros y organizacionales y bajo las 
condiciones señaladas en el numeral 3.9: 
  

INDICADOR 
FORMULA               VALOR CONCERTADO 

 

 
Índice de liquidez 

Activo corriente/Pasivo Corriente ≥6,14 
 

 
Índice de endeudamiento 

 
Pasivo total/activo total 

 

≤  0,20% 
 

 
Razón de cobertura de intereses 

 
Utilidad Operacional/Gasto Interés  

 

≥ 43.70 
 



 

 

INDICADOR 
FORMULA               VALOR CONCERTADO 

 

 
Capital de trabajo 

Activo corriente/Pasivo Corriente  
CTd = 30% x (PO) 

 

 
Rentabilidad del patrimonio 

ROE: Utilidad Neta/Patrimonio  

≥ 0.20 
 

 
Rentabilidad del activo 

ROA:  Utilidad Neta/Activo Total 
Promedio  

 

≥ 0.19 
 

 
 
 
Si el Proponente es Plural cada indicador debe calcularse así: 
 

 

 

 

 

 

Donde n es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). El Proponente que no tiene pasivos corrientes está habilitado respecto 
del índice de liquidez. 
El Proponente que no tiene gastos de intereses está habilitado respecto de la razón de cobertura de intereses, siempre y cuando la utilidad operacional sea igual o 
mayor a cero (0). 
El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia probará la capacidad financiera de acuerdo con los indicadores señalados en la 
Matriz 2 – Indicadores financieros y organizacionales. El Proponente acreditará la condición de Mipyme con la copia del certificado del Registro Único de 
Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 
 

CAPITAL DE TRABAJO 

Para el presente proceso de selección los proponentes acreditarán: 

CT = AC - PC ≥ CTd 

Donde: 

CT = Capital de trabajo AC = Activo corriente PC = Pasivo corriente 

CTd = Capital de Trabajo demandado para el proceso que presenta propuesta 
 

El capital de trabajo (CT) del oferente deberá ser mayor o igual al capital de trabajo demandado (CTd): 

CT ≥ CTd 

El capital de trabajo demandado para el proceso que presenta propuesta (CTd) se calcula así: 

 
 

Presupuesto Oficial  Fórmula 

≤ 830 SMMLV CTd = 20% x (PO) 

Entre 830 y 1.660 SMMLV CTd = 30% x (PO) 

≥ 1.660 CTd = 40% x (PO) 

Donde, 

CTd = Capital de trabajo demandado del proceso al cual presenta propuesta PO 

= Presupuesto oficial del proceso al cual presenta propuesta. 

Si el Proponente es plural el indicador debe calcularse así: 

 
 

 



 

 

 
 

Donde n es el número de integrantes del proponente plural (unión temporal o consorcio). 
 
 

3.6.1.5 CAPACIDAD ORGANIZACIONAL 
 
Los siguientes indicadores en los términos señalados en la Matriz 2- Indicadores financieros y organizacionales: 

 
  
 
 
 
 
 
 
Si el Proponente es plural cada indicador debe calcularse así: 
 

 

 

 

 

Donde n es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 
El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia acreditará la capacidad organizacional de acuerdo con los indicadores señalados en 
la Matriz 2 – Indicadores financieros y organizacionales. El Proponente probará la condición de Mipyme con la copia del certificado del Registro Único de Proponentes, 
el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 
 
3.6.1.6 ACREDITACIÓN DE LA CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL 

 
Los Proponentes extranjeros sin domicilio o Sucursal en Colombia deberán allegar la siguiente información financiera de conformidad 
con la legislación propia del país de origen. Los valores deben: (i) presentarse en Pesos Colombianos; (ii) convertirse a la tasa de 
cambio de la fecha de corte de los mismos y (iii) estar avalados con la firma de quien se encuentre en obligación de hacerlo de 
acuerdo con la normativa del país de origen. 
 

a. El estado de situación financiera (balance general) y estado de resultado integral (estado de resultados), acompañados por 
el informe de auditoría (sí aplica según la legislación de origen) con traducción simple al español de acuerdo con las normas 
NIIF. 
 

b. Copia de la tarjeta profesional del contador público o revisor fiscal y certificado de antecedentes disciplinarios vigente 
expedido por la autoridad competente de quien realiza la conversión. 

 
c. El Formato 4 – Capacidad financiera y organizacional para extranjeros diligenciado. En caso de presentarse discrepancias 

entre la información consignada en el Formato 4 – Capacidad financiera y organizacional para extranjeros y los documentos 
señalados en el literal A, prevalecerá la información consignada en los estados financieros incluidos en la oferta. 

  
 
Las fechas de corte de los documentos señalados en el literal A será 31 de diciembre de 2025, acompañado del Informe de Auditoría, 
salvo que se acredite en debida forma que la legislación propia del país de origen fije una fecha de corte diferente a la prevista en 
este pliego. 
 
Si alguno de estos requerimientos no aplica en el país del domicilio del Proponente extranjero, el representante legal o el apoderado 
en Colombia deberán hacerlo constar bajo la gravedad de juramento en el Formato 4 – Capacidad financiera y organizacional para 
extranjeros. El Proponente podrá acreditar este requisito con un documento que así lo certifique emitido por una firma de auditoría 
externa. 
 
Si los valores de los estados financieros están expresados originalmente en una moneda diferente a Dólares de los Estados Unidos 
de América, estos deberán convertirse a Pesos en los términos definidos en la sección 1.13 del pliego de condiciones. 
 
3.6.1.7 Capacidad Residual de contratación 

 

El proponente será hábil si su capacidad residual es mayor o igual a la capacidad residual de proceso de contratación (CRPC). Así: 



 

 

𝐶𝑅𝑃 ≥ 𝐶𝑅𝑃𝐶 

Los proponentes acreditarán la capacidad residual o K de contratación conforme se describe a continuación. En todo caso, si con posterioridad al cierre 

del proceso cualquier interesado, durante el traslado del informe de evaluación, o la entidad, en uso de la potestad verificadora, advierte que se dejó de 

incluir, al cierre del proceso, por parte de un proponente, alguna información contractual que afecte su capacidad residual, la entidad rechazará la 

oferta. 

Lo anterior, sin perjuicio de las acciones administrativas y/o judiciales a que haya lugar, en contra de la (s) persona (s) que haya (n) suscrito las certificaciones 

exigidas para el cálculo de la capacidad residual. 

 

CÁLCULO DE LA CAPACIDAD RESIDUAL DEL PROCESO DE CONTRATACIÓN (CRPC) 

Si el plazo estimado del contrato es menor o igual a 12 meses, el cálculo de la CRPC deberá tener en cuenta el siguiente proceso: 

𝐶𝑅𝑃𝐶 = 𝑃𝑂𝐸 − 𝐴𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑜 𝑦/𝑜 𝑝𝑎𝑔𝑜 𝑎𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑑𝑜 

Donde: CRPC = Capacidad residual del proceso de contratación POE = Presupuesto oficial estimado 

Si el plazo estimado del contrato es mayor a 12 meses el cálculo de la CRPC deberá tener en cuenta el siguiente proceso: 

 

CÁLCULO DE LA CAPACIDAD RESIDUAL DEL PROPONENTE (CRP) 
La capacidad residual del proponente se calculará de la siguiente manera: 

 

En donde: 

 
CRP  =     Capacidad residual del Proponente  
CO  =     Capacidad de Organización 
E      = Experiencia 
CT    = Capacidad Técnica 
CF    = Capacidad Financiera 
SCE  =       Saldos de Contratos en Ejecución 

 
La CRP del proponente plural es la suma de la capacidad residual de cada uno de sus miembros, sin tener en cuenta el porcentaje de participación de los 

integrantes de la estructura plural; lo anterior, en cumplimiento de lo dispuesto para tal fin en la Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual 

del Proponente en los Procesos de Contratación de Obra Pública, de Colombia Compra Eficiente. En caso de ser negativa la capacidad residual de uno de 

los miembros, este valor se restará de la capacidad residual total del proponente plural. 

 
A cada uno de los factores se le asigna máximo el siguiente puntaje: 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
La Capacidad de Organización (CO) no tiene asignación de puntaje en la fórmula porque su unidad de medida es en Pesos Colombianos y 

constituye un factor multiplicador de los demás factores. 

El cálculo de cada uno de los factores procede como sigue: 



 

 

Capacidad de Organización (CO): 

El factor (CO) corresponde a los Ingresos Operacionales del Proponente teniendo en cuenta lo siguiente: 
 

Años de 

información 

financiera 

 

Capacidad de organización (CO) 

  Cinco (5) años o más 
  Mayor ingreso operacional de los últimos 5 años 

  Entre uno (1) y cinco (5) años 
 Mayor ingreso operacional de los años de existencia del proponente. 

  Menos de un (1) año (*) 
 USD 125.000 (Liquidados a la tasa de cambio determinada por el Ministerio de Comercio,    

Industria y Turismo cada 2 años para efectos del umbral del beneficio de las Mi pyme.) 

 
Si los ingresos operacionales del proponente con uno (1) o más años de información financiera es menor a USD125.000, el factor (CO) del Proponente 

es igual a USD125.000. 

Para acreditar el factor (CO) el proponente obligado a tener RUP debe presentar los siguientes documentos: 

Estado de resultados integral (estado de resultado o pérdida o ganancias) del año en que hayan obtenido el mayor ingreso operacional en los últimos cinco 

(5) años, debidamente firmado por el representante legal y el contador bajo cuya responsabilidad se han preparado y, por el revisor fiscal o, en caso de no 

haberlo, por no estar obligado a tenerlo, por contador público independiente, acompañados de su dictamen u opinión, de conformidad con el artículo 38 

de la Ley 222 de 1995. 

 

Copia de la tarjeta profesional y certificado de antecedentes disciplinarios vigentes de los contadores públicos, revisores fiscales, contadores 

independientes (externos), quienes suscribieron los documentos señalados en el presente literal. 

Los proponentes personas naturales o jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia, deben presentar el estado de resultados integral 

consolidado (estado de resultados o pérdida o ganancias) del año en que hayan obtenido el mayor ingreso operacional en los últimos cinco (5) años, 

auditado, con la firma de quien se encuentre en obligación de hacerlo, de acuerdo con la normativa vigente en el país de origen, en la moneda legal del 

país en el cual fue emitido, de conformidad con la legislación propia del país de origen. 

Adicional a lo anterior, deben allegar la traducción al idioma castellano de la información financiera, observando lo siguiente: i) los valores deben ser 

expresados pesos colombianos, convertidos a la tasa representativa del mercado (TRM) de la fecha de corte de los mismos, en los términos descritos en 

la sección del presente pliego de condiciones; ii) presentados de acuerdo con las normas NIIF; y iii) debidamente firmados por el contador público 

colombiano que los hubiere convertido. 

Si alguno de estos requerimientos no aplica en el país del domicilio del proponente extranjero, el representante legal o el apoderado en Colombia deberán 

hacerlo constar bajo la gravedad de juramento. Así mismo se podrá acreditar este requisito por la firma auditora externa. 

Experiencia (E): 

El factor (E) del proponente para propósitos de la capacidad residual es acreditado por medio de la relación entre: i) el valor total en pesos de los contratos 

relacionados con la actividad de la construcción inscritos por el proponente en el RUP, o Formato 5 – Capacidad residual en el segmento 72 “Servicios de 

Edificación, Construcción de Instalaciones y Mantenimiento” del Clasificador de Bienes y Servicios; y ii) el Presupuesto Oficial Estimado del Proceso de 

Contratación. 

La relación indica el número de veces que el proponente ha ejecutado contratos equivalentes a la cuantía del proceso de contratación objeto de la acreditación 

de la capacidad residual. Para proponentes individuales se expresa así: 

                     Valor total de los contratos (COP) 
E = 

                    Presupuesto total estimado (COP) 

Para el caso de proponentes plurales, el factor (E) de un miembro se calcula así: 

Valor total de los contratos (COP) 



 

 

E = 
                   (Presupuesto total estimado ∗ % de participación) 

El cálculo del factor (E) para efectos de la capacidad residual de un miembro de un proponente plural debe tener en cuenta su participación en el 

proceso de contratación objeto del cálculo de la capacidad residual. Si el proponente no es plural no hay lugar a porcentaje. 

El puntaje asignado al factor (E) será asignado con base en la siguiente tabla: 

 

Mayor a Menor o igual a Puntaje 

0 3 60 

3 6 80 

6 10 100 

10 Mayores 120 

 
Para acreditar el factor (E), el proponente debe diligenciar el Formato 5 – Capacidad residual el cual contiene los contratos inscritos en el segmento 72 y 

su valor total en pesos colombianos liquidados con el SMMLV. Así mismo, el presupuesto oficial estimado debe ser liquidado con el SMMLV para el año 

de publicación del pliego de condiciones definitivo del proceso de contratación. 

Los proponentes o integrantes extranjeros sin domicilio o sin sucursal en Colombia adicionalmente deben aportar copia de los contratos ejecutados o 

certificaciones de terceros que hubieran recibido los servicios de construcción de obras civiles con terceros, bien sean públicos o privados. La información 

de los contratos soportados por las certificaciones de terceros que hubieren recibido los servicios de construcción de obras civiles debe ser obligatoriamente 

los mismos que el proponente presenta en el Formato 3 – Experiencia. La información del Formato 5 – Capacidad residual deberá ser presentada en 

pesos colombianos, salvo donde se registre el valor del contrato en la moneda del país de origen. Cuando el valor de los contratos esté expresado en 

monedas extranjeras deberá convertirse a pesos colombianos en los términos indicados en el numeral 1.13 del presente pliego de condiciones. 

Capacidad Financiera (CF): 

El factor (CF) para propósitos de la capacidad residual se obtiene teniendo en cuenta el índice de liquidez del Proponente con base en la siguiente 

fórmula: 

Índice de liquidez =     Activo Corriente 
Pasivo Corriente 

El puntaje para la liquidez se debe asignar con base en la siguiente tabla: 

 

 

Mayor a 
Menor o igual 

a 
Puntaje 

0 0,5 20 

0,5 0,75 25 

0,75 1,00 30 

1,00 1,5 35 

1,5 Mayores 40 

 
El índice de liquidez del proponente se verifica con el RUP. Si el proponente no tiene antigüedad suficiente para tener estados financieros auditados a 31 de 
diciembre del año inmediatamente anterior, deben tenerse en cuenta los estados financieros de corte trimestral o de apertura, suscritos por el representante legal 
y el auditor. 
 
Para los proponentes o integrantes extranjeros sin domicilio o sucursal en Colombia, la información requerida para el factor (CF) exigido para el cálculo de 
la capacidad residual del Proponente está contemplada en el numeral de los requisitos de capacidad financiera del Pliego de Condiciones. 
 
Cuando el proponente tiene un pasivo corriente igual a cero (0) y por consiguiente su índice de liquidez sea indeterminado, la Entidad debe otorgar el mayor puntaje 
en el componente de Capacidad Financiera (CF). 
 
Capacidad Técnica (CT): 



 

 

El factor (CT) para propósitos de la capacidad residual se asigna teniendo en cuenta el número de socios y profesionales 

de la Arquitectura, Ingeniería y Geología vinculados mediante una relación laboral o contractual vigente conforme a la cual 

desarrollen actividades vinculadas directamente con la construcción. 

Para acreditar el factor (CT) el proponente o integrante nacional y extranjero con o sin sucursal en Colombia deben 

diligenciar el Formato 5 – Capacidad residual. 

El puntaje del factor (CT) se asigna con base en la siguiente tabla: 
 

Desde Hasta Puntaje 

1 5 20 

6 10 30 

11 Mayores 40 

En el caso en el cual el proponente no cuente con ningún profesional de la Arquitectura, Ingeniería o Geología vinculados 

mediante una relación laboral o contractual vigente, se otorgará cero (0) puntos en cuanto a la Capacidad Técnica (CT) 

se refiere. 

Saldos Contratos en Ejecución (SCE): 
El proponente debe presentar el Formato 5 – Capacidad residual suscrito por su representante legal y su revisor fiscal si el proponente está obligado a tenerlo, o por 
el contador o su auditor independiente el cual contenga la lista de los contratos en ejecución tanto a nivel nacional como internacional indicando: i) el valor del 
contrato; ii) el plazo del contrato en meses; iii) la fecha de inicio de las obras del contrato, día, mes, año; iv) si la obra la ejecuta un consorcio o unión temporal junto 
con el porcentaje de participación del integrante que presenta el certificado, y (v) si el contrato se encuentra suspendido, de ser así, la fecha de suspensión. 
En el certificado debe constar expresamente si el proponente no tiene contratos en ejecución. 
 
Para acreditar el factor (SCE) el proponente tendrá en cuenta lo siguiente: 
 
El factor SCE es la suma de los montos por ejecutar de los contratos vigentes durante los 12 meses siguientes. Si el número de días por ejecutar en un contrato es 
superior a 12 meses, es decir 360 días, el factor (SCE) solo tendrá en cuenta la proporción lineal de 12 meses. 
 
Los contratos de obras civiles en ejecución son aquellos que a la fecha de presentación de la oferta obligan al proponente con entidades estatales y con 
entidades privadas para ejecutar obras civiles. Estas incluyen las obras civiles de los contratos de concesión y los contratos de obra suscritos con concesionarios, 
así como, los contratos suspendidos y aquellos que no tengan acta de inicio. No se entenderán como contratos en ejecución los que se encuentren en liquidación. 
 
Se tendrán en cuenta los contratos de obras civiles en ejecución suscritos por el proponente o por sociedades, consorcios o uniones temporales en los cuales el 
proponente tenga participación. 
 
Si un contrato se encuentra suspendido, el cálculo del (SCE) de dicho contrato debe efectuarse asumiendo que lo que falta por ejecutar iniciara en la fecha de 
presentación de la oferta del Proceso de Contratación. Si el contrato está suspendido el Proponente debe informar el saldo pendiente por ejecutar. 
 
El cálculo del factor (SCE) debe hacerse linealmente calculando una ejecución diaria equivalente al valor del contrato dividido por el plazo del contrato expresado en 
días. Este resultado se multiplica por el número de días pendientes para cumplir el plazo del contrato y si el contrato es ejecutado por una estructura plural por la 
participación del Proponente en la respectiva estructura. 
 
Para los proponentes o integrantes extranjeros sin domicilio o sin sucursal en Colombia deben diligenciar el Formato 5 – Capacidad residual firmado por la persona 
natural o el representante legal de la persona jurídica y el contador público colombiano que los hubiere convertido a pesos colombianos usando para ello la sección 
1.13 del pliego de condiciones. 
 
3.6.2. Factores de Evaluación 

 

La Entidad calificará las ofertas que hayan cumplido con los requisitos habilitantes con los siguientes puntajes: 
 

Concepto Puntaje máximo 

Oferta económica 59,5 

Factor de calidad 10 

Factor de sostenibilidad técnico ambiental agregado 9 

Apoyo a la industria nacional 20 

Vinculación de personas con discapacidad 1 

Emprendimientos y empresas de mujeres 0,25 



 

 

Mipyme 0,25 

Total 100 

 

VISITA AL SITIO A INTERVENIR:  

Se realizará visita al sitio de las obras y/o actividades. 
 
 
OFERTA ECONÓMICA 

 
La forma de pago será realizada por precios unitarios, teniendo en cuenta lo siguiente: 

NOTA 1: Se debe tener en cuenta que el PRECIO UNITARIO incluye el valor de A.I.U. 

NOTA 2: Cuando la fracción decimal del peso sea igual o superior a 5 se aproximará por exceso al número entero siguiente del peso y cuando la fracción decimal 

del peso sea inferior a 5 se aproximará por defecto al número entero del peso. 

NOTA 3: El A.I.U y su discriminación deben estar en porcentaje (%). 

Para calificar este factor se tendrá en cuenta el valor total indicado en la propuesta económica o el obtenido de la corrección aritmética. La propuesta 

económica deberá ser allegada en el Sobre 2 y firmada. 

El valor de la propuesta económica debe presentarse en Pesos Colombianos y contemplar todos los costos directos e indirectos para la completa y 

adecuada ejecución de la obra del proceso, los riesgos y la administración de estos. 

Al formular la oferta, el Proponente acepta que estarán a su cargo todos los impuestos, tasas y contribuciones establecidos por las diferentes autoridades nacionales, 

departamentales o municipales y dentro de estos mismos niveles territoriales, los impuestos, tasas y contribuciones contemplados por las autoridades. 

Los estimativos técnicos que hagan los Proponentes para la presentación de sus ofertas deben tener en cuenta que la ejecución del Contrato se regirá íntegramente 

por lo previsto en los Documentos del Proceso y que en sus cálculos económicos deben incluir todos los aspectos y requerimientos necesarios para cumplir con las 

obligaciones contractuales y asumir los riesgos previstos en dichos documentos. 

El desglose de los análisis de Precios Unitarios publicados por la Entidad es únicamente de referencia, constituye una guía para la preparación de la oferta. Si existe 

alguna duda o interrogante sobre la presentación de estos análisis de Precios Unitarios y el precio de estudios publicados por la Entidad, es deber de los 

Proponentes hacerlos conocer dentro del plazo establecido en el Anexo 2 – Cronograma para allegar observaciones al proyecto de Pliego de Condiciones 

para que la Entidad los pueda estudiar. 

Por ser el proyecto  a ejecutar  en territorio del Resguardo Indígena Zenu, con recursos de Asignación Especial del Sistema General de Participaciones  

para los Resguardos Indígenas AESGPRI, que son transferidos de conformidad con  lo dispuesto en el artículo 356 de la Constitución Política,  la Ley 

715 de 2001articulo 83 para la financiación únicamente de proyectos de inversión  debidamente formulados  e incluidos  en los planes de vida o de 

acuerdo a los usos y costumbres de los pueblos indígenas, se entiende  que esos recursos son públicos, deben ser destinados  únicamente  para 

financiar proyectos de inversión y que tienen como propósito beneficiar a la población indígena que habita en los Resguardos, por tal motivo están 

exentos o exonerados de impuestos . 

 

Para efectos de Retención en la Fuente por Renta, el Resguardo procederá de conformidad con la normatividad tributaria vigente, y en caso de que no haya lugar a ello, 

el proponente deberá indicarse la norma que lo excluya o le otorgue la exención.  

 

Los proponentes serán responsables de informarse e incluir en su propuesta toda tasa, retribución, impuesto o  gravamen que corresponda y/o del cual sea responsable, y el 

Resguardo no aceptará reclamación alguna por estos conceptos. 

 

A.I.U. 
El Proponente debe calcular un A.I.U. que contenga todos los costos en los que incurre la organización del constructor para poder desarrollar la administración, 

los imprevistos y la utilidad, o beneficio económico que pretende percibir por la ejecución del contrato. 

 

El A.I.U. debe expresarse en un porcentaje (%) y debe consignarlo y discriminarlo en la propuesta económica. 
 

Cuando el Proponente exprese el A.I.U. en porcentaje (%) y en Pesos, prevalece el valor expresado en porcentaje (%). El porcentaje del A.I.U. que presenten los 

Proponentes no debe ser superior al porcentaje total del A.I.U establecido en el Presupuesto Oficial. En consecuencia, el Proponente puede configurar 



 

 

libremente el porcentaje individual de la “A”, de la “I” y de la “U”, siempre que la sumatoria de ellos no exceda el porcentaje total definido por la Entidad en el 

Presupuesto Oficial.  

Los componentes internos de la administración (A) deberán ser presentados por el adjudicatario del Proceso de Contratación en la oportunidad establecida en el 

numeral 8.1 del Pliego de Condiciones. 

CORRECCIONES ARITMÉTICAS 
La Entidad solo efectuará correcciones aritméticas originadas por: 

A. Las operaciones aritméticas a que haya lugar en la propuesta económica, cuando exista un error que surja de un cálculo meramente aritmético 

cuando la operación ha sido erróneamente realizada. 

B. El ajuste al peso ya sea por exceso o por defecto de los precios unitarios contenidos en la propuesta económica y del valor del IVA, así: cuando la 

fracción decimal del peso sea igual o superior a punto cinco (0.5) se aproximará por exceso al número entero siguiente del peso y cuando la 

fracción decimal del peso sea inferior a punto cinco (0.5) se aproximará por defecto al número entero. 

La Entidad a partir del valor total corregido de las propuestas asignará el puntaje de conformidad con el proceso del numeral 4.1.4. 

PRECIO ARTIFICIALMENTE BAJO 
En el evento en el que el precio de una oferta, al momento de su evaluación, no parezca suficiente para garantizar una correcta ejecución del Contrato, de 

acuerdo con la información recogida durante la etapa de planeación y particularmente en el estudio del sector, la Entidad aplicará el proceso descrito en el 

artículo 2.2.1.1.2.2.4. del Decreto 1082 de 2015, además podrá acudir a los parámetros definidos en la Guía para el manejo de ofertas artificialmente bajas en 

Procesos de Contratación de Colombia Compra Eficiente, como un criterio metodológico. 

DETERMINACIÓN DEL MÉTODO PARA LA PONDERACIÓN DE LA PROPUESTA ECONÓMICA 
 

La Entidad seleccionará el método de ponderación de la propuesta económica de acuerdo con las siguientes alternativas: 
 

Concepto Método 

1 Mediana con valor absoluto 

2 Media geométrica 

3 Media aritmética baja 

4 Menor valor 

 
 
Para determinar el método de ponderación, la Entidad tomará los centavos de la Tasa de Cambio Representativa del Mercado (TRM), certificada por la 

Superintendencia Financiera de Colombia (en su sitio web: https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/60819 ). 

El día de la audiencia de adjudicación, la Entidad iniciará respondiendo y resolviendo las observaciones presentadas al informe de evaluación, de conformidad con 

el numeral 2.6 del Pliego de Condiciones. Acto seguido, la Entidad iniciará la apertura de los sobres de las ofertas económicas y definirá el método de 

ponderación de las propuestas de acuerdo con la TRM que rija al día hábil siguiente; sin embargo, la Entidad debe finalizar la apertura de los sobres económicos 

hasta antes de las 3:00 pm. De conformidad con lo anterior, la Entidad no deberá abrir los sobres económicos teniendo conocimiento de la TRM que regirá al día 

hábil siguiente. En este sentido, atendiendo a las circunstancias anteriores y las particularidades de cada caso, la Entidad podrá optar por suspender la audiencia y 

reiniciarla cuando lo considere conveniente, de manera que inicie y finalice la apertura de los sobres antes de las 3:00 pm del día respectivo. 

En el evento que la Entidad deba suspender la audiencia por cualquier motivo, se tendrá como método de ponderación el que rija el día hábil siguiente del día en 

que efectivamente se realice la apertura del segundo sobre. 

En cualquiera de los supuestos señalados, la Entidad debe iniciar y agotar la apertura de los sobres económicos y la definición del método de ponderación en un 

mismo día hasta antes de las 3:00 pm. Igualmente, el método definido el día de la apertura del sobre económico seguirá rigiendo aun cuando la Entidad deba 

suspender la audiencia. 

 

Para mayor claridad, y siendo esta la regla prevalente de acuerdo con lo indicado, la TRM que la Entidad utilizará para determinar el método de 

ponderación será la que rija el día hábil siguiente del día en que efectivamente se realice la apertura del segundo sobre. Esto es, la que la 

Superintendencia Financiera publique en horas de la tarde el día de la apertura del segundo sobre. Por ejemplo, si la audiencia de adjudicación se realiza el 10 de 

https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/60819


 

 

febrero de 2020 y ese mismo día se abre el segundo sobre, la TRM que se usará para determinar el método de evaluación será la del 11 de febrero de 2020, que 

se publica en la tarde del 10 de febrero de 2020. 

El método de ponderación se determinará de acuerdo con los rangos del siguiente cuadro: 
 

Rango (inclusive) Número Método 

De 0.00 a 0.24 1 Mediana con valor absoluto 

De 0.25 a 0.49 2 Media geométrica 

De 0.50 a 0.74 3 Media aritmética baja 

De 0.75 a 0.99 4 Menor valor 

En todos los casos se tendrá en cuenta hasta el séptimo (7°) decimal del valor obtenido como puntaje y las fórmulas se aplicarán con las propuestas que no han 

sido rechazadas y se encuentran válidas. 

Las propuestas que al aplicar las fórmulas obtengan puntajes negativos obtienen cero (0) puntos en la oferta económica. 

A. Mediana con valor absoluto 

 
La Entidad calculará el valor de la mediana con los valores de las propuestas hábiles. En esta alternativa se entenderá por mediana de un grupo de valores el 

resultado del cálculo que se obtiene a través de la aplicación del siguiente proceso: la Entidad ordenará los valores de las propuestas hábiles de manera 

descendente. Si el número de valores es impar, la mediana corresponde al valor central, si el número de valores es par, la mediana será el promedio de los dos 

valores centrales. 

Me = Mediana(V1; V2. . ; … Vm) 

Donde: 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

• m: Es el número total de propuestas económicas válidas recibidas por la Entidad. 

• Me: Es la mediana calculada con los valores de las propuestas económicas válidas. 

 
Bajo este método la Entidad asignará el puntaje así: 

I. Si el número de valores de las propuestas hábiles es impar, el máximo puntaje será asignado a la propuesta que se encuentre en el valor de 

la mediana. Para las otras propuestas, se utilizará la siguiente fórmula: 

Me − Vi 
Puntaje = [{1 − | |} ∗ Puntaje máximo] 

Me 
Donde: 

• Me: Es la mediana calculada con los valores de las propuestas económicas válidas. 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 
II. Si el número de valores de las propuestas hábiles es par, se asignará el máximo puntaje a la propuesta que se encuentre 

inmediatamente por debajo de la mediana. Para las otras propuestas, se utilizará la siguiente fórmula 

VMe − Vi 
Puntaje = [{1 − | |} ∗ Puntaje máximo] 

VMe 

Donde: 

• VMe: Es el valor de la propuesta económica válida inmediatamente por debajo de la mediana. 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 
 
B. Media Geométrica 
 

Para calcular la Media Geométrica se tomará el valor de las propuestas hábiles para el respectivo factor de calificación para asignar el puntaje de 

conformidad con el siguiente procedimiento: 
 

 

MG = 𝚗√V1 ∗ V2 ∗ V3 ∗ … ∗ Vn 



 

 

Donde: 

• MG: Es la media geométrica de todas las ofertas habilitadas. 

• V1: Es el valor de una propuesta habilitada. 

• Vn: Es el valor de la propuesta n habilitada. 

• n: La cantidad total de propuestas habilitadas. 

 
Para efectos de la asignación de puntaje se tendrá en cuenta lo siguiente: se otorgará el máximo puntaje al valor de la propuesta que se encuentre más 

cerca (por exceso o por defecto) al valor de la media geométrica calculada para el factor correspondiente. 

Las demás propuestas recibirán puntaje de acuerdo con la siguiente ecuación: 

Puntaje = Puntaje máximo ∗ (1 −  
|MG−Vi|)). ( 

MG 
 

C. Media Aritmética Baja 

 
Consiste en determinar el promedio aritmético entre la propuesta válida más baja y el promedio simple de las ofertas hábiles para calificación económica. 

X̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅  = 
(Vmin + X̅̅̅̅ ) 

B 2 
 

Donde: 

• Vmin: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

• X̅̅̅̅ : Es el promedio aritmético simple de las propuestas económicas válidas. 

• X̅̅̅̅̅̅̅̅ B̅̅̅̅̅̅̅̅ : Es la media aritmética baja. 

 
La Entidad procederá a ponderar las propuestas de acuerdo con la siguiente formula: 

⎛Puntaje máximo ∗ (1 − (
X̅̅̅̅̅̅̅̅ B̅̅̅̅̅̅̅̅  − Vi

)) Para valores menores o iguales a X̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅ ⎞ 

X̅̅̅̅̅̅̅̅ B̅̅̅̅̅̅̅̅  
B 

⎪ ⎪ 
Puntaje = 

⎨ ⎫ 
| X̅̅̅̅̅̅̅̅ B̅̅̅̅̅̅̅̅  − Vi | 

⎪ Puntaje máximo ∗ (1 − ( )) Para valores mayores a X̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅̅ B̅ ⎪ 

{ X̅̅̅̅̅̅̅̅ B̅̅̅̅̅̅̅̅  } 

Donde: 

• X̅̅̅̅̅̅̅̅ B̅̅̅̅̅̅̅̅ : Es la media aritmética baja. 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 
D. Menor Valor 

 
La Entidad otorgará el máximo puntaje a la oferta económica hábil para calificación económica de menor valor. 

Vmin = Mínimo (V1; V2. . ; … Vm) 

Donde: 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

• m: Es el número total de propuestas económicas válidas recibidas por la Entidad. 

• Vmin: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

 
La Entidad procederá a ponderar las propuestas de acuerdo con la siguiente fórmula: 
 

Puntaje máximo ∗ Vmin 
Puntaje = 



 

 

Vi 

Donde: 

• Vmin: Es el valor total corregido de la propuesta válida más baja. 

• Vi: Es el valor total corregido de cada una de las propuestas “i”. 

 
FACTOR DE CALIDAD 
La Entidad asignará el puntaje de factor de calidad como sigue: 
 

Concepto Puntaje 

presentación de un plan de calidad 10 

Total 10 

 
 
Las Entidades Estatales deben consultar y analizar las anotaciones vigentes que reposen en el Registro Nacional de Obras Civiles Inconclusas, de que trata la Ley 

2020 de 2020. En el evento que las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras domiciliadas o con Sucursal en Colombia, o integrantes de Proponentes 

Plurales, cuenten con alguna anotación vigente de obra civil inconclusa, en el mencionado registro, se descontará un (1) punto de la sumatoria obtenida en 

relación con el factor de calidad. 

PRESENTACIÓN DE UN PLAN DE CALIDAD 

La Entidad asignará 10 al Proponente que se comprometa a presentar un Plan de Calidad específico para el proyecto, elaborado conforme con los parámetros 

establecidos en la última actualización de las normas NTC ISO 9001:2015 y NTC ISO 10005:2018 mediante la suscripción del Formato 7C - Plan de calidad. 

La interventoría verificará el cumplimiento de este criterio conforme con lo establecido en las normas mencionadas sin requerir la presentación de certificación 

alguna. 

El Plan de Calidad se elaborará en relación con el proyecto a ejecutar, por lo que el Proponente no debe presentar ningún certificado de gestión de calidad. Sin 

embargo, para elaborar el Plan de Calidad debe tener en cuenta las normas técnicas señaladas en el primer párrafo de este numeral. 

FACTORES DE SOSTENIBILIDAD TÉCNICO AMBIENTAL AGREGADO 

La Entidad asignará un puntaje de nueve (9) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el factor de sostenibilidad 
técnico ambiental agregado, mediante la suscripción del Formato 12, en el cual bajo la gravedad de juramento conste el compromiso que asume y el ofrecimiento 
realizado. Los ofrecimientos efectuados serán opcionales para los Proponentes que producto del análisis hecho se encuentren en la capacidad de materializarlos y 
cumplirlos, por lo que los Proponentes que no presenten el Formato 12 no serán acreedores de puntaje por este factor. 

Las medidas implementadas en este factor son por cuenta y riesgo del Proponente y, una vez ofrecidos, tendrán el carácter de obligación contractual. Por lo 
tanto, será objeto de vigilancia por la interventoría en la ejecución del Contrato de obra. 

Para la obtención de puntaje por este factor, se tendrán en cuenta las siguientes consideraciones: 

I. Los costos asociados a la implementación de los elementos que componen este factor serán asumidos por el Contratista. 

II. La verificación del ofrecimiento se hará por parte de la interventoría en la ejecución del Contrato. 

 
III. Si el Contratista durante la ejecución del contrato no cumple con estos compromisos, que se convierten en obligaciones contractuales, la Entidad podrá 

acudir a las multas para conminar al Contratista a su cumplimiento, de acuerdo con lo pactado en el Contrato. 

 
Las actividades derivadas del ofrecimiento realizado son adicionales a aquellas propias de la ejecución del Contrato de obra y del cumplimiento de las 
obligaciones impuestas por las autorizaciones, permisos, licencias ambientales, licencias de construcción, planes de manejo ambiental, planes de ordenamiento 
territorial, requeridos para el desarrollo de la obra. 
 
SIEMBRA DE ESPECÍMENES ARBÓREOS NATIVOS DE LA ZONA 

El Proponente que se comprometa, a través del diligenciamiento del Formato 12, a realizar la siembra de especímenes arbóreos nativos de la zona al interior del 
predio o en la zona de influencia en el cual se encuentra la edificación objeto del Proceso de Contratación será acreedor de nueve (9) puntos. 

Se entiende por una especie nativa a aquella que se encuentra en una determinada zona de forma natural, es decir, su presencia en una región, conocida 



 

 

como su hábitat natural, no se debe a la intervención humana directa o indirecta, ni presente o pasada. 

A modo de ejemplo, se tienen las siguientes especies arbóreas nativas de la zona: 

- CAÑA FLECHA 

Las especies anteriormente mencionadas se señalan a título enunciativo, por lo que no implica una limitación directa o restrictiva que las reduzca a las aquí 
relacionadas, ya que será el Contratista quien decida las especies nativas a sembrar, así como el tamaño de estos, el cual se encontrará entre los 30 cm y 1 m 
de altura, y será autonomía del Contratista definir la altura según el rango previamente establecido, sin perjuicio de cumplir el requisito sembrando árboles de 
una altura mayor. 

Para el ofrecimiento realizado, la Entidad en función del área del predio y disponibilidad de zonas verdes para siembra de especímenes arbóreos, 
establecerá la cantidad de árboles según la siguiente tabla: 

 

Alternativa M2 del predio 
Cantidad de especies 

endémicas a sembrar 

1 Menor o igual a 2.000 2 

 
El mantenimiento, poda y conservación de los especímenes nativos sembrados será responsabilidad de la Entidad Estatal, o de quien esta designe, y no del 
Contratista. Asimismo, no constituye una actividad de compensación o reposición forestal producto de la ejecución del proyecto de infraestructura social. 

Para los fines del caso el responsable de realizar el mantenimiento será: El Resguardo. 
 

 
APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL 

Los Proponentes pueden obtener puntaje de apoyo a la industria nacional por: i) Servicios Nacionales o con Trato Nacional o por ii) la incorporación de 

componente nacional en servicios extranjeros. La Entidad en ningún caso otorgará simultáneamente el puntaje por ambos aspectos. 

Los puntajes para estimular a la industria nacional se relacionan en la siguiente tabla: 
 

Concepto Puntaje 

Promoción de Servicios Nacionales o 

con Trato Nacional 
20 

Incorporación de componente 

nacional en servicios extranjeros 
5 

 
PROMOCIÓN DE SERVICIOS NACIONALES O CONTRATO NACIONAL 
 

En los contratos que deban cumplirse en Colombia, el servicio es nacional cuando además de ofertarse por una persona natural colombiana o por un residente en 

Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o por un Proponente Plural conformado por estos o por estos y un 

extranjero con Trato Nacional, (i) usa el o los bienes nacionales relevantes definidos por la Entidad Estatal para el desarrollo de la obra o (ii) vincula el porcentaje 

mínimo de personal colombiano, según corresponda. 

 
En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y estén sometidos a la legislación colombiana, un servicio es colombiano 
si es prestado por una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación 
colombiana o por un Proponente Plural conformado por estos, sin que sea necesario el uso de bienes colombianos o la vinculación de personal colombiano. 
 

En el caso de los Proponentes extranjeros con trato nacional que participen en el Proceso de Contratación de manera singular o mediante la conformación de un 

Proponente Plural podrán definir si aplican las reglas previstas en este numeral o, si por el contrario, deciden acogerse a la regla de origen de su país. Para 

definir la regla aplicable al proceso, el Proponente extranjero con trato nacional así lo manifestará con el diligenciamiento de la opción 3 del Formato 9 A – 

Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional. En el caso que no se diligencie la opción 3 del Formato 9 A – Promoción de Servicios Nacionales o con 

Trato Nacional, la Entidad Estatal deberá evaluar la oferta de acuerdo con las reglas previstas en este numeral. 

De conformidad con la consulta del Registro de Productores de Bienes Nacionales, realizada en fecha 16 de abril de 2025, se determinó que los bienes relevantes 
para el desarrollo de la obra no se encuentran incluidos en dicho registro de conformidad con el numeral 3 del artículo 2.2.1.2.4.2.9. del Decreto 1082 de 2015. 
Por tal motivo, se otorgará el puntaje de apoyo a la industria nacional a los Proponentes que se comprometan a vincular al desarrollo del objeto contractual un 



 

 

porcentaje de empleados o contratistas por prestación de servicios colombianos, de al menos el cuarenta por ciento (40 %), sin perjuicio de incluir uno superior del 
personal requerido para el cumplimiento del contrato. 

En el caso de Proponentes Plurales todos, varios o cualquiera de sus integrantes podrá vincular un porcentaje de empleados o contratistas por prestación de servicios 
colombianos, de al menos el cuarenta por ciento (40 %), sin perjuicio de incluir uno superior del personal requerido para el cumplimiento del contrato. 

Además de la incorporación del bien nacional relevante o del porcentaje de personal colombiano requerido para la ejecución del contrato, tratándose de 
Proponentes Plurales, su composición deberá estar acorde con lo exigido por la noción de Servicios Nacionales prevista en el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 
1082 de 2015, de lo que dependerá la franja del puntaje aplicable en lo referente al apoyo de la industria nacional. 

A tales efectos en la siguiente tabla se indican las posibles composiciones de Proponentes Plurales, la regla de origen que les aplica en virtud de dicha 
conformación, así como la franja de puntaje correspondiente: 

 
 

No. 
Composición del Proponente 

Plural 
Regla de origen aplicable Puntaje aplicable 

 
1. 

Únicamente integrantes 

colombianos 

 
Decreto 1082 de 2015 

Promoción de Servicios 

Nacionales o con Trato 

Nacional (4.4.1) 

 
2. 

Colombianos en asocio con 

extranjeros con trato nacional 

 
Decreto 1082 de 2015 

Promoción de Servicios 

Nacionales o con Trato 

Nacional (4.4.1) 

 
 

 
3. 

 
 

 
Únicamente integrado por 

extranjeros con trato nacional 

La regla de origen del país con el 

que se tenga acuerdo comercial o 

la del Decreto 1082 de 2015. Si 

el Proponente Plural no 

especifica a cuál regla se acoge, 

se aplicará la del Decreto 1082 

de 2015. 

 

 
Promoción de Servicios 

Nacionales o con Trato 

Nacional (4.4.1) 

 
4. 

Proponente plural en el que al menos 

uno de los integrantes es extranjero sin 

trato nacional. 

No aplica la regla de origen del 

Decreto 1082 de 2015, ni la de los 

países de origen. 

Incorporación de 

componente nacional en 

servicios extranjeros (4.4.2) 

 
ACREDITACIÓN DEL PUNTAJE POR SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL 

La Entidad asignará hasta veinte (20) puntos a la oferta de: i) Servicios Nacionales o ii) con Trato Nacional. 

Para que el Proponente nacional obtenga puntaje por Servicios Nacionales debe presentar, además del Formato 9 A – Promoción de Servicios Nacionales o con 

Trato Nacional, alguno de los siguientes documentos, según corresponda: 

A. Persona natural colombiana: La cédula de ciudadanía del Proponente. 
B. Persona natural extranjera residente en Colombia: La visa de residencia que le permita la ejecución del objeto contractual de conformidad 

con la ley. 
C. Persona jurídica constituida en Colombia: El certificado de existencia y representación legal emitido por alguna de las cámaras de comercio del país. 

 

Para que el Proponente extranjero con trato nacional obtenga el puntaje por apoyo a la industria nacional por promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional 

solo deberá presentar el Formato 9A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional. 

 
Para el Proponente extranjero con trato nacional que diligencie la opción 3 del Formato 9A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional obtenga el 

puntaje por Trato Nacional, deberá acreditar que los servicios son originarios de: a) los Estados mencionados en la sección de acuerdos comerciales aplicables al 

presente Proceso de Contratación; b) los Estados en los cuales si bien no existe Acuerdo Comercial, el Gobierno Nacional ha certificado que los oferentes extranjeros 

gozan de Trato Nacional, en los términos del artículo 2.2.1.2.4.1.3. del Decreto 1082 de 2015; o c) los Estados miembros de la Comunidad Andina de Naciones. 

Para esto, deberá demostrar que cumple con la regla de origen contemplada para los Servicios Nacionales del respectivo país, allegando la información y/o 



 

 

documentación que sea requerida. 

El Proponente nacional podrá subsanar la falta de presentación de la cédula de ciudadanía o del certificado de existencia y representación legal para acreditar 

el requisito habilitante de capacidad jurídica. No obstante, no podrá subsanar esta circunstancia para la asignación del puntaje por Promoción de Servicios 

Nacionales o con Trato Nacional. 

La Entidad Estatal asignará el puntaje por apoyo a la industria nacional por promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional al Proponente Plural 

conformado por nacionales cuando cada uno de sus integrantes presente alguno de los documentos indicados en este numeral, según corresponda. A su 

vez, el representante del Proponente Plural deberá diligenciar el Formato 9A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional. Cuando uno o varios 

de sus integrantes no cumplan con las condiciones descritas, el Proponente Plural no obtendrá puntaje por Promoción de Servicios Nacionales o Trato Nacional. 

 

INCORPORACIÓN DE COMPONENTE NACIONAL EN SERVICIOS EXTRANJEROS 

La Entidad Estatal asignará cinco (5) puntos a los Proponentes extranjeros sin derecho a Trato Nacional o a Proponentes Plurales en los que al menos uno de 

sus integrantes sea un extranjero sin derecho a Trato Nacional, que incorporen a la ejecución del contrato más del noventa por ciento (90 %) del personal técnico, 

operativo y profesional de origen colombiano. 

Por otro lado, el Proponente que ofrezca personal colombiano con títulos académicos otorgados en el exterior deberá acreditar la convalidación de estos títulos en 

Colombia ante el Ministerio de Educación Nacional. En este sentido, para acreditar los títulos académicos otorgados en el exterior se requiere presentar la Resolución 

expedida por el Ministerio de Educación Nacional que convalida el título obtenido en el exterior. 

Para recibir el puntaje por incorporación de componente colombiano, el representante legal o el apoderado del Proponente deberá diligenciar el Formato 9B – 

Incorporación de Componente Nacional en Servicios Extranjeros el cual manifieste bajo la gravedad de juramento que incorporará en la ejecución del contrato 

más del noventa por ciento (90%) de personal técnico, operativo y profesional de origen colombiano, en caso de resultar adjudicatario del Proceso de 

Contratación. 

La Entidad Estatal únicamente otorgará el puntaje por promoción de la incorporación de componente nacional cuando el Proponente que presente el Formato 

9B – Incorporación de Componente Nacional en Servicios Extranjeros no haya recibido puntaje alguno por promoción de Servicios Nacionales o con Trato 

Nacional. 

El Formato 9B – Incorporación de Componente Nacional en Servicios Extranjeros solo debe ser aportado por los Proponentes extranjeros sin derecho a trato 

nacional que opten por incorporar personal colombiano. En el evento que un Proponente extranjero sin derecho a Trato a Nacional o un Proponente Plural en 

el que al menos uno de sus integrantes sea un extranjero sin Trato Nacional, en lugar del Formato 9B – Incorporación de Componente Nacional en Servicios 

Extranjeros, presente el Formato 9 A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional, no habrá lugar a otorgar puntaje por el factor del numeral 4.4.1. ni 

por el regulado en este numeral. 

En caso de no efectuar ningún ofrecimiento, el puntaje por este factor será cero (0). 

VINCULACIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

 
La Entidad asignará un (1) punto al Proponente que acredite el número mínimo de personas con discapacidad de acuerdo con el número total de trabajadores de 

la planta de su personal en los términos señalados en el artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 1082 de 2015 (adicionado por el Decreto 392 de 2018), o la norma que 

lo modifique, adicione, complemente o sustituya. 

Para esto debe presentar: i) el Formato 8 – Vinculación de personas con discapacidad suscrito por la persona natural, el representante legal o el revisor fiscal, 

según corresponda, en el cual certifique el número total de trabajadores vinculados a la planta de personal del Proponente o sus integrantes a la fecha de cierre 

del Proceso de Contratación, ii) acreditar el número mínimo de personas con discapacidad en su planta de personal, de conformidad con lo señalado en el 

certificado expedido por el Ministerio de Trabajo, el cual deberá estar vigente a la fecha de cierre del Proceso de Contratación. 

Para los Proponentes Plurales, la Entidad tendrá en cuenta la planta de personal del integrante del Proponente Plural que aporte como mínimo el cuarenta por 

ciento (40 %) de la experiencia requerida para el Proceso de Contratación. Este porcentaje de experiencia se tomará sobre el “valor mínimo a certificar (como 

% del Presupuesto Oficial expresado en SMMLV)” de conformidad con el numeral 3.5.7, sin importar si la experiencia es general o específica. 

El Formato 8, tratándose de proponentes plurales, debe suscribirlo el integrante del Proponente Plural, ya sea la persona natural o si el integrante es una 

persona jurídica, por el representante legal o revisor fiscal, según corresponda, que aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40 %) de la experiencia 

requerida para el Proceso de Contratación, y que además vincule el mínimo de trabajadores con discapacidad exigido en el Decreto 392 de 2018. 

EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES 

 



 

 

La Entidad asignará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que acredite la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres con 

domicilio en el territorio nacional de conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.2.4.2.14. del Decreto 1082 de 2015 o la norma que lo modifique, sustituya 

o complemente. 

Para que el Proponente obtenga este puntaje debe diligenciar el Formato 13 – Acreditación de emprendimientos y empresas de mujeres y aportar la 

documentación requerida. Si el Proponente debió subsanar dicho formato y/o los documentos exigidos para probar esta condición será válido para el criterio 

diferencial en cuanto al requisito habilitante relacionado con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia solicitada. Sin embargo, no se 

tendrá en cuenta para la asignación de puntaje, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor de evaluación. 

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres 

y tiene una participación igual o superior al diez por ciento (10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 

La asignación de este puntaje no excluye la aplicación del puntaje para Mipyme. 

MIPYME DOMICILIADA EN COLOMBIA 

La Entidad otorgará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que acredite la calidad de Mipyme domiciliada en Colombia de conformidad 

con el artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, o la norma que 

lo modifique, complemente o sustituya. 

 

Así las cosas, para obtener el puntaje, el Proponente entregará copia del certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en 

firme al momento de su presentación. Si el Proponente debió subsanar la entrega del RUP, éste será válido para los criterios diferenciales en cuanto a los 

requisitos habilitantes relacionados con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia solicitada y los índices de la Capacidad Financiera y 

Organizacional. Sin embargo, el certificado no se tendrá en cuenta para la asignación del puntaje adicional, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor de 

evaluación. 

 
Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita la calidad de Mipyme y tiene una participación igual o 
superior al diez por ciento (10%) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 
 
3.6.2 Reglas de desempate de Ofertas 

 

Criterios De Desempate. 

En caso de empate en el puntaje total de dos o más ofertas deberán aplicarse las siguientes reglas de acuerdo con cada uno de los numerales, de forma sucesiva 

y excluyente, para seleccionar al Proponente favorecido, respetando en todo caso las obligaciones contenidas en los Acuerdos Comerciales vigentes, 

especialmente en materia de trato nacional: 

1. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales frente a la oferta de bienes o servicios extranjeros. El Proponente acreditará este factor de desempate de 

acuerdo con las reglas definidas en el numeral 4.4.1 y con los documentos señalados en la sección 4.4.1.1 del Pliego de Condiciones. Por tanto, este criterio 

de desempate se probará con los mismos documentos que se presentan para el puntaje de apoyo a la industria nacional. Para el caso de los Proponentes Plurales, 

todos los integrantes deberán demostrar el origen nacional de la oferta en las condiciones indicadas en los numerales anteriormente citados. 

 

Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia. Su acreditación se realizará en los términos del parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993, modificado por 
el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008, o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, es decir, la condición de mujer cabeza de familia y la cesación de 
esta se otorgará desde el momento en que ocurra el respectivo evento y se declare ante un notario. Esta certificación debe tener una fecha de expedición 
no mayor a treinta (30) días calendarios anteriores a la fecha del cierre del Proceso de Contratación y en esta deberá verificarse el cumplimiento de los requisitos 
indicados en el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de 
vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 
 

Igualmente, se preferirá la propuesta de la mujer víctima de violencia intrafamiliar, la cual acreditará esta condición de conformidad con el artículo 21 de la 

Ley 1257 de 2008 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, esto es, cuando se profiera una medida de protección expedida por la autoridad 

competente. En virtud del artículo 16 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, la medida de protección la debe impartir el 

comisario de familia del lugar donde ocurrieron los hechos y, a falta de este, del juez civil municipal o promiscuo municipal, o la autoridad indígena en los casos 

de violencia intrafamiliar en las comunidades de esa naturaleza. 

En el caso de las personas jurídicas se preferirá a aquellas en las que participen mayoritariamente mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de 

violencia intrafamiliar, para lo cual el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, diligenciará el «Formato 10A – Participación mayoritaria de 



 

 

mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar (persona jurídica)», mediante el cual acreditará, bajo la gravedad del juramento, que 

más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuota parte de la persona jurídica está constituida por mujeres cabeza de familia y/o mujeres 

víctimas de violencia intrafamiliar. Además, deberá probar la condición indicada de cada una de las mujeres que participen en la sociedad, aportando los 

documentos que avalen el cumplimiento de los requisitos, de acuerdo con los dos incisos anteriores. 

Finalmente, en el caso de los Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite alguna de las condiciones señaladas en los 

incisos anteriores de este numeral. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 

1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las mujeres víctimas de violencia 

intrafamiliar, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11 – Autorización para el tratamiento de datos personales» 

mediante el cual autoricen de manera previa y expresa el tratamiento de esta información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

3. Preferir la propuesta presentada por el proponente que acredite en las circunstancias establecidas en la ley que por lo menos el diez por ciento (10 %) de su 

nómina está en condición de discapacidad, de acuerdo con el artículo 24 de la Ley 361 de 1997 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, debidamente 

certificadas por la oficina del Ministerio del Trabajo de la respectiva zona, que hayan sido contratados con por lo menos un (1) año de anterioridad a la fecha de 

cierre del presente Proceso de Contratación o desde el momento de la constitución de la persona jurídica cuando esta es inferior a un (1) año y que manifieste 

adicionalmente que mantendrá dicho personal por un lapso igual al término de ejecución del contrato, para lo cual deberá diligenciar el «Formato 10 B – Vinculación 

de personas en condición de discapacidad». En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia 

del certificado la fecha originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 

Si la oferta es presentada por un Proponente Plural, el integrante que acredite que el diez por ciento (10 %) de su nómina está en condición de discapacidad, 

en los términos del presente numeral, debe tener una participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en la estructura plural y aportar como 

mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata este numeral se acreditará con el certificado de aportes a seguridad social del último año o del tiempo 

de su constitución cuando su conformación sea inferior a un (1) año, en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador. 

4. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite la vinculación en mayor proporción de personas que no sean beneficiarios de la pensión de 

vejez, familiar o de sobrevivencia y que hayan cumplido el requisito de edad de pensión establecido en la ley. Para ello la persona natural, el representante legal 

de la persona jurídica o el revisor fiscal, según corresponda, diligenciará el «Formato 10 C – Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, 

familiar o sobrevivencia – (Empleador – Proponente)», mediante la cual certificará bajo la gravedad del juramento las personas vinculadas en su nómina y el número 

de trabajadores que no son beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que cumplieron el requisito de edad de pensión. Solo se valdrá 

la vinculación de aquellas personas que se encuentren en las condiciones descritas y que hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) 

año contado a partir de la fecha del cierre del Proceso de Contratación. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se tendrá en cuenta a aquellos que 

hayan estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona jurídica. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como 

referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el certificado de aportes a la seguridad social del último año o del 

tiempo de constitución de la persona jurídica en caso de que esta sea inferior a un (1) año, en el que se demuestre los pagos realizados por el empleador. 

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato 10 C – Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, 
familiar o sobrevivencia – (Empleador – Proponente)», mediante el cual certifique el número de trabajadores vinculados que son personas no beneficiarias de la 
pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia, y que cumplieron el requisito de edad de pensión establecido en la ley, de todos los integrantes del proponente. Las 
personas enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera de sus integrantes. 
 

En cualquiera de los dos supuestos anteriores, para el otorgamiento del criterio de desempate, cada uno de los trabajadores que cumpla las condiciones previstas 

por la ley diligenciará el «Formato 10 C – Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia (Trabajador)», mediante el 

cual certifica bajo la gravedad de juramento que no es beneficiario de pensión de vejez, familiar o sobrevivencia, y cumple la edad de pensión; además, se deberá 

allegar el documento de identificación del trabajador que lo firma. 

La mayor proporción se definirá en relación con el número total de trabajadores vinculados en la planta de personal, por lo que se preferirá al oferente que acredite 

un mayor porcentaje. En el caso de Proponentes Plurales, la mayor proporción se definirá con la sumatoria de trabajadores vinculados en la planta de 

personal de cada uno de sus integrantes. 

5. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite, que por lo menos el diez por ciento (10 %) de su nómina pertenece a población indígena, negra, 

afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana, para lo cual, la persona natural, el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, bajo la gravedad 

del juramento, diligenciará el «Formato 10D – Vinculación de población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana» mediante el cual 

certifica las personas vinculadas a su nómina y el número de identificación y el nombre de las personas que pertenecen a la población indígena, negra, 

afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Solo se tendrá en cuenta aquellas personas que hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o 



 

 

mayor a un (1) año contado a partir de la fecha del cierre del proceso. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se valdrá a aquellos que hayan 

estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona jurídica. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia 

para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el certificado de aportes a seguridad social en el que se demuestren 

los pagos realizados por el empleador en el último año contado a partir de la fecha del cierre del proceso o del tiempo de su constitución cuando esta es inferior 

a un (1) año. 

Además, deberá aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior en la cual acredite que los trabajadores pertenecen a la población 

indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, sustituya o 

complemente. 

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato 10 D – Vinculación de población indígena, negra, afrocolombiana, 

raizal, palenquera, Rrom o gitana», mediante el cual certifica que por lo menos el diez por ciento (10 %) del total de la nómina de sus integrantes pertenece a 

población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Este porcentaje se definirá de acuerdo con la sumatoria de la nómina de cada uno 

de los integrantes del Proponente Plural. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera de sus integrantes. En todo caso, deberá 

aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior, en la cual acredite que el trabajador pertenece a la población indígena, negra, 

afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 

1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información de estos, como son las personas que pertenecen 

a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el 

«Formato 11- Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de la información, como 

requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

6. Preferir la propuesta de personas naturales en proceso de reintegración o reincorporación para lo cual presentará copia de alguno de los siguientes 

documentos: i) la certificación en las desmovilizaciones colectivas que expida la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, ii) el certificado que emita el Comité 

Operativo para la Dejación de las Armas respecto de las personas desmovilizadas en forma individual, iii) el certificado que emita la Agencia para la 

Reincorporación y la Normalización que acredite que la persona se encuentra en proceso de reincorporación o reintegración o iv) cualquier otro certificado 

que para el efecto determine la Ley. Además, se entregará copia del documento de identificación de la persona en proceso de reintegración o reincorporación. 

En el caso de las personas jurídicas, el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, diligenciarán el «Formato 10 E- Participación 

mayoritaria de personas en proceso de reincorporación y/o reintegración (personas jurídicas)», por medio del cual certificarán bajo la gravedad de juramento que 

más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuotas partes de la persona jurídica está constituida por personas en proceso de reintegración 

o reincorporación. Además, deberá aportar alguno de los certificados del inciso anterior, junto con los documentos de identificación de cada una de las personas 

que está en proceso de reincorporación o reintegración. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando todos los integrantes sean personas en proceso de reincorporación, para lo cual se entregará 
alguno de los certificados del inciso primero de este numeral, y/o personas jurídicas donde más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o 
cuotas partes esté constituida por personas en proceso de reincorporación, para lo que el representante legal, o el revisor fiscal, si está obligado a tenerlo, 
diligenciarán, bajo la gravedad del juramento, el «Formato 10 E - Participación mayoritaria de personas en proceso de reincorporación (personas jurídica integrante 
del Proponente Plural)», y aportará los documentos de identificación de las personas en proceso de reincorporación. 
 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 

1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de 

reincorporación o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento de 

datos personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de la información, como requisito para el otorgamiento del criterio de 

desempate. 

7. Preferir la oferta presentada por un Proponente Plural siempre que se cumplan las condiciones de los siguientes literales: 

(a) Esté conformado por al menos una madre cabeza de familia y/o una persona en proceso de reincorporación o reintegración, para lo cual se acreditarán 

estas condiciones de acuerdo con lo previsto en el inciso 1 del numeral 2 y/o el inciso 1 del numeral 6, de los criterios de desempate del presente Pliego de 

Condiciones; o por una persona jurídica en la cual participe o participen mayoritariamente madres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación 

o reintegración, para lo cual el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, diligenciará el «Formato 10 F – Participación mayoritaria de 

mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración (personas jurídicas)», mediante el cual certifica, bajo la gravedad de 

juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuota parte de la persona jurídica está constituida por madres cabeza de 

familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración. Además, deberá acreditar la condición indicada de las personas que participe en la sociedad 

que sean mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración, allegando los documentos de cada uno de ellos, de acuerdo 



 

 

con lo previsto en este literal. Este integrante debe tener una participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural. 

(b) el integrante del Proponente Plural de que trata el anterior literal debe aportar mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la 

oferta. 

(c) en relación con el integrante del literal a) ni la madre cabeza de familia o la persona en proceso de reincorporación o reintegración, ni la persona jurídica, 

ni sus accionistas, socios o representantes legales podrán ser empleados, socios o accionistas de otro de los integrantes del Proponente Plural, para lo cual el 

integrante persona natural o el representante legal de la persona jurídica de que trata el literal a) lo manifestará diligenciando el «Formato 10 F 

Participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación y/o reintegración». 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la 

Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, adiciona o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de 

reincorporación y/o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento 

de datos personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de esta información, como requisito para el otorgamiento del criterio 

de desempate. 

8. Preferir la oferta presentada por una Mipyme, lo cual se verificará en los términos del parágrafo del artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en 

concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015. En este sentido, el tamaño empresarial se acreditará con la copia del 

certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación 

Asimismo, se preferirá la oferta presentada por una cooperativa o asociaciones mutuales para lo cual se aportará el certificado de existencia y representación 

legal expedido por la cámara de comercio o la autoridad respectiva. En el caso específico en que el empate se presente entre cooperativas o asociaciones mutuales 

que tengan el tamaño empresarial de grandes empresas junto con micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de las cooperativas o asociaciones 

mutuales que cumplan con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o 

sustituya, que sean micro, pequeñas o medianas. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite alguna de las condiciones señaladas en los incisos 

anteriores de este numeral. En el evento en que se presente empate entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente por 

cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la condición de micro, pequeñas 

o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuales al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que 

cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean 

micro, pequeñas o medianas. 

9. Preferir la oferta presentada por el Proponente Plural constituido en su totalidad por micro y/o pequeñas empresas, cooperativas o asociaciones 

mutuales. 

La condición de micro o pequeña empresa se verificará en los términos del artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del 

artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, esto es, la acreditación del tamaño empresarial se acreditará con la copia del certificado del Registro Único de 

Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 

La condición de cooperativa o asociación mutual se acreditará con el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio o la 

autoridad respectiva. En el evento en que el empate se presente entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente por 

cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la calidad de micro, pequeñas 

o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuales al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que 

cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean 

micro, pequeñas o medianas. 

10. Preferir al oferente persona natural o jurídica que acredite, de acuerdo con sus estados financieros o información contable con corte al 31 de diciembre del 

año anterior, que por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) del total de sus pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales por concepto 

de proveeduría del oferente, efectuados durante el año anterior, para lo cual el Proponente persona natural y contador público; o el representante legal de la 

persona jurídica y el revisor fiscal para las personas obligadas por ley; o del representante legal de la persona jurídica y contador público, según corresponda, 

diligenciará bajo la gravedad de juramento el «Formato 10 G- Pagos realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales», en el que conste que por lo 

menos el veinticinco por ciento (25%) del total de pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales. 

Igualmente, cuando la oferta es presentada por un Proponente Plural se preferirá a este siempre que: 

(a) esté conformado por al menos una Mipyme, cooperativa o asociación mutual que tenga una participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) 

en el Proponente Plural, para lo cual se presentará el documento de conformación del Proponente Plural y, además, ese integrante acredite la condición de 

Mipyme, cooperativa o asociación mutual en los términos del numeral 8; 



 

 

(b) la Mipyme, cooperativa o asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta; y 

(c) ni la Mipyme, cooperativa o asociación mutual ni sus accionistas, socios o representantes legales sean empleados, socios o accionistas de los integrantes del 

Proponente Plural, para lo cual el integrante respectivo lo manifestará diligenciando el «Formato 10 H – Acreditación Mipyme», suscrito por la persona 

natural o el representante legal de la persona jurídica. 

En el evento en que el empate se presente entre Proponentes Plurales, que cumplan con los requisitos de los incisos anteriores, cuyos integrantes estén 

conformados únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan 

la condición de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuáles al menos uno de sus integrantes sea una 

cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015, que sean micro, pequeñas o 

medianas. 

11. Preferir las empresas reconocidas y establecidas como Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo o Sociedad BIC, del segmento Mipyme, para lo cual se 

presentará el certificado de existencia y representación legal en el que conste el cumplimiento de los requisitos del artículo 2 de la Ley 1901 de 2018, o la norma 

que la modifique o la sustituya. Asimismo, acreditará la condición de Mipyme en los términos del numeral 8. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite las condiciones señaladas en el inciso anterior de este 

numeral. 

12. Si después de aplicar los criterios anteriormente mencionados persiste el empate: 

(a) La Entidad ordenará a los proponentes empatados en orden alfabético según el nombre completo de la persona natural, la persona jurídica o el proponente 

plural. En caso de que dos o más proponentes tengan el mismo nombre se colocará primero en el orden a quienes hayan presentado primero en el tiempo 

sus ofertas. Una vez ordenados, le asignará un número entero a cada uno de estos de forma ascendente, de tal manera que al primero de la lista le corresponda 

el 1. 

(b) Seguidamente, la Entidad debe tomar la parte entera (números a la izquierda de la coma decimal) de la TRM que rigió el día del cierre del proceso. La Entidad 

Estatal debe dividir esta parte entera entre el número total de Proponentes en empate, para posteriormente tomar su residuo y utilizarlo en la selección final. 

(c) Realizados estos cálculos, la Entidad seleccionará a aquel Proponente que presente coincidencia entre el número asignado y el residuo encontrado. En caso 

de que el residuo sea cero (0), se escogerá al Proponente con el mayor número asignado. 

Nota 1: Los factores de desempate deberán aplicarse en armonía con los Acuerdos Comerciales vigentes suscritos por Colombia. De esta manera, en el evento 

en que el empate se presente entre ofertas cubiertas por un Acuerdo Comercial, se aplicarán los factores de desempate que sean compatibles con los 

mencionados Acuerdos. 

Nota 2: Si el empate entre las propuestas se presenta con un Proponente, bien o servicio extranjero cuyo país de origen no tiene Acuerdo Comercial con 

Colombia, ni trato nacional por reciprocidad o con ocasión de la normativa comunitaria, se dará aplicación a todos los criterios de desempate previstos en el 

presente numeral. 

Nota 3: Conforme con el artículo 18 de la Ley 1712 de 2014 y los artículos 5 y 6 de la Ley 1581 de 2012, la Entidad garantizará el derecho a la reserva legal 

de toda aquella información que acredita el cumplimiento de los factores de desempate de: i) las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, ii) las personas en 

proceso de reincorporación y/o reintegración y iii) la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana. 

De acuerdo con lo anterior, en la plataforma del SECOP no se publicará la información relacionada con los factores de desempate de personas en procesos de 

reincorporación o reintegración o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar o la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, 

puesto que su público conocimiento puede afectar el derecho a la intimidad de los oferentes o de sus trabajadores o socios o accionistas. 

 
Nota 4: Para efectos de los factores de desempate dispuestos en este numeral, se entiende por experiencia acreditada en la oferta, la sumatoria de los 
contratos que demuestren la experiencia general de la actividad principal, expresados en salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV). 
 
3.7 Análisis de riesgos y forma de mitigarlo. 

 
La Matriz 3 – Riesgos incluye los riesgos que se pueden presentar durante la ejecución del contrato. Esta matriz describe cada uno de los riesgos, la consecuencia 
de su ocurrencia, a quien se le asigna, cual es el tratamiento en caso de ocurrencia y quien es el responsable del tratamiento entre otros aspectos. 
 
3.8 Garantías 

 
GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA OFERTA 
 

El Proponente debe presentar con la propuesta una Garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este 



 

 

numeral. 

Cualquier error o imprecisión en el texto de la Garantía presentada será susceptible de aclaración por el Proponente hasta el  término de traslado del informe de evaluación. 

Sin embargo, la no entrega de la Garantía no es subsanable y se rechazará la oferta. 

Las características de las Garantías son las siguientes: 
 

Característica Condición 

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) contrato de seguro c ontenido en una póliza, 

(ii) patrimonio autónomo y (iii) garantía bancaria. 

Asegurado/ 

beneficiario 
RESGUARDO INDIGENA ZENU identificado con el NIT 812000896-8 

Amparos La sanción derivada del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos señalados en el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 

Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del Proceso de Contratación. 

Valor asegurado Diez por ciento (10%) del Presupuesto Oficial del Proceso de Contratación. 

 

Tomador 

 Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo societario que figura en el certificado de existencia y 

representación legal expedido por la cámara de comercio respectiva, y no solo con su sigla, a no ser que en el referido documento se 

exprese que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

 Para los Proponentes Plurales: la Garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes del Proponente Plural, para lo cual se tendrá que 

relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación. 

 
Si en desarrollo del Proceso de Contratación se modifica el Cronograma, el Proponente deberá ampliar la vigencia de la Garantía de seriedad de la oferta hasta tanto no se 

hayan perfeccionado y cumplido los requisitos de ejecución del respectivo contrato. 

La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la Garantía de seriedad de la oferta. Durante e ste período la propuesta será irrevocable, de 

tal manera que el Proponente no podrá retirar ni modificar los términos o condiciones de la misma, so pena de que la Entidad pueda hacer efectiva la Garantía de 

seriedad de la oferta. 

GARANTÍAS DEL CONTRATO  

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO 

 
Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el contratista deberá presentar la garantía de cumplimiento en original a la entidad dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes contados a partir de la firma del contrato y requerirá la aprobación de la entidad.  
 
Esta garantía tendrá las siguientes características: 
 

Característica Condición 

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) Contrato de seguro c ontenido en una póliza 

para Entidades Estatales, (ii) patrimonio autónomo, (iii) Garantía bancaria. 

Asegurado/ beneficiario 
RESGUARDO INDIGENA ZENU identificado con el NIT 812000896-8 

  

 

 



 

 

 

 
Amparos, vigencia y valores 

asegurados 

 

  

 
 

 

Tomador 

 Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo societario que figura en el certificado de 
existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio respectiva, y no sólo con su sigla,  a no ser que en el referido 
documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

 No se aceptan Garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del Consorcio o de la Unión Temporal. Cuando el 
Contratista sea una Unión Temporal o Consorcio, se debe incluir el nombre, el NIT y el porcentaje de participación de cada un o de los integrantes. 

 Para el Contratista conformado por un Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio): la Garantía deberá ser otorgada por todos los 
integrantes del Contratista, para lo cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes 
para todos los efectos serán los otorgantes de esta. 

 
Información necesaria dentro 

de la póliza 

 Número y año del Contrato 

 Objeto del Contrato 

 Firma del representante legal del Contratista 
 En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor a asegurar es  $14.980.420,20 aproximar a 

$14.980.421 

 
 
El Contratista está obligado a restablecer el valor de la Garantía cuando esta se vea reducida por razón de las reclamaciones que efectúe la Entidad, así como, a 

ampliar las Garantías en los eventos de adición y/o prórroga del Contrato. El no restablecimiento de la Garantía por parte del Contratista o su no adición o prórroga, 

según el caso, constituye causal de incumplimiento del Contrato y se iniciarán los procesos sancionatorios a que haya lugar. 

 
ESTABILIDAD DE LA OBRA Y PERIODO DE GARANTÍA 

El Contratista será responsable de la reparación de los defectos que puedan comprobarse con posterioridad al recibo definitivo de las obras del Contrato o si la 

obra Amenaza Ruina en todo o en parte, por causas derivadas de fabricaciones, replanteos, procesos constructivos, localizaciones y montajes efectuados 

por él y del empleo de materiales, equipo de construcción y mano de obra deficientes utilizados en la construcción. 

 

El Contratista se obliga a llevar a cabo a su costa todas las reparaciones y reemplazos que se ocasionen por estos conceptos. Esta responsabilidad y 

las obligaciones inherentes a ella se considerarán vigentes por un período de Garantía de cinco (05) contados a partir de la fecha del recibo a satisfacción de la obra, 

sin perjuicio de lo previsto en el artículo 2060 del Código Civil. El Contratista procederá a reparar los defectos dentro de los términos que la Entidad le señale en la 

comunicación escrita que le enviará al respecto. 

 

Si la inestabilidad de la obra se manifiesta durante la vigencia del amparo de la Garantía respectiva y el Contratista no realiza las reparaciones dentro de los términos 

señalados, la Entidad podrá hacer efectiva la Garantía de estabilidad estipulada en el Contrato. Si las reparaciones que se hacen afectan, o si a juicio de la Entidad, 

existe duda razonable de que puedan llegar a afectar el buen funcionamiento o la eficiencia de las obras o parte de ellas, la Entidad podrá exigir la ejecución de 

nuevas pruebas a cargo del Contratista mediante notificación escrita que le enviará dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la entrega o terminación 

de las reparaciones. 

 
GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 
El contratista deberá contratar un seguro que ampare la responsabilidad civil extracontractual de la Entidad con las siguientes características: 

 

Característica Condición 

Clase Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) Contrato de 
seguro contenido en una póliza, (ii) Patrimonio autónomo y (iii) Garantía Bancaria. 

Asegurados RESGUARDO INDIGENA ZENU identificado con el NIT 812000896-8 



 

 

 
 

 
Tomador 

 Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y tipo societario que 
figura en el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio respectiva, y 
no sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse 
de esa manera. 

 No se aceptan Garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes del Consorcio. 
Cuando el contratista sea una Unión Temporal o un Consorcio, se debe incluir el nombre, el NIT y el porcentaje 
de participación de cada uno de los integrantes. 

 Para el Contratista conformado por un Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio), la Garantía deberá 
ser otorgada por todas las personas que conforman el Proponente Plural, para lo cual se deberá relacionar 
claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación. 

 
Valor 

El valor asegurado por los contratos de seguro que amparan la responsabilidad civil extracontractual no debe ser 
inferior a: 

Trescientos (300) SMMLV para contratos cuyo valor sea superior a mil quinientos (1.500) SMMLV e inferior o igual 

a dos mil quinientos (2.500) SMMLV. 
Vigencia Igual al período de ejecución del Contrato. 

Beneficiarios Terceros afectados y Resguardo Indígena Zenú  identificado con el NIT 812000896-8 

 

 
Amparos 

 
Responsabilidad Civil Extracontractual de la Entidad derivada de las actuaciones, hechos u omisiones del Contratista 

o Subcontratistas. El seguro de responsabilidad civil extracontractual debe contener como mínimo los amparos 

descritos en el numeral 3 del artículo 2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 1082 de 2015. 

 
Información 

necesaria 

dentro de la 

póliza 

 Número y año del Contrato 
 Objeto del Contrato 
 Firma del representante legal del Contratista 
 En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor a asegurar 

es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 

En esta póliza solamente se podrán pactar deducibles con un tope máximo del diez por ciento (10 %) del valor de cada pérdida sin que en ningún caso 

puedan ser superiores a dos mil (2.000) SMMLV. 

Este seguro deberá constituirse y presentarse para aprobación de la Entidad dentro del mismo término establecido para la Garantía única de cumplimiento. 

Las franquicias, coaseguros obligatorios y demás formas de estipulación que conlleven asunción de parte de la pérdida por la Entidad asegurada no 

serán admisibles. 

 

El Contratista deberá anexar el comprobante de pago de la prima del seguro de responsabilidad civil extracontractual. 

 

3.9. SUPERVISIÓN 

 
Nombre del funcionario:  

Identificación del funcionario:  

Cargo: 

 

 

3.9.1 Necesidad de contar con Interventoría cuando los contratos superen la menor cuantía 

 

Por tratarse de recursos provenientes de S.G.P.I vigencias anteriores, del presupuesto general del Resguardo 2026. AESGPRI. ,  entre las cláusulas pactadas entre 
las partes, se determinó que el RESGUARDO el control y vigilancia de la ejecución de los trabajos objeto del contrato a través de un Interventor (contratado), 
quien tendrá como función verificar el cumplimiento general de las obligaciones adquiridas por el Contratista. De igual manera, y atendiendo la necesidad 
de coordinación interna de los diversos proyectos, el Resguardo designará un Supervisor de conformidad con lo establecido por el artículo 2 de la Ley 1882 
de 2018, cuyo objetivo en los contratos estatales es proteger la moralidad administrativa, con el fin de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y tutelar 
la transparencia de la actividad contractual. 
 
El Interventor vigilará que el Contratista inicie las obras sólo cuando disponga de los respectivos permisos, autorizaciones y concesiones para el uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales. Igualmente, velará porque se cumplan las disposiciones ambientales vigentes. 
El Interventor y el Supervisor ejercerán un control integral sobre el desarrollo del proyecto, para lo cual podrán, en cualquier momento, exigir al Contratista 



 

 

la adopción de medidas para mantener, durante la ejecución del contrato, las condiciones técnica s, administrativas, ambientales y financieras existentes al 
momento de la celebración del mismo. 
 
Así mismo, el Interventor está autorizado para ordenar al Contratista la corrección, en el menor tiempo posible, de los desajustes que pudieren presentarse 
y determinar los mecanismos y procedimientos pertinentes para prever o solucionar rápida y eficazmente las diferencias que llegaren a surgir durante la ejecución 
del contrato. 
El Contratista deberá acatar las órdenes que le imparta por escrito la Interventoría; no obstante, si no estuviese de acuerdo con las mismas, deberá manifestarlo por 
escrito al Interventor y al Supervisor, antes de proceder a ejecutarlas; en caso contrario, responderá solidariamente con el Interventor, si del cumplimiento de 
dichas órdenes se derivaran perjuicios para el Resguardo. 
 
El Resguardo podrá en cualquier momento, ordenar la suspensión de la obra, si por parte del Contratista existe un incumplimiento sistemático de las instrucciones 
impartidas por el Interventor, sin que el Contratista tenga derecho a reclamos o ampliación del plazo. 
Las funciones del interventor y supervisor se regirán por lo establecido en los artículos 2 de la ley 1882 de 2018. 
3.10. Lugar de ejecución 

El lugar de ejecución Resguardo Indígena Zenú San Andrés de Sotavento, Córdoba-Sucre. 
 
3.11 Plazo de Ejecución del Contrato  

El futuro contrato tendrá un plazo de ejecución hasta el 31 de diciembre de 2026, contados a partir de la fecha de inicio del mismo, una vez se cumplan los 
requisitos de perfeccionamiento y ejecución dispuestos en el Artículo 41 de la Ley 80 de 1993. 
 
3.12 Liquidación del Contrato  

 
El presente contrato será objeto de liquidación de acuerdo con lo establecido en el artículo 217 del Decreto Ley 019 de 2012 y el artículo 11 de la Ley 1150 del 
2007, procedimiento que deberá efectuarse dentro del término establecido posterior a su vencimiento o a la expedición del acto administrativo que ordene su 
terminación o a la fecha del acuerdo que así lo disponga. 
 
El Resguardo, procederá con el contratista a la LIQUIDACIÓN BILATERAL del contrato que se derive del presente proceso durante los seis meses siguientes a su 
terminación, o en su defecto, a la LIQUIDACIÓN UNILATERAL en los dos meses siguientes a la terminación del plazo para la liquidación bilateral. 
 
Para la liquidación se exigirá al Interventor la ampliación de las garantías, si es el caso, con el fin de avalar las obligaciones que esta deba cumplir con 
posterioridad a la extinción del presente contrato. 
 
Si el contratista no se presentare para efectos de la liquidación del contrato o las partes no llegaren a ningún acuerdo, la Entidad procederá a su liquidación 
por medio de acto administrativo motivado, susceptible de recurso de reposición. Así mismo, y de conformidad con lo previsto por el Artículo 11 de la Ley 1150 
de 2007, si el contratista deja salvedades en la liquidación por mutuo acuerdo, la Entidad podrá liquidar unilateralmente, caso en cual, ésta solo 
procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo. 
 
3.13 SOMETIMIENTO A UN ACUERDO COMERCIAL  

 
En cumplimiento del requisito del numeral 10 del artículo 2.2.1.1.2.1.3 del Decreto 1082 de 2015, se relaciona los acuerdos comerciales que aplican al 
presente proceso. 
 
El Proceso de Contratación está sujeto a los siguientes Acuerdos Comerciales. En consecuencia, las Ofertas presentadas por Oferentes extranjeros de 
países con los cuales Colombia tiene Acuerdos Comerciales que cubren el presente Proceso de Contratación, serán tratadas como Ofertas de nacionales colombianos 
y tendrán derecho al puntaje para estimular la industria nacional de que trata la sección VII.C. 
 
Cobertura Acuerdos Comerciales 
 
La Indicación De Si El Proceso De Contratación Esta Cobijado Por Un Acuerdo Comercial 
 
De acuerdo con el numeral 8 del artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, a continuación, se analiza, de conformidad con el Manual para el Manejo de los 
Acuerdos Comerciales en los Procesos de Contratación (M-MACPC-03) expedido por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra 
Eficiente, si la presente contratación se encuentra cobijada por algún acuerdo comercial suscrito por Colombia: 
 

Acuerdo Comercial 
Entidad Estatal 

incluida 
Umbral 

Excepción 

aplicable 

Proceso de Contratación 

cubierto 

Alianza 
Pacífico 

Chile SI NO - NO 

México - - - NO 

Perú SI NO - NO 

Canadá - - - NO 



 

 

Chile SI NO - NO 

Corea - - - NO 

Costa Rica SI NO - NO 

Estados Unidos - - - NO 

Estados AELC SI NO - NO 

México - - - NO 

Triángulo 
Norte 

El Salvador SI NO - NO 

Guatemala SI NO - NO 

Honduras - - - NO 

Unión Europea SI NO - NO 

 
En consecuencia, la entidad concederá trato nacional a proponentes y servicios de los Estados que cuenten con un Acuerdo Comercial que cubra el Proceso 
de Contratación. 
Adicionalmente, los proponentes de estados con los cuales el Gobierno Nacional haya certificado la existencia de trato nacional por reciprocidad recibirán este 
trato. 
 
3.14 CONVOCATORIAS LIMITADAS A MIPYME 

 
Teniendo en cuenta que el presupuesto oficial de este proceso contractual es de MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y DOS  MILLONES OCHOCIENTOS 

TREINTA Y CINCO  MIL QUINIENTOS OCHENTA Y DOS  PESOS CON NOVENTA Y TRES CENTAVOS ($1.452.835.582.93) M/CTE, valor que no 

se encuentra dentro del rango de ciento veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América (US$125.000), Por lo tanto, no se limitara a Mipyme. 

 

3.15 CONSTANCIA DEL CUMPLIMIENTO DEL DEBER DE ANALISIS DE LAS ENTIDADES ESTATALES  

 

Se deja constancia que la entidad cumplió con el deber de análisis para conocer el sector relativo al objeto del Proceso de Contratación desde la perspectiva legal, 
comercial, financiera, organizacional, técnica y de análisis de riesgo. 
 
Ver anexo estudio del sector 
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